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Abstract 
 
Con el objetivo de alcanzar la igualdad de género entre mujeres y hombres, y garantizar el 

ejercicio de sus derechos fundamentales, el Estado mexicano ha diseñado políticas 

públicas que incluyen la perspectiva de género para establecer mecanismos que 

contribuyan a que las mujeres puedan ejercer esos derechos al igual que los hombres; no 

obstante, existen dudas en relación con el diseño de los programas para atender tal 

problemática. En este trabajo de investigación se realiza una revisión de programas de 

financiamiento, a través de créditos a mujeres en situación vulnerable, los cuales han sido 

implementados por los gobiernos de los estados de Durango, Morelos y Zacatecas. El 

objetivo es analizar su diseño y resultado desde elementos teóricos que componen la 

perspectiva de género e identificar diferencias o similitudes sustanciales entre ellos. Los 

hallazgos muestran que ni el diseño ni los resultados de los programas estudiados indican 

que en algún plazo dado, por efecto directo de ellos, vayan a disminuir las relaciones de 

dominación que padecen las beneficiarias, pues su foco de atención no son los derechos 

de las mujeres ni el rol que desempeñan. Al final los esfuerzos gubernamentales se 

diluyen y lo que parece sobresalir en cada programa es el diseño estricto de los requisitos 

para ser sujeto de crédito y los mecanismos para su recuperación. Desde luego, esto no 

permite que las beneficiarias puedan tomar decisiones transformadoras de desigualdades. 

 

Palabras clave: políticas sociales, perspectiva de género, financiamiento a mujeres, 

capacidad de agencia, estructura 
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Introducción 
 

Los problemas de desigualdad existentes en la sociedad, y que afectan a determinados 

sectores de la población, requieren, para buscar las mejores soluciones, que estas se 

diseñen desde las necesidades y demandas de tales sectores. Una de las maneras de 

atender estos problemas desde el ámbito público, es con la implementación de políticas 

públicas que en todas sus etapas respeten los derechos fundamentales de las personas a 

las que están dirigidas. 

La desigualdad es un fenómeno que está presente en todas las sociedades, sin 

embargo, no en todos los países se presenta en el mismo nivel. En México, la 

desigualdad entre mujeres y hombres se manifiesta en lo económico, político y social. En 

algunos de esos ámbitos, las diferencias son más profundas, como sucede en el sistema 

de acceso a empleos bien remunerados y estables, que por sus características y vigor 

tiene una estela gigantesca de pobreza (la mayoría de la población se encuentra en esta 

situación), repercutiendo en limitaciones que impiden a las personas ejercer plenamente 

sus derechos. 

En el presente documento de trabajo se analiza la situación de mujeres 

vulnerables económicamente y que tienen la intención de ser proveedoras en sus familias. 

Una de las principales respuestas gubernamentales para ello, y que es coincidente en 

varios casos, entre ellos los analizados, son los programas de financiamiento para la 

creación de micro y pequeños negocios, los cuales se revisaron a partir de su diseño y 

resultados, pero desde un marco teórico con perspectiva de género. En el planteamiento 

se señala que estos programas tienen la finalidad de contribuir a las capacidades de 

agencia de sus beneficiarias al mejorar sus ingresos económicos y la calidad de vida de 

sus familias, sin embargo, estos objetivos no precisamente están relacionados con las 

necesidades de autorrealización e independencia de las mujeres, sino con mejorar la 
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calidad de vida de los integrantes del hogar por medio de instrumentos de autoempleo 

para que la, o una de las proveedoras del hogar incremente los ingresos del mismo.  

Para la realización del análisis se seleccionaron tres programas de financiamiento 

a microempresas para mujeres en condiciones específicas de vulnerabilidad en tres 

estados de México: Durango, Morelos y Zacatecas (uno por estado). Estos programas 

tienen características similares en su diseño general, las cantidades de financiamiento y 

los mecanismos de apoyo (créditos), además de las similitudes en la temporalidad (2018) 

y contexto de su implementación, ya que los tres estados presentan condiciones de 

desigualdad parecidas en relación a los ingresos y el número de hogares con jefatura 

femenina.   

El trabajo se estructura en siete partes. En el primer apartado, relativo a la 

justificación, se aborda de manera general la forma en que el gobierno interviene, a través 

de la política social, para atender el problema de la desigualdad e implementar políticas 

con perspectiva de género. En el segundo, se establece el objetivo general que persigue 

la investigación. En el tercero, se plantea y delimita el problema. En el cuarto, se 

desarrolla el marco teórico y conceptual, analizando el origen de la desigualdad y cómo se 

institucionalizó la división sexual del trabajo, así como la relación de todo esto con las 

decisiones que las mujeres toman para transformar su realidad. En el quinto apartado se 

presenta la hipótesis a contrastar en la investigación. En el sexto, se desarrolla la 

estrategia metodológica, considerando la manera de realizar el análisis del diseño, de los 

resultados de la implementación y la comparación de los tres programas seleccionados. 

Esto último a fin de identificar los elementos que determinan si se diseñaron considerando 

la perspectiva de género. En el séptimo apartado, se presentan los resultados de los tres 

programas seleccionados tomando en cuenta los aspectos definidos en la metodología. 

Por último, se exponen las conclusiones del trabajo, así como algunas recomendaciones 

generales para mejorar la política pública.  
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1. Justificación: Vicisitudes de la intervención gubernamental en la búsqueda de la 
paridad de género 
 

Políticas sociales y perspectiva de género 

 

Desde el ámbito público, la atención a los problemas se realiza por medio de las políticas 

públicas, sin embargo, en la discusión desde la equidad y la perspectiva de género, este 

ámbito ha estado dominado desde la visión masculina. Esta realidad no es nueva, pues 

desde sociedades antiguas como, por ejemplo, la griega,  

las conceptualizaciones de género marcaban una división crucial entre los 

espacios domésticos, propios de las mujeres, y los espacios públicos, masculinos 

por definición. Estos espacios se expresaban especialmente en casa (oikos), 

ámbito natural de las mujeres, y plaza pública (agora), el ágora, donde residían las 

principales instituciones de poder masculino (Mirón, 2014, p. 13).   

Este patrón se fue diversificando y con las aportaciones de otros puntos de vista se 

fortaleció la diferencia entre los supuestos espacios y actividades que corresponderían a 

cada género. Camarena y Saavedra (2018) identifican algunos elementos que describen 

estas diferencias:  

a las mujeres se les suele atribuir rasgos relacionados con aspectos afectivos, 

emocionales y tendientes a favorecer las relaciones. Por su parte, a los hombres 

se les atribuyen rasgos relacionados con la productividad, la eficacia, la 

autonomía, la independencia y la competencia para el logro de ciertas metas (p. 

319). 

Esta concepción de la masculinización generalizada del ámbito público sigue 

prevaleciendo, pues las mujeres siguen enfrentando condiciones desfavorables para que 

puedan ejercer sus derechos a plenitud. No obstante, el debate sobre este predominio de 

la perspectiva masculina en las decisiones y acciones públicas se ha ido modificando a 
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partir de los cambios sociales y políticos, así como de los nuevos enfoques desde los 

cuales se ejerce el poder público. En épocas recientes, la adopción de diversas teorías 

sobre las políticas públicas y las formas de gobierno practicadas en el actual contexto, 

han obligado al replanteamiento de los procesos que implican la atención de los 

problemas públicos. 

En la presente investigación, se busca analizar si el diseño y los resultados de los 

programas de financiamiento a actividades productivas para mujeres en tres entidades 

federativas de México incorporan la perspectiva de género y contribuyen al objetivo de 

lograr una igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. Los programas 

analizados forman parte de la política social que los gobiernos de estos estados han 

implementado para cumplir con los instrumentos legales en relación a la equidad e 

igualdad de género, tanto nacionales como internacionales, como con las propias 

demandas de este sector de la población, siendo esta última la principal razón por la que 

se deberían diseñar e implementar políticas públicas dirigidas a las mujeres en cualquier 

sociedad. 

En principio es pertinente puntualizar a qué se hace referencia cuando se habla de 

políticas públicas. Aguilar (2012) define a este concepto como  

un conjunto (secuencia, sistema, ciclo, espiral) de acciones intencionales y 

causales. Son acciones intencionales porque se orientan a realizar objetivos 

considerados de valor para la sociedad o a resolver problemas cuya solución se 

considera de interés o beneficio público, y son acciones causales porque son 

consideradas idóneas y eficaces para realizar el objetivo o resolver el problema (p. 

29). 

Por otro lado, debido a que los programas de financiamiento a proyectos 

productivos para mujeres son parte de las políticas públicas de los gobiernos estatales, 
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específicamente de las políticas sociales, es necesario puntualizar a qué se refieren estos 

términos. Chiara (2006) menciona que  

las políticas públicas en general y las políticas sociales en particular, operan sobre 

necesidades, pero básicamente sobre relaciones sociales y según sea la 

orientación conceptual que sostenga y oriente el proceso será la trama de 

relaciones y el sentido de la acción pública que se constituya” (como se citó en 

Hernández, 2014, p. 214).  

Villanueva y Jaramillo (2014) mencionan que las bases de la política social actual 

no conciernen solo al Estado sino también a la familia, las comunidades y organizaciones 

no gubernamentales.  

En el análisis de los programas de este estudio, destaca el enfoque de la 

perspectiva de género, por lo que desde este punto de vista, se puede decir que la política 

social se puede definir “como el conjunto de objetivos, regulaciones, sistemas y entidades 

por medio de las cuales el Estado se dirige a crear oportunidades y fortalecer 

instrumentos en términos de la equidad y la integración social” (Delgado, 2002, p.1), es 

decir, al ser las mujeres el foco de atención de estos programas, y partiendo del supuesto 

de que existe una desigualdad en el acceso a los beneficios de la política social y en el 

ejercicio de sus derechos, es pertinente establecer que a través de ellos se puede 

contribuir a la modificación de esas condiciones.  

Aun cuando uno de los principios fundamentales de la política social es la 

universalidad e “implica la responsabilidad que tiene el Estado con todas las personas de 

garantizarles el suministro adecuado de bienes meritorios, es decir, de aquellos bienes y 

servicios que son esenciales para el bienestar y participación en la vida democrática” 

(Ocampo, 1995, p. 25), los programas de financiamiento a proyectos para mujeres jefas 

de familia y mujeres en general, difieren de esta universalidad porque están dirigidos solo 

a ese sector de la población, particularmente, a aquéllas que cumplan con las condiciones 
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específicas que estipule cada programa. Aunque esto no es lo ideal, en la realidad sucede 

de tal manera dada la restricción de recursos con la que operan las diversas esferas de 

gobierno, siendo por ello fundamental un buen diseño para evitar despilfarro. 

En este tipo de programas con perspectiva de género, el Estado asume decisiones 

para “concentrar su acción y sus recursos en la atención a grupos particulares de la 

población” (Delgado, 2002, p. 4). Ahora bien, se piensa que la búsqueda de la equidad en 

los procesos de desarrollo y aplicación de las políticas públicas, diferenciando las 

necesidades de grupos específicos de la población, requiere la inclusión de todos los 

actores involucrados, por lo que no se debe limitar solo a las mujeres (Hernández, 2014, 

p. 216). De todo esto es importante destacar que la posición de los actores no es la 

misma entre sí, razón por la que el debate entre universalización y focalización continúa. 

En México existen mecanismos que definen los marcos regulatorios, 

programáticos e institucionales de la política social. Estos marcos se encuentran 

asentados en las leyes y reglamentos, planes de desarrollo (federal, estatales y 

municipales) y programas sectoriales, regionales e institucionales. Entre los instrumentos 

internacionales a los que México está comprometido acatar se encuentran: la Convención 

sobre Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer, CEDAW (Nueva York, 

1979); la Conferencia Mundial para el Examen y la Evaluación de los Logros del Decenio 

de las Naciones Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz (Nairobi, 1985) y, la 

Plataforma de Acción, aprobada por la IV Cumbre Mundial para la Mujer (Beijing, 1995). 

En el plano nacional destaca la Ley General de Desarrollo Social (LGDS) que 

establece como uno de sus principios la perspectiva de género:  

Una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres que se 

propone eliminar las causas de la opresión de género, como la desigualdad, la 

injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género; que se plantea 
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la equidad de género en el diseño y ejecución de las políticas públicas de 

desarrollo social. (LGDS, Fracción X, artículo 3). 

Ahora bien, el Centro de Estudios para las Finanzas Públicas de la Cámara de 

Diputados (CEFP, 2019), establece cuatro categorías de políticas que tienen la finalidad 

de alcanzar la igualdad de género: políticas de acción afirmativa, políticas para las 

mujeres, políticas con perspectiva de género y políticas de transversalización de género. 

 

Cuadro 1. Políticas que tienen la finalidad de alcanzar la igualdad de género 

Política Definición y características Ejemplo 

Políticas de acción 

afirmativa 

Son aquéllas que procuran corregir las 

condiciones desfavorables de grupos, en este 

caso de las mujeres, cuyos atributos están 

socialmente desvalorados. 

Leyes de cuotas femeninas 

para las candidaturas 

legislativas nacionales y 

estatales. 

Políticas para las 

mujeres 

Parten de comprender las diferencias primarias 

entre hombres y mujeres para dar prioridad a la 

atención de las necesidades femeninas. Son 

criticadas porque no cuestionan el papel 

socialmente asignado a los hombres, que los 

desvincula de la esfera doméstica. 

Programas de atención a la 

salud materna y 

reproductiva. 

Políticas con 

perspectiva de 

género 

Buscan redistribuir los recursos materiales y 

reconceptualizar el orden simbólico del poder, 

con el fin de ampliar las oportunidades de 

elección de las mujeres. Procuran la 

transformación de las relaciones jerárquicas entre 

los géneros. Son las más complejas de diseñar e 

implementar ya que se relacionan con otras 

políticas de mayor alcance, además de que 

involucran a otros actores no estatales. 

Leyes de Igualdad de 
Género 
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Política Definición y características Ejemplo 

Políticas de 

transversalización de 

género 

Incorporan la igualdad de género en todas las 

estructuras, en todas las políticas, los procesos y 

los procedimientos del Estado. Suponen 

mecanismos más horizontales al interior del 

Estado, que implica a la burocracia, los 

presupuestos públicos y todas las unidades 

ejecutoras. 

Creación de Programas y 

Unidades de Género en 

todas las dependencias del 

gobierno. 

Fuente: Elaboración propia con información de CEFP (2019). 

 

Dicho lo anterior, es importante señalar que los objetivos de los programas sociales 

enfocados a las mujeres en ocasiones conllevan metas distintas y cada una tiene sus 

propias implicaciones, por ejemplo, con la inclusión de la perspectiva de género se 

buscan aminorar las desventajas en que se encuentran ellas, pero al mismo tiempo se 

puede combatir la pobreza que padecen, pues es este sector el más afectado por tal 

condición. Sin embargo, aunque con ambos objetivos se buscan mejorar las condiciones 

de las mujeres, los medios y los logros en cada uno no siempre se interrelacionan: una 

mujer que haya salido de la pobreza puede seguir sufriendo discriminación, en cambio, 

una mujer discriminada por condición de género, puede estar expuesta a vulnerabilidades 

para encontrar empleo (vulnerabilidad laboral). Por lo tanto, lo ideal sería una vinculación 

entre metas y medios para reforzar la intervención gubernamental mediante políticas que 

tengan enfoques integrales. 

Las desigualdades sociales existen en todos los países y se manifiestan a partir de 

diversos criterios (raciales, económicos, políticos, culturales, etc.), sin embargo, estas se 

agravan con una desigualdad en particular: la de género, pues es un estigma adicional 

agregado a todas las otras condiciones. Basta con ver algunos indicadores de pobreza en 

México para darse cuenta cómo siguen existiendo brechas claras. Por ejemplo, para 

2018, el 31.2% de los hogares pobres con jefes de familia, sufrían de carencia 
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alimentaria, mientras que estaban en la misma situación el 38.3% de los hogares pobres 

con jefas de familia. Por otra parte, por cada 100 hombres ocupados, en condición de 

pobreza, pero con acceso a la seguridad social, habían 55 mujeres.1 

Por lo anterior, en el diseño e implementación de políticas con perspectiva de 

género, es importante el verdadero acompañamiento de los hombres a la serie de 

mecanismos institucionales ya creados. Dentro de este apoyo, resulta fundamental la 

consideración permanente y el respeto a los derechos de las mujeres. En ello, un 

instrumento que puede acelerar el proceso es la sensibilización, tomada como otra más 

de las herramientas clave en todas las instituciones, ya que las resistencias siguen siendo 

muchas, con sucesos tan escandalosos que van de la violencia política en razón de 

género hasta los feminicidios. 

El diseño y la gestión de las políticas públicas no es un asunto de géneros, sino de 

temas que se encuentran en la agenda y que son de interés general en un espacio neutral 

que es, precisamente, el público: “trabajar con hombres no es sinónimo de la culminación 

del desarrollo social de las mujeres […] por el contrario, es atender de manera coyuntural 

el problema de las desigualdades e iniquidades sociales que siguen afectando a las 

mujeres de forma indiscriminada” (Hernández, 2014, p. 229). Por tanto, el deber ser en la 

vida de las políticas con perspectiva de género es su normalización como parte de la 

expansión de los derechos humanos. 

 

Transversalización de la perspectiva de género en políticas públicas 

 

En el proceso de transversalización de la perspectiva de género, hay un paso 

fundamental que es su institucionalización en las políticas públicas (esto se refiere a 

 
1  Estimaciones del CONEVAL con base en el MEC del MCS-ENIGH, 2018. Consultado en: 

https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Pobreza-y-genero-en-Mexico-2008-2018.aspx 
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elementos diversos: leyes, normas, organismos estatales, mecanismos de mediación 

política, programas presupuestales, servicios, organizaciones sociales, áreas de 

conocimiento legitimadas, etc.) (López et al., 2019). Para Guzmán (2002a), la 

institucionalización se refiere a expresiones empíricas y materiales de relaciones políticas, 

prácticas sociales y visiones del mundo que se legitiman y cristalizan, lo que hace que, 

finalmente, se formalicen cosas públicas y/u oficiales mediante procesos históricos que 

involucran luchas políticas. 

Una vez que se ha alcanzado la apropiación de la perspectiva de género en las 

instituciones, y de que sus acciones formen parte de las políticas que desarrollan, es 

necesaria su evaluación. Ochoa (2007) propone siete elementos que pueden ayudar para 

conocer la efectividad y eficacia de los resultados de su implementación: el nivel de 

influencia y grado de acceso a las políticas gubernamentales; la profesionalización del 

personal; el grado de legitimidad alcanzada tanto dentro como fuera del gobierno; la 

relación con el movimiento de mujeres; la influencia sobre la sociedad; el nivel de 

influencia hacia dentro del Estado y, la rendición de cuentas. 

Por otro lado, al analizar parte del proceso de implementación de la perspectiva de 

género, el PNUD identifica, desde dos ámbitos, el político y el sociocultural, algunos de 

los problemas detectados en su institucionalización: 

1. Desde lo político (Estado): resistencia institucional; necesidad de nuevos 

liderazgos transformadores; necesidad de más y mejores metodologías, 

instrumentos y sistemas y, limitada partida presupuestaria. 

2. Desde lo sociocultural: desconocimiento del tema; culturas organizacionales 

patriarcales; resistencia al cambio y, limitada difusión entre la sociedad sobre los 

programas de equidad (PNUD, 2010). 
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Agencia femenina a través de las políticas sociales con perspectiva de género 

 

Se ha planteado que las políticas sociales también tienen como objetivo el 

empoderamiento de las mujeres, incluso es una de las primeras propuestas de la V 

Conferencia Mundial de las Mujeres (1995), donde se definió como una forma de 

incrementar la participación de las mujeres en los procesos de toma de decisiones y 

acceso al poder. Por otro lado, Ibrahim y Alkire (2007) destacan la importancia de incluir 

en la medición de la pobreza tanto el empoderamiento como la agencia. Incluso, a partir 

de la revisión de la literatura sobre el empoderamiento, lo describen como el producto de 

dos componentes no excluyentes entre sí: como una expansión de la agencia de las 

personas, y como la oportunidad que el ambiente institucional ofrece a la gente de ejercer 

su agencia de forma fructífera. Por ello, las autoras retoman la definición que, Amartya 

Sen, hace de la agencia: “lo que una persona es libre de hacer y lograr en búsqueda de 

cualquier objetivo o valores que él o ella considere importantes” (como se citó en Ibrahim 

y Alkire, 2007, p. 38), y concluyen que “el proceso de empoderamiento estará incompleto 

si no se acompaña a las posibilidades de actuar de las personas, a la estructura 

institucional y a los variados cambios no institucionales que son instrumentales para 

incrementar la agencia de las personas” (Ibrahim y Alkire, 2007, p. 39). 

En relación a esta capacidad de agencia, Ochman (2016) identifica dos problemas 

de visión que inspiran los programas sociales de transferencia monetaria (como Prospera) 

en México: por un lado, una concepción simplista del empoderamiento de las mujeres, por 

otro, el rol central que se les otorga en el diseño de tales programas. Este no responde a 

la lógica de incorporación de la perspectiva de género, sino que se basa en una visión 

instrumental como un medio eficaz para mejorar las condiciones de la familia, reforzando, 

paradójicamente, los roles de género. Por ello, indica que el empoderamiento se puede 
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lograr en tres dimensiones: individual, colectiva y de relaciones cercanas (familiares, 

amigos, compañeros de trabajo, etc.).  

Si se habla de políticas públicas y de programas sociales, al relacionar el término 

con la perspectiva de género, el empoderamiento colectivo exige un proceso participativo 

en todas las etapas de la política, lo cual no ha ocurrido hasta ahora ya que este proceso 

ha estado “dominado por la perspectiva de los hombres, e incluso las necesidades de las 

mujeres frecuentemente son identificadas sin considerar su voz” (Ochman, 2016, p.35).  

En un estudio sobre la implementación del Programa Estratégico para la 

Seguridad Alimentaria (PESA) en un municipio indígena en el Estado de Oaxaca, López 

et al (2019) identificaron que, a pesar de que el programa, de corte internacional, no está 

diseñado desde la perspectiva de género, comenzó a generar el empoderamiento de las 

mujeres tanto en el ámbito individual como en el colectivo. No obstante, es relevante 

cuestionar si esto implica una satisfacción basada en las necesidades de las mujeres 

como tales, ya que se puede caer en el error de que se trate de satisfacciones 

relacionadas con los beneficios hacia sus familias, las cuales pueden ser muy importantes 

para ellas debido a las responsabilidades que, tradicionalmente, tienen como mujeres en 

las tareas domésticas. En dicha situación, no se tendrían efectos reales en función de sus 

intereses, aspiraciones y necesidades personales. 

En el ámbito colectivo se destaca que las mujeres beneficiarias de este programa 

pudieron acudir a talleres y reuniones, donde socializan y fortalecen lazos de amistad y 

compañerismo con otras mujeres, lo cual se entendería como logros para alcanzar una 

satisfacción personal, sin embargo, en otros programas sociales (como Prospera) también 

se destaca que estas mismas actividades les ocasionaron problemas de violencia 

intrafamiliar al acudir acompañadas de personas ajenas a sus familias y por haber dejado 

de realizar las actividades cotidianas del hogar. Sin embargo, no debe entenderse que los 

programas sociales son el detonante de la violencia hacia las mujeres, los responsables 
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son las personas de sus familias que ejercen tal violencia y la estructura social que 

asimila a las mujeres como propiedad de la familia antes que como una persona 

independiente. 

Desde que se implementó la focalización en los programas sociales, la mayoría de 

las acciones se concentraron en las transferencias monetarias, que estaban destinadas 

mayoritariamente a las mujeres, como fue el caso de Progresa-Oportunidades-Prospera 

en México, programa que incluso fue recomendado para ser replicado en otros países 

como instrumento de combate a la pobreza. Los efectos no esperados de este tipo de 

programas son que contribuyen a reafirmar las normas hegemónicas, principalmente en el 

tema de la salud, al enfocarse en los cuidados reproductivos de la mujer, además de que 

ellas terminan asumiendo un aumento de las jornadas de trabajo no remunerado, o la 

contribución a un mayor ingreso termina beneficiando solo a los hijos. Las normas 

hegemónicas de género remiten “a las limitaciones socialmente construidas sobre las 

capacidades de las mujeres, ligándolas al espacio doméstico y a actividades 

reproductivas” (Meza et al., 2002, p.75). 

El diseño de programas como Prospera refuerza la idea de que las mujeres son 

responsables de la mejora del bienestar de la familia y también las culpables por el 

fracaso. Estos programas no fortalecen la autonomía de las mujeres ni dentro del hogar ni 

en la comunidad, al mismo tiempo que las tareas de articulación de los beneficios 

otorgados implican la necesidad de mayor inversión de tiempo, que solo aumenta la 

presión sobre la jornada laboral de las mujeres. A estas conclusiones ha llegado Ochman 

(2016), quien revisa una serie de investigaciones e identifica algunas tendencias 

negativas de los proyectos productivos que se proponían desde Oportunidades: 

1. Las mujeres son responsables de estos proyectos sin que se renegocien sus 

responsabilidades por las tareas reproductivas del hogar, lo cual se traduce en una 

carga de trabajo más pesada, mayor estrés y menor bienestar físico y psicológico. 
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2. Segregación de acuerdo al género desde el mercado laboral (actividades 

exclusivas de mujeres). 

3. Actividades intensivas en trabajo manual, sin desarrollar habilidades nuevas entre 

las beneficiarias. 

4. Paternalismo o autoritarismo de funcionarios de instituciones públicas y privadas 

hacia las mujeres beneficiarias. 

5. En el caso de los créditos para el proyecto, las mujeres son responsables por su 

pago, mientras que el destino es frecuentemente decidido por los varones. Incluso 

la utilización de ese dinero no distingue entre el interés de la mujer y el de su 

familia (Ochman, 2016). 

Dado que el esquema de los programas de financiamiento a mujeres presenta 

similitudes con esta vertiente de Oportunidades, podría presentarse la misma situación en 

su implementación y puede haber una contradicción con la búsqueda de la equidad de 

género, pues estas políticas están contribuyendo a uno de los objetivos, que no es 

relevante para el logro de esa equidad: el aumento de la participación de las mujeres en la 

provisión de recursos en los hogares, además de las responsabilidades tradicionales en el 

cuidado y educación de los hijos, y las labores domésticas en general (López y Díaz, 

2016). Una de las conclusiones de Ochman (2016) es que los mecanismos de equidad de 

género, incorporados en los programas productivos, no parten de la realidad de las 

mujeres, sino de las necesidades de la administración pública, que ve en las mujeres un 

instrumento útil para hacer más eficiente el gasto público.  
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El panorama de la (des)igualdad laboral y económica de las mujeres 

 

La relevancia de los programas de financiamiento a mujeres radica en que responden a 

necesidades específicas en momentos claves de su vida: la oportunidad de reinsertarse 

en la fuerza laboral y la posibilidad de formar un patrimonio. No obstante, la diversidad de 

programas desde distintos órdenes de gobierno o incluso del mismo nivel, reproducen la 

fragmentación de la política de bienestar en México. Cuando esto ocurre, los procesos de 

diseño e implementación de políticas públicas pueden llegar a profundizar las 

desigualdades de género en la sociedad (Altamirano, 2019), de ahí la importancia de 

realizar estudios y evaluaciones a los programas sociales, a fin de corregir las deficiencias 

o, en caso de que hubiera registros de éxito, tener precedentes para políticas similares en 

el futuro. 

El modelo de proveedor único masculino que prevalece en la sociedad mexicana y 

en el cual se han basado la mayoría de las políticas sociales, teniendo como premisa que 

el hombre es el principal proveedor y de él obtienen algunos beneficios los hijos y la 

esposa (como los servicios de guardería infantil o las pensiones en la vejez), no ha 

resultado compatible con el incremento de la participación laboral de las mujeres y de la 

proporción de hogares con jefatura femenina (Altamirano, 2019). Esto desde luego está 

relacionado con la necesidad de generar o complementar los ingresos en el hogar. 

El crecimiento de la participación femenina, aun cuando significa la ocupación de 

espacios que por derechos les corresponden, no siempre se debe a esto último, sino a 

circunstancias como el abandono del hogar por parte del varón o como consecuencia de 

las recurrentes crisis económicas que han ocasionado la insuficiencia de ingresos para 

mantener a la familia, de ahí la necesidad de que las mujeres formen parte del mercado 

laboral. Del 2014 al 2017, el porcentaje de hogares con mujeres jefa de familia en México 

pasó del 27.2% al 28.5%, de acuerdo con la Encuesta Nacional de los Hogares 2019 del 
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INEGI. En relación con la pobreza, ocurrió la misma tendencia, pues entre 2008 y 2018, el 

porcentaje de mujeres mexicanas en esa condición se incrementó 6.1% (CONEVAL, 

2019), lo que se agrava en los casos donde estas mujeres desempeñan el rol de jefa de 

familia. 

Uno de los factores para que las mujeres puedan alcanzar la igualdad de género 

es la igualdad salarial. De acuerdo con el Informe Mundial sobre Salarios 2018/19, 

presentado por la Organización Internacional del Trabajo, la tasa de la brecha salarial de 

género en el mundo es del 20%, mientras en México alcanza el 15.6%, es decir, los 

hombres siguen ganando más que las mujeres a igual nivel de escolaridad y nivel del 

puesto ocupado. Este es otro elemento que tiene repercusiones graves si se toma en 

cuenta que el número de hogares con mujeres jefas de familia ha ido en aumento en esos 

años.  

En el análisis de otros indicadores para comprender la desigualdad que existe 

entre hombres y mujeres, se encuentra, por ejemplo, que entre 2010 y 2016, el ingreso de 

fuentes indirectas (recursos monetarios provenientes de otros hogares o programas) 

representó alrededor del 10% del ingreso total de las mujeres, mientras que para los 

hombres fue de 3%. En el caso de la población en condición de pobreza, alrededor del 

30% de los ingresos de las mujeres provino de fuentes indirectas, en contraposición al 6% 

de los hombres. Además, por cada 100 hombres ocupados que contaban con beneficios 

de seguridad social, solo 62 mujeres se encontraban en la misma situación, lo cual se 

complica cuando se trata de población en condición en pobreza, pues solo 49 mujeres 

tenían acceso a seguridad social. Por si fuera poco, en promedio, las mujeres dedican a 

los quehaceres del hogar entre 12 y 17 horas semanales más que los hombres, y entre 5 

y 14 horas semanales más al cuidado exclusivo y sin remuneración de otras personas, 

como menores, adultos mayores o enfermos, dentro o fuera del hogar (CONEVAL, 2017). 



17 
 

Ahora bien, la disminución de la brecha salarial no puede ser válida si es resultado 

de una caída de los salarios que ganan los hombres con respecto a los de las mujeres, 

porque en realidad no se ha producido ningún avance hacia la igualdad (Oxfam, 2016). 

Pero además, a partir de la experiencia internacional, incluso, se ha demostrado que la 

reducción de la desigualdad de ingresos no conlleva en automático a una reducción en la 

desigualdad de género. 

En un estudio realizado en Baja California sobre un programa de financiamiento 

con microcréditos a la economía informal, donde el 70% de los beneficiarios fueron 

mujeres, entre las actividades que se formalizaron con el programa se encuentran la 

compra-venta de ropa, utensilios del hogar nuevos y usados, panaderías, repostería y 

dulces típicos (Villanueva y Jaramillo, 2014). Estas mujeres, además de las actividades 

del programa, debieron cumplir con la normatividad establecida, lo que implicó realizar las 

actividades domésticas y extender las productivas, adoptando un rol que sabían que 

podía beneficiar la calidad de vida de su familia y la de su comunidad (Villanueva y 

Jaramillo, 2014). Con este ejemplo, una vez más se reafirma el aumento de la carga de 

trabajo para las mujeres con este tipo de políticas, además de que las actividades a las 

cuales destinaron los apoyos son consideradas propias de su género. 

De acuerdo con la CEPAL (2020), en México la sobrecarga de trabajo no 

remunerado en los hombres es de 7.5%, mientras que para las mujeres alcanza 23.7%. 

En el análisis por quintiles, la sobrecarga de trabajo no remunerado afecta más a los 

hogares pobres, pues mientras para las mujeres del quintil con mayores ingresos (V) 

alcanza el 35.3%, para las mujeres del quintil I (las más pobres), el porcentaje es de 

46.2%. Solo el 6.7% de las mujeres tienen un trabajo remunerado y una participación 

limitada o nula en el trabajo no remunerado, frente al 38.2% de los hombres. Por otra 

parte, casi la mitad de las mujeres (47.5%) se dedican solo al trabajo no remunerado, 

situación que es muy poco frecuente entre los varones (9.6%). 
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De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Uso del Tiempo (ENUT) 2019, a nivel 

nacional, el promedio de horas semanales de tiempo total de trabajo para las mujeres de 

12 años de edad y más, es de 59.5 horas y para los hombres es de 53.3 horas. El 30.9% 

del tiempo total de trabajo de las mujeres corresponde al empleado para el mercado; 

66.6% al trabajo no remunerado de los hogares y, 2.5% a la producción de bienes para 

uso exclusivo del hogar. En los estados de Zacatecas, Durango y Morelos, que son el 

origen de los programas que más adelante se analizarán, la brecha de género en 

desventaja hacia las mujeres en el tiempo total de trabajo es de -12.2, -7.6 y -4.3, 

respectivamente. 

En trabajo doméstico no remunerado, las mujeres de 12 años y más reportaron 

30.8 horas promedio a la semana mientras que los hombres en el mismo rango de edad 

registraron 11.6 horas. Las mujeres reportaron 12.3 horas de cuidados directos y 28.8 

horas con cuidados pasivos; los hombres, 5.4 y 12.9 horas, respectivamente. A nivel 

nacional, en 2019, la tasa de participación de las mujeres en trabajo no remunerado para 

otros hogares fue de 20.6% y de los hombres de 13.0%. Las mujeres dedicaron en 

promedio 9.7 horas a la semana en esta actividad y los hombres reportaron 6.4 horas. La 

brecha en desventaja hacia las mujeres en este tipo de trabajo para la Población 

Económicamente Activa en los estados de Zacatecas, Durango y Morelos fue de -20.3, -

17.0 y -12.4, respectivamente (ENUT, 2019). 

En un informe reciente de la ONU (2020), se indica que la crisis del COVID-19 

aumentará drásticamente la tasa de pobreza de las mujeres, calculándose que habrá un 

aumento del 9.1% en vez de alcanzarse la disminución de un 2.7% que se había 

proyectado antes de la pandemia. Por último, es preciso enfatizar que las condiciones de 

desigualdad económica, en el ámbito laboral y de ingresos, sigue siendo un gran 

problema en la vida de las mujeres, y a pesar de que se ha buscado la manera de 

incorporar la perspectiva de género, modificando el marco jurídico para implementar 
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políticas públicas que contribuyan a la igualdad, no ha sido suficiente. Por tal razón, es 

muy importante que a través de la investigación de estos temas, y con el análisis de la 

información obtenida, se puedan proponer mejores estrategias en todos los aspectos 

(jurídicos, programáticos e institucionales) y se garantice el ejercicio pleno de los 

derechos de las mujeres. 

 

 
2. Objetivo: ¿Qué se busca analizar? 

 

Luego de la discusión acerca de las vicisitudes de la política social con perspectiva de 

género en México, donde se expone por qué la situación de las mujeres en general es 

precaria en el mercado laboral y cómo las políticas implementadas para paliar y, 

posteriormente, mejorar su situación, tienen graves problemas de diseño, no obstante que 

se han hecho esfuerzos por incluir la perspectiva de género en las intervenciones 

gubernamentales, surge una pregunta fundamental: ¿Qué planteamientos hay detrás de 

políticas que intentan apoyar los emprendimientos de mujeres para su inserción o 

afianzamiento en el mercado laboral? ¿Qué tipo de resultados se han alcanzado? 

En aras de poder responder tales cuestionamientos, en esta investigación se parte 

de un objetivo muy concreto: Analizar el diseño y resultado, desde elementos teóricos que 

componen la perspectiva de género, de programas de financiamiento a mujeres, e 

identificar diferencias sustanciales entre ellos. 
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3. Planteamiento y delimitación del problema 

 

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas (2016, como se citó en las 

Reglas de Operación de los Programas del Fondo para el Fomento Productivo de la 

Mujer, 2018), las mujeres en el mundo tienen un 28% menos de probabilidad de contar 

con una cuenta bancaria en el sector formal con respecto a los hombres. Por otra parte, 

de acuerdo con el Banco Mundial (2016, como se citó en las Reglas de Operación de los 

Programas del Fondo para el Fomento Productivo de la Mujer, 2018), en México, 

únicamente el 13% de las mujeres que son mayores de 15 años cuentan con una cuenta 

de ahorro en el sistema financiero, 14% con una tarjeta de débito y 25% con una de 

crédito. Es a causa de ello que una de las acciones de política pública que es empleada 

con mayor frecuencia entre los gobiernos estatales, dentro de sus intervenciones con 

perspectiva de género, es el otorgamiento de financiamiento para proyectos de mujeres 

en condiciones concretas (son variadas, pero todas estas condiciones denotan 

vulnerabilidad). Para ello se diseñan programas con diferentes denominaciones y que 

presentan variaciones de acuerdo con las reglas de operación de cada entidad, pero que, 

en general, tienen una misma lógica: la inserción de ellas en el mercado laboral. En 

consecuencia, es pertinente, dada la estructura general de este tipo de diseños 

programáticos, centrar la atención en ellos.  

El tipo de programas a analizar es muy concreto, pero lo que no resulta tan 

sencillo es elegir dónde hacerlo, es decir, los casos. Dadas sus similitudes, y por tanto, las 

posibilidades de comparación que presentan, en esta investigación se realiza el estudio 

de tres casos. Se trata de programas de financiamiento a proyectos de mujeres en tres 

estados: Durango, Morelos y Zacatecas. ¿Por qué dichos estados? Tienen condiciones 

similares en cuanto a la situación de mujeres vulnerables. Por un lado, en el tema de 



21 
 

violencia económica o patrimonial2 en 20163 en Durango el 4% de las mujeres la 

padecieron; en Morelos y Zacatecas, el 3%. Por otro lado, en Durango y Morelos, durante 

2017, 3 de cada 10 hogares eran encabezados por una mujer, en Zacatecas lo eran 24.  

Además, el nivel de escolaridad promedio (años de educación formal) de las mujeres, 

para el año 2015, era muy similar en los tres estados: en Durango, de 9.17 años; Morelos, 

9.23, y Zacatecas, 8.77 años5. Adicionalmente, para el segundo trimestres de 2019, 

aproximadamente 4 de cada 10 mujeres de 15 años o más, estaba ocupada en los tres 

estados6. Ahora bien, la razón más importante si se argumenta desde el objeto de estudio, 

es que los programas de atención son muy similares, y por lo tanto, comparables.  

Del objetivo de la investigación, y a la luz de las problemáticas de la política social 

con enfoque de género y los principales elementos de la discusión teórica que se 

presenta más adelante, surgen algunos cuestionamientos sobre los programas y el 

derrotero que debe seguir su análisis: ¿Se diseñaron tomando en cuenta las necesidades 

reales de las beneficiarias? ¿Se consideró la necesidad de intervenciones integrales para 

apoyar en la reconfiguración del rol, posición social e identidad de las beneficiarias en sus 

familias y en la sociedad, a fin de que puedan tomar decisiones transformadoras de 

desigualdades? 

Es preciso, por lo tanto, analizar cómo están diseñados tales programas y 

contrastar dicho diseño con algunos de sus resultados. El principal interés en todo ello es 

descubrir si, para el ejercicio presupuestal de 2018, hay o no una perspectiva de género 

 
2 La violencia económica, de acuerdo con el INEGI, es el chantaje del hombre hacia la mujer entrevistada, al controlar los 
ingresos monetarios del hogar, o bien, al cuestionar la forma de utilizarlos. Las situaciones consideradas en torno al gasto 

son: reclamos en lo referente al dinero; ser codo o tacaño con los aportes a la casa; no cumplir con darlo o amenazar con 
no aportarlo; desviar el sustento económico necesario para la casa y, finalmente, adueñarse o quitarle dinero o bienes 
(como, por ejemplo, terrenos, automóviles, joyas, entre otros) y prohibirle trabajar o estudiar. Por su parte, la violencia 
patrimonial, se refiere a los actos de coerción y despojo hacia las mujeres de 15 y más años, de sus bienes, recursos 

materiales o propiedades. El objetivo es identificar si algún familiar o la pareja las ha forzado u obligado para poner sus 
pertenencias a nombre de otra persona o las ha despojado quitándole o robándole sus bienes o pertenencias. Definiciones 
disponibles en: https://www.inegi.org.mx/app/glosario/default.html?p=ENDIREH2016 
3 Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares, Ámbito Familiar, INEGI, 2016. Última versión 
publicada. Disponible en: https://www.inegi.org.mx/programas/endireh/2016/default.html#Tabulados  
4 Encuesta Nacional de los Hogares, Principales Resultados, INEGI, 2017. Última versión publicada. Disponible en: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enh/2017/doc/enh2017_resultados.pdf 
5 Censos de población y vivienda, Encuesta Intercensal 2015. 
6 Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, segundo trimestre de 2019. 
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real y, en todo caso, cómo se entreteje esto con la manera en que están construidos los 

programas y en la que, en términos muy generales, han funcionado. Esto abarca, entre 

otros aspectos, la teoría que los sustenta, el tipo de objetivos, la consideración o no de la 

población objetivo en su diseño, las características de los apoyos, las consideraciones 

técnicas para su otorgamiento, la manera en que se miden los resultados para efectos de 

la mejor continua y los tipos de evaluaciones que les han realizado. 

 

 

4. Marco teórico y conceptual de referencia: División sexual del trabajo y decisiones 

transformadoras de desigualdades 

 

El debate del origen de la desigualdad 

 

La vida cotidiana, el desarrollo del hombre, los grandes estadios de la humanidad, en fin, 

la idea evolucionista de la historia o ésta como un proceso lleno de contradicciones, 

según el marxismo, parte de una idea básica: la producción y reproducción de la vida 

inmediata (Engels, 2017 [1884]). En esta idea simple pero profunda se ha centrado una 

discusión que lleva más de un siglo, y la cual está relacionada con la posición de los 

sexos en todo ello, del binomio hombre/mujer. El planteamiento general estriba en el 

diseño de un mundo patriarcal, donde las reglas del juego y su empleo como juez y parte, 

son potestad del varón, mientras que la mujer debe luchar en un entorno lleno de 

obstáculos y adversidades para poder llegar a una situación donde le sea posible 

desarrollar un plan de vida propio, genuino.  

Por lo tanto, la idea genérica es la de un mundo de dominación histórica, donde las 

costumbres, los artefactos, el trabajo, el diseño de espacios y demás, se han adaptado a 

arreglos en constante evolución, pero que siempre tienen como denominador común una 
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mejor posición del varón en el orden social, especialmente, como detentador del poder en 

función de concentrar su participación en los mejores puestos de las esferas de decisión 

que rigen a la sociedad: la política, el empresariado, el mundo cultural, la ciencia, el 

deporte, entre muchos otros rubros. Esto desde luego que tiene consecuencias muy 

puntuales, entre otras, en el diseño de políticas públicas.  

En un compromiso por generar conocimiento científico, Engels (2017 [1884]), con 

la investigación disponible en su tiempo, intenta indagar en la posición histórica de la 

mujer a partir de un observable fundamental: la familia. ¿Cómo evolucionó la familia en 

los distintos estadios históricos de la humanidad y cuál fue la posición de la mujer? El 

análisis de Engels, con base en las investigaciones antropológicas de Morgan (1980 

[1877]), parte de la familia grupal, donde hombres y mujeres comparten a los hijos y los 

medios de subsistencia, hasta llegar, progresivamente, por acuerdos históricos 

relacionados con la transformación de las condiciones materiales en el entorno, a la 

monogamia. Desde luego, no hay un plan oscuro y calculado detrás de ello, se trata 

simplemente de un devenir que se fue adaptando a las circunstancias, siendo, la 

prohibición de los enlaces consanguíneos, uno de los factores fundamentales.  

De acuerdo con Engels (2017 [1884]), en los albores del proceso histórico de la 

familia se encuentra la centralidad de la madre. Se trata de la fase comunista de los 

primeros grupos humanos. En esta fase prevalecía, prácticamente, el gobierno femenino 

sobre la vida hogareña y las mujeres tenían un gran peso en la dinámica de los clanes y 

tribus. En otras palabras, fue una etapa de matriarcado.7 Sin embargo, en una explicación 

no carente de polémica y vacíos, Engels llega a la conclusión de que en la evolución de la 

familia, donde se fueron insertando candados a las uniones conyugales extensas al 

mismo tiempo que la economía se desarrollaba de manera progresiva, fue la propia mujer 

 
7 En realidad, esto no se ha comprobado, por lo que se trata de una interpretación de Engels como 

parte de su modelo explicativo a partir de la investigación del antropólogo Lewis Morgan. 
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la que seguramente presionó para que se llegara a la etapa de exclusividad por lo menos 

para ellas, es decir, a una pareja única. Estos fueron los fundamentos de la monogamia. 

¿Qué hay detrás de tal explicación? Al parecer la idea del individualismo. El 

mecanismo explicativo de Engels es el desarrollo de la ganadería y los excedentes en 

carne y leche que se fueron generando. El filósofo e historiador prusiano se explica de 

esta manera, en algún momento del desarrollo de esta fase, el traspaso de la propiedad 

del clan o familias extensas, a las familias nucleares, en otras palabras, el origen de la 

propiedad privada. Por tanto, el desarrollo económico y el desarrollo de la familia 

monógama en la perspectiva engelsiana, se dieron de la mano, teniendo como producto y 

siendo determinados, al mismo tiempo, por la propiedad privada.  

Sin embargo, en este nuevo orden, el matriarcado se veía debilitado conforme 

avanzaba el nuevo arreglo social. El varón, al ser el proveedor dentro de la tradición de 

esa época, era dueño de los instrumentos de trabajo y todo lo producido para el hogar; en 

cambio, la mujer lo era de todos los enseres domésticos. Desde luego que la riqueza 

masculina fue en aumento, sin embargo, permanecía un problema fundamental para darle 

funcionalidad a la distribución del trabajo y, sobre todo, a la idea de familia nuclear: la 

filiación femenina y el derecho hereditario de la mujer. ¿Qué significaba esto? Que la 

propiedad del varón regresaba a su grupo familiar extenso, a su clan, a su tribu, y sus 

hijos sólo podían heredar de su madre. “Bastó decidir que en lo venidero los 

descendientes de un miembro masculino permanecerían en la gens, pero los de un 

miembro femenino saldrían de ella, pasando a la gens de su padre” (Engels, 2017 [1884], 

p. 22). Así nació, según este modelo teórico, la familia patriarcal o, en otras palabras, la 

semilla de una sociedad patriarcal como la actual. 

Al respecto, Engels es lapidario: “el derrocamiento del derecho materno fue la gran 

derrota histórica del sexo femenino en todo el mundo” (Engels, 2017 [1884], p. 22). De 

acuerdo con este razonamiento, la mujer pasó a ser desposeída incluso del control del 
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hogar, transformándose en una fiel servidora del hombre, en un instrumento de 

reproducción. “[…] el primer antagonismo de clases que apareció en la historia, coincide 

con el desarrollo del antagonismo entre el hombre y la mujer en la monogamia; y la 

primera opresión de clases con la del sexo femenino por el masculino” (Engels, 2017 

[1884], p. 27). Es decir, en el marxismo hay una similitud entre el capitalismo y lucha de 

clases sociales, y entre la monogamia y lucha de sexos en el hogar. En ambas relaciones 

hay contradicciones: hay amor genuino pero conviviendo con un patriarcado, así como en 

la sociedad hay progreso a costa de la explotación de la clase obrera. En esta misma 

lógica, Engels afirma que el poder patriarcal solo será abolido cuando la distribución de la 

riqueza entre los sexos sea equitativa, lo cual sucederá cuando se vuelva al modelo 

familiar de sociedades comunistas. 

La perspectiva de Engels es histórica, organizacional y económica. Viéndola de 

manera sintética y como antes se mencionó, la organización social a partir de la familia y 

el funcionamiento de la economía se vinculan en un momento para que aparezca, junto 

con el patriarcado, la propiedad privada. Sin embargo, son precisamente estos los 

argumentos que se le critican al autor marxista. Es decir, no profundiza en los 

mecanismos para la aparición del patriarcado y en las razones de fondo para la pasividad 

femenina ante este fenómeno, pero además, tampoco explica los mecanismos que 

abolirían el poder patriarcal luego de la desaparición de la propiedad privada, en otras 

palabras, de qué forma la incorporación de la mujer al mundo del trabajo productivo 

permitiría una nueva igualdad de género (Coco y Daza, 2018). 

La aportación de Engels es muy valiosa, pues logró identificar el tema central de la 

dominación masculina: la mujer encargada de las labores de reproducción (valor de uso) 

en el mundo doméstico y privado, mientras que el hombre de las de producción (valor de 

cambio) en el espacio público, donde se toman las decisiones en relación con el derrotero 

que debe seguir la sociedad y sus instituciones. Desde luego, la idea del materialismo 
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histórico como una teoría totalizadora, resulta insuficiente para abarcar la complejidad del 

fenómeno, pues no cuenta con todas las herramientas teóricas con las que contamos hoy 

en día. Sin embargo, el esquema estructural está ahí, así como algunos de sus posibles 

mecanismos explicativos, como las condiciones materiales diferenciadas entre hombres y 

mujeres, con los primeros como poseedores de los medios de producción, y las segundas 

como reproductoras de la fuerza de trabajo. 

Si bien es cierto que la perspectiva engelsiana tiene un gran sesgo hacia un 

enfoque economicista, también toca un elemento fundamental en la teoría social: el poder. 

El trabajo productivo versus trabajo reproductivo significa poder, capacidad de 

participación, decisión y transformación. Es por eso que desde la economía se han hecho 

críticas a la sociedad patriarcal retomando las observaciones de Engels. El objetivo es 

visibilizar el trabajo doméstico y desnaturalizarlo de su asociación con lo femenino, ya que 

se trata de una actividad no remunerada que en los tiempos actuales representa no solo 

la materialización del yugo de la cultura patriarcal, sino una sobrecarga laboral para las 

mujeres que participan en actividades productivas dentro del sistema económico (Brunet y 

Santamaría, 2016). 

En tal división sexual del trabajo, lo que suele ocurrir es que la mujer consigue 

peores empleos, lo cual se deriva del tiempo que debe utilizar para, además de atender 

sus labores, continuar con su asignación cultural del cuidado del hogar. Esto, según 

Brunet y Santamaría (2016), ha hecho pensar a varios investigadores que existen dos 

mercados de trabajo: uno masculino, competitivo, con altas retribuciones, con 

probabilidad de proyección, y uno femenino, mal pagado, de baja calificación y con pocas 

posibilidades de crecimiento. Por tanto, la conclusión en esta perspectiva y, siguiendo a 

Engels, es que el capitalismo y el patriarcado se necesitan porque se refuerzan, 

aprovechando el trabajo reproductivo y no remunerado de la mujer para mantener con 

vida al sistema. 
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Sin embargo, como el propio Engels lo analizó, en realidad el patriarcado no surgió 

con el capitalismo, si bien es cierto que hay una división sexual del trabajo que es 

aprovechada por este. ¿Qué significa todo ello? Que probablemente, con la desaparición 

del capitalismo no desaparezcan las condiciones de desigualdad de muchas mujeres en 

el mundo, ya que no es lo mismo explotación que opresión (Brunet y Santamaría, 2016). 

Por lo tanto, el patriarcado puede sobrevivir como lo hizo en estadios previos del sistema 

económico. En cambio, también es posible que el patriarcado sea exterminado dentro de 

un sistema capitalista, sin importar que, hasta ahora, ambos se hayan reforzado. Con una 

nueva división sexual del trabajo no necesariamente es menester la desaparición de la 

propiedad privada y el anulamiento de los poseedores de los medios de producción. Con 

el cambio de las reglas del juego, en algún momento podría haber una situación paritaria 

en el poder económico de mujeres y hombres. Esto seguramente no se daría en una 

esfera económica aislada, sino que requeriría de un cambio en las estructuras de la 

sociedad en su conjunto. 

Ahora bien, es verdad que para muchos grupos feministas el mundo capitalista es 

una creación masculina y las mujeres que se insertan en él con éxito simplemente 

adoptaron las reglas del juego patriarcal. Desde un punto de vista totalmente externo, este 

tipo de críticas son tan radicales que, desde luego, es imposible conciliarlas con el 

sistema institucional vigente, pero además, denotan más una intención militante que 

científica, pues como señala Ortner (1996), los universales en el análisis del feminismo 

resultan excesivos, o en otras palabras, homogenizar el comportamiento de todas las 

sociedades para un análisis crítico es descabellado. Por tal razón, en este estudio se 

parte de la premisa de que hay elementos estructurales que, además de determinar 

posiciones genéricas entre hombres y mujeres en la sociedad, también, por lo mismo, 

pueden ser dislocados sin necesidad de invertir o desmembrar el sistema institucional 

vigente, lo que, a su vez, eleva la posibilidad de la transformación.  
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Los elementos a identificar para ello están imbricados en el entramado 

institucional. El marco legal por excelencia, la Constitución de cada país, por lo menos de 

aquéllos democráticos y republicanos, señala criterios básicos que tienen como finalidad 

asegurar la vida digna de todas las personas. En este sentido, desde el Estado, y 

particularmente, con base en todo su aparato gubernamental, se tiene como obligación 

fortalecer, proteger e impulsar las capacidades transformadoras de las mujeres, 

eliminando la unipolaridad del mundo androcéntrico si lo que se pretende es una sociedad 

más igualitaria, pacífica y sostenible. Por tanto, existen mecanismos formales ya 

diseñados. ¿Cómo materializarlos? 

 

El Estado legitimador de la desigualdad 

 

De lo anterior se deriva la aparición de un nuevo elemento en la discusión que al final 

resulta fundamental: el Estado. El mundo patriarcal, al ser público, al ubicarse en la 

centralidad del sistema social, finca su poder, más que en las capacidades económicas, 

en las potencialidades que facilitan el manejo de los hilos de las estructuras 

gubernamentales. Al respecto, Anzorena (2008) advierte que el Estado, al verse 

atravesado por las relaciones de género, naturaliza mediante sus acciones las posiciones 

adjudicadas a los sexos, lo que termina incidiendo, en muchas ocasiones, en la creación 

de políticas que en su diseño no consideran las diferencias o, en otras palabras, que 

parten del supuesto de que la población es homogénea, sin variaciones sustanciales. Tal 

es el caso de políticas turísticas, culturales, de educación, entre otras. Es importante 

agregar a lo anterior que parece haber un patrón identificado como instrumento de 

homogenización: el varón adulto medio (Anzorena, 2008).  

Si se hace un ejercicio de concreción situándose dentro del mundo del trabajo, es 

oportuno señalar que, al parecer, desde el Estado es visto el desempleo masculino como 
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emergencia y, por lo tanto, prioritario, teniendo como resultado la atención, de manera 

organizada, de los requerimientos laborales de los varones, pues se asume que existe 

una necesidad consustancial a ellos de estar insertos en actividades productivas, de 

generar valor de cambio y de contar con los recursos para proveer a sus familias. Por el 

contrario, hay un umbral mayor de tolerancia al desempleo e inseguridad laboral de las 

mujeres (Anzorena, 2008), pues al parecer se asume que ellas, inherentemente, lo que 

buscan son recursos para proteger a la gente que tienen a su cargo en sus hogares, no 

tanto la satisfacción de un deseo de producción. Todo ello es interpretado como una 

estrategia de despresurización del mercado laboral y, al mismo tiempo, de aseguramiento 

de la reproducción de la fuerza de trabajo a bajo costo, persistiendo en esto la 

naturalización de lo femenino como privado, como doméstico. 

En otras palabras, para Anzorena (2008), la estrategia de las instituciones 

gubernamentales ha legitimado la división sexual del trabajo y las formas de organización 

en el hogar, reforzándolas por medio de programas de transferencias que aseguran, por 

ejemplo, el cumplimiento de las responsabilidades domésticas de las mujeres como 

requisito para su obtención. Sin embargo, como ya antes se dijo, y en una autocrítica a su 

propia argumentación de años atrás, Sherry Ortner (1996) advierte que las 

generalizaciones no son adecuadas al momento de analizar una sociedad patriarcal, pues 

hacen caer al investigador en excesos teóricos como, por ejemplo, el pretender que las 

desigualdades son siempre evidentes o que incluso no existe igualdad alguna entre los 

sexos. Si bien es cierto que se observa una dominación masculina, esta no siempre es 

clara o no siempre será voluntaria, siendo parte, en muchas ocasiones, de un proceso 

histórico complejo, lo cual advierte que su análisis debe ser igualmente complejo para 

poder comprender los mecanismos que pudieran dar vida a una situación diferenciada 

entre hombres y mujeres en un lugar y tiempo determinado.  
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Como parte de esta complejidad, es preciso partir de una premisa que pudiera 

parecer una obviedad sin serlo realmente: las mujeres no son objetos, en otras palabras, 

no son seres pasivos y totalmente receptivos de las directrices del sistema patriarcal. Por 

lo tanto, las mujeres no pueden ser vistas como excluidas de la cultura, algo que parece 

sugerir en ocasiones Ortner (1996), sino que su posición varía considerablemente entre 

sociedades y regiones. ¿Qué significa esto? Que aunque existan rasgos patriarcales en la 

mayoría de las culturas, estos no serán los mismos, y los márgenes de acción de las 

mujeres variarán, pues ellas mismas, en distintos contextos, han sido motor de ajuste y 

transformación de arreglos sociales. En este sentido, los propios mecanismos de la 

intervención estatal en sus vidas son susceptibles de variación entre épocas y regiones, 

pues las mujeres también pueden tener la capacidad para incidir en su realidad inmediata, 

lo que se aleja mucho de la idea de una pasividad absoluta y contradice la igualación que 

hace Ortner entre los binomios mujer/hombre y naturaleza/cultura, como si no se 

mezclaran las cuatro categorías de una manera contingente e histórica. 

Toda la discusión anterior implica, en síntesis, un planteamiento básico de la teoría 

social: se tiene una estructura patriarcal histórica pero porosa y con cierta flexibilidad, y 

por otro lado, tenemos a las mujeres no como objetos sino como agentes que buscan un 

destino propio en las diferentes épocas y culturas. ¿Hay dominación? Probablemente en 

la mayoría de los casos la haya, pero la intensidad, el modo y los resultados varían. 

Según Novo (2003), la narrativa femenina ha ido ganando espacio, materializándose en 

transformaciones pequeñas pero sucesivas en distintos ámbitos, por ejemplo, la 

administración del tiempo laboral para también convivir con la familia, el cuidado de la 

naturaleza o el cuidado de los otros, particularmente de los más débiles dentro de la 

sociedad.  

En adición a lo anterior, el conjunto de eventos contemporáneos donde se visibiliza 

e intenta atender lo considerado como débil, pequeño, discriminado, lo olvidado, lo no 
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productivo y, en síntesis, lo que no otorga poder ni dinero, para autoras como Novo 

(2003), representa el fruto del esfuerzo de mujeres que han ido logrando colocar su 

agenda en la esfera pública. Desde luego esto habría que matizarlo, pues tales resultados 

van más allá del activismo de las mujeres, pero en lo que Novo tiene razón es que la 

agenda feminista ha ido ganando terreno y las transformaciones empiezan a estar a la 

vista, por ejemplo, cambios a legislaciones para asegurar la paridad de género en el 

sector público, la tipificación de violencia de género e incluso de violencia política contra 

las mujeres. Lo anterior solo por citar algunos casos, pero logros hay muchos más. 

 

Agencia y estructura 

 

Lo que puede inferirse del rumbo tomado en esta discusión teórica es un punto de llegada 

fundamental: la mujer tiene capacidad de agencia. Pero, ¿qué es la agencia humana?  

El poder de actuar, situado al interior de relaciones naturales y sociales, el cual le 

permite al individuo, a través de sus capacidades subjetivas de reflexión y 

evaluación emocional, desarrollar y perseguir planes de acción orientados al futuro 

y dirigidos hacia el establecimiento de prácticas subjetivamente satisfactorias 

(Mader, 2016, p. 441).  

En otras palabras, un agente fundamenta su condición de tal en su acción, la cual 

es relacional, tanto con respecto a otros agentes, como con el mundo natural e 

inanimado. Desde luego, dicha acción tendrá condicionamientos que pueden establecerse 

como autónomos y heterónomos, pero un poco más abajo se abordará este tema. 

Ahora bien, la condición de agencia es fundamental como semilla de la idea de 

transformación. Y se fundamenta en dos criterios básicos: la libertad para actuar, y los 

logros al hacerlo (Sen, 1985, 1992, como se citó en Crocker, s/f). En este punto es preciso 

advertir que no siempre la acción ocasionará bienestar al agente (Crocker, s/f). La semilla 
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de libertad representa la posibilidad de emprender rumbos sin retorno como la 

delincuencia o las adicciones, por ejemplo. Por ello, para Amartya Sen (1992, como se 

citó en Crocker, s/f) es fundamental la idea de capacidades. En otras palabras, la 

posibilidad de agencia en función de objetivos que aseguran el bienestar del individuo, por 

ejemplo, buscar educación formal, el acceso al mercado laboral y el cumplimiento de 

derechos humanos en general. Vista de esta manera, la agencia es la posibilidad de 

lograr bienestar individual pero también colectivo, de conseguir un mejor mundo.  

No obstante lo anterior, la oportunidad de agencia también tiene intrínseca, como 

se mencionó, la facultad de autodañarse, sin embargo, esto no siempre sucede por 

perseguir objetivos social o moralmente reprobables, sino que también existe la opción de 

ser un agente con motivaciones altruistas, sin importar que esto pueda dañar la salud, 

economía o relaciones familiares (Sen, 1990, como se citó en Crocker, s/f), o en el caso 

extremo, hasta la propia vida. Al final de cuentas, lo importante en todo ello es la idea 

subyacente de causalidad. Un agente puede participar en el logro de algo de manera 

directa o indirecta. En el primer caso, se trata del ejecutor de la acción; en el segundo, 

cuando forma parte de las primeras etapas de un plan como un eslabón más de toda la 

cadena de causalidad para su materialización. En esto Crocker (s/f) es enfático y es 

donde establece una diferencia sustancial con la perspectiva de Sen, pues para el último 

podría haber agencia cuando ocurre algo que uno buscaba, pero en lo que no participó 

aún con la intención de hacerlo. En síntesis, agencia es causalidad, participación. 

¿Pero qué tipo de causalidad? Aquí es donde entra en juego la condición 

autónoma y heterónoma de la agencia, o en otras palabras, sus interacciones con la 

estructura. En realidad, siempre hay circunstancias sociales que limitan o potencializan la 

actuación de un agente, por este motivo, es fundamental tomar en cuenta tres elementos: 

su posición social, el rol que tiene y su identidad (Mader, 2016), es decir, componentes 

materiales y simbólicos de la acción. La parte material se relaciona con la posición social 
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del agente, la cual determina en cierto grado su relación con el medio. Se trata de la 

disponibilidad de recursos escasos y socialmente valorados, es decir, del lugar que se 

ocupa en la estratificación social de recursos (Archer, 2000, 2003, como se citó en Mader, 

2016). Por tanto, la posición social es la posibilidad de echar mano de recursos para el 

éxito de la acción, en consecuencia, es un aspecto fundamental para la potencialidad de 

la agencia.  

En realidad, la posición social se trata de una condición estructural cuya naturaleza 

es requisito para la agencia. En su funcionamiento dentro de la acción se complementa 

con otro elemento básico: el rol social. Este se refiere a la ubicación del agente dentro de 

la estructura normativa de instituciones y organizaciones. Se caracteriza por contener 

expectativas regulares y preceptivas de las que se derivan derechos y obligaciones cuya 

observancia o no, merecen ser sancionados, por ejemplo, el ser maestro, investigador, 

médico, político, entre otros (Mader, 2016). El rol social, por lo tanto, también está 

asociado con una posición estructural que es fuente de la agencia.  

El tercer y último elemento es no menos importante, y es donde aterriza el 

andamiaje teórico: la identidad. Se trata de un componente simbólico de la estructura, y 

se refiere a un subconjunto de ideas relacionadas lógicamente y por medio de las cuales 

se construye la percepción de uno mismo y el sentido que esa construcción da a la 

relación que establecemos con el mundo. En otras palabras, se trata de un 

condicionamiento que hace la cultura vigente a nuestra capacidad de representación 

(Mader, 2016). A diferencia del rol, la identidad tiene una sanción que es totalmente 

autónoma, es decir, sentida, sufrida y lidiada por el agente mismo. Entre otras identidades 

está la de ser mujer u hombre, por ejemplo. Todo esto implica la manera en que se 

responderá a situaciones específicas de la vida cotidiana, algunas de las cuales son 

sumamente importantes por su carga colectiva. 
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Al tomarse en cuenta la posición social, el rol y la identidad, se están 

estableciendo los marcos que condicionan las acciones de los agentes. Desde luego que 

las particularidades de las relaciones que estos han establecido con el mundo social, 

natural y físico finalmente serán los aspectos que servirán de motor a su capacidad de 

agencia. Pero sí es inevitable remarcar que existen límites. A ellos se puede adicionar la 

dominación, o en palabras de Mader (2016), “la relación social, diádica y duradera en la 

que un agente (puede ser colectivo) tiene poder sobre la acción-situación de otro” (p. 

446). Dicha capacidad de dominación se encuentra imbricada en estructuras donde hay 

asimetrías en la distribución de poder para actuar, creando relaciones de subordinación y 

supraordinación. 

La dominación se materializa, estructuralmente, en su cruce en la realidad con la 

posición social, el rol y la identidad. Por tanto, se hace posible en el juego que existe entre 

la autoridad del Estado a través de sus instituciones y servidores públicos, y los 

ciudadanos. De ahí que, en el caso de las mujeres como agentes con una identidad 

específica, es preciso tomar en cuenta que todos estos elementos se encuentran 

presentes al momento de analizar su agencia colectiva o, en su caso, la interacción que 

como grupo tienen con el gobierno en la búsqueda de condiciones más igualitarias. Desde 

luego, la situación de las mujeres no es homogénea, pesa su posición social y el rol que 

tengan en lo individual, pero a cierto nivel de abstracción existen elementos que las 

aluden como sexo. Por ejemplo, en su momento fue la restricción de sus derechos 

políticos, ahora la desigualdad en salarios por el mismo trabajo con respecto a los 

hombres, entre otras injusticias. 

A pesar de los condicionamientos de la estructura, es importante decir que no se 

trata de determinaciones o una fortaleza infranqueable, y que como antes se refería, en la 

agencia hay espacios de libertad para lograr objetivos concretos en función del esfuerzo y 

la capacidad para relacionarse con otros individuos. De hecho, a partir de la acción 
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colectiva pueden ser sustituidas las condiciones estructurales por otras nuevas. En las 

intervenciones gubernamentales es lo que se espera, la verdadera intención de ayudar a 

modificar la posición social de la mayoría de las mujeres y, sobre todo, su identidad a 

partir de una reconfiguración de los efectos sociales del género (Tepichin, 2009).  

¿Qué se podría esperar entonces de la interacción entre mujeres con 

características propias de la población objetivo de un programa y las oficinas del gobierno 

encargadas de atenderlas? Como premisa básica, se podría esperar, de acuerdo con 

Tepichin (2009), un apoyo diseñado para transformar, en primer término, las relaciones de 

género, es decir, más que la exclusiva resolución de problemáticas cotidianas, y 

ciertamente, urgentes, se buscaría la intervención para modificar la estructura social, 

adecuando la posición social de las mujeres, asegurando el cumplimiento de otros roles y 

una reconfiguración de su identidad. Ello haría que tanto en la relación con su entorno 

como consigo mismas, vieran un mundo renovado para bien. 

El primer paso en el diseño de programas, desde la óptica de Tepichin (2009), es 

el incremento en la capacidad de agencia de la mujer, es decir, apoyarla en que cuente 

con un mayor espacio de libertad o autonomía para tomar decisiones. En el sentido de 

Sen (1992, como se citó en Crocker, s/f), sería intervenir desde el Estado para 

materializar una agencia femenina con libertad, que bien orientada signifique aumentar 

sus capacidades, es decir, su disposición para lograr fines que mejoren sus condiciones 

de vida en todos los sentidos. Por ello, es menester observar con detalle que 

efectivamente existan modificaciones estructurales, pues hay casos registrados en los 

que el acostumbramiento a la pauperización y el maltrato recibido por ciertas mujeres, 

hace que ellas, como población objetivo, no exijan más de lo que creen necesario y 

muestren grados de satisfacción aún y cuando sus condiciones estructurales de opresión 

persistan.  
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A fin de analizar una intervención gubernamental donde se fortalezca la capacidad 

de agencia femenina, Tepichin (2009) propone en primera instancia el concepto de 

consentimiento legítimo, es decir, ¿realmente se abren posibilidades de transformación 

estructural en la vida de las mujeres y por ello se inducen tomas de decisión que las 

beneficiarán como agentes? La participación de las mujeres en programas 

gubernamentales debe darse de una manera amplia, donde se les dote de alternativas 

para poder negociar su participación en función de la posibilidad de transformación 

verdadera de su entorno. Si la participación femenina no tiene alternativas, entonces no 

se trata de un consentimiento legítimo, asegura Tepichin. 

Pero no basta con la existencia de un consentimiento legítimo, se requiere 

establecer si en verdad la toma de decisiones asegurará cambios estructurales, por ello, 

resulta fundamental, en el marco de programas gubernamentales con perspectiva de 

género, establecer si a través de ellos se aseguran decisiones transformadoras de 

desigualdades (Kabeer, 1999, como se citó en Tepichin, 2009). En otras palabras, 

decisiones que no reproducen ni legitiman las desigualdades de género, sino aquéllas que 

las desestabilizan, asegurando en un momento dado una nueva posición social de esas 

mujeres, nuevos roles sociales y, sobre todo, una reconfiguración de su identidad. 

De acuerdo con esta discusión teórica, el fundamento de un programa social con 

perspectiva de género, desde luego no es la reproducción de las desigualdades y por lo 

tanto, su prolongación en el tiempo, sino el fomento a la transformación estructural para 

que las mujeres que son población objetivo, puedan estar en condiciones de cambiar sus 

propias vidas y, en un momento dado, propiciar reestructuraciones en las prácticas de la 

vida social en la que se encuentran inmersas. Para ello, es fundamental el fortalecimiento 

de su posición como agentes orientados a aumentar sus capacidades en el sentido 

propuesto por Amartya Sen (1992, como se citó en Crocker, s/f). 
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Por último, como se indica en apartados anteriores, y a fin de aterrizar la parte 

teórica en la hipótesis a contrastar en esta investigación, diversos estudios han mostrado 

los efectos adversos de los programas dirigidos a mujeres a través del financiamiento 

mediante microcréditos (Villanueva y Jaramillo, 2014) y opciones productivas (López y 

Díaz, 2016; Ochman, 2016 y López et al, 2019), que contribuyen a reafirmar los roles de 

género y el aumento de la carga de trabajo en el hogar, afectando el logro de la igualdad 

que se plantea como objetivo general en los planes de desarrollo y sectoriales de los que 

se desprenden estos programas. Incluso en el caso de los créditos otorgados por 

Prospera, Ochman (2016) identifica que las mujeres son responsables de recibir el apoyo 

pero el uso del recurso es frecuentemente decidido por los varones, por lo que llega a la 

conclusión de que los mecanismos de equidad de género incorporados en estos 

programas obedecen más a las necesidades de la administración pública de lograr la 

eficiencia del gasto público, en lugar de las necesidades reales de las mujeres. 
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5. Hipótesis 

 

La hipótesis que se busca contrastar en esta investigación, por el tipo de problema a 

analizar y el enfoque que amerita dicho análisis, es descriptiva (Hernández, Fernández y 

Baptista, 2014), y está planteada para estudiar el comportamiento de una variable 

dicotómica: está diseñado o no está diseñado, cada programa, para desarrollar la 

capacidad de agencia de las mujeres beneficiarias. Dicho esto, se parte de la siguiente 

hipótesis: Los programas de financiamiento a proyectos de mujeres no están diseñados 

para permitirles tomar decisiones transformadoras de desigualdades. 
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6. Estrategia metodológica 

 

De la hipótesis se derivan dos variables fundamentales:  

• El diseño de los programas 

• Decisiones transformadoras de desigualdades 

Ambas variables están relacionadas, de tal forma que las decisiones transformadoras 

de desigualdades, dependen del diseño de los programas, de ahí la importancia de 

establecer la manera en que se plantearon. En la caracterización de ello, será 

fundamental establecer también los resultados que se han logrado, es decir, de qué tipo 

son, cuál es su enfoque, qué se reporta, para luego hacer un análisis del vínculo entre 

ambos aspectos: diseño y resultados.  

La lógica del análisis será corroborar lo siguiente:  

1. La posición social, el rol social y la identidad, determinan y son determinadas por 

la agencia, ya que ahí se dan las transformaciones. La agencia debería poder 

modificar cada una de dichas condiciones estructurales. 

2. La agencia es vista como causalidad de una mejora en la calidad de vida en 

función de la búsqueda de una mayor igualdad de género. 

3. La agencia en función del desarrollo de capacidades significa la presencia de 

consentimiento legítimo y la toma de decisiones transformadoras de 

desigualdades. 

4. El instrumento detonante para la materialización de los conceptos del punto 

anterior, es el diseño-resultado de los programas a estudiar. 

5. Por tanto, es necesario observar el diseño de los programas a fin de ratificar si 

promueven una agencia orientada a la igualdad de género.  

6. Se requiere contrastar dicho diseño con los resultados de su operación. 
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7. Resulta fundamental, como resultado del estudio del diseño y de los resultados de 

los programas, caracterizar los mecanismos que se derivan de cada metodología 

de evaluación. 

8. Finalmente, comparar las combinaciones de elementos de cada programa, a la luz 

de su diseño y resultados, para establecer patrones de diseño que ayuden a una 

mejora en ellos y que sirvan de referencia para otros programas similares (ver 

esquema 1). 

 
Esquema 1. Síntesis de la lógica del análisis 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 

El siguiente reto estriba en establecer la forma en que se observarán los conceptos clave 

en el análisis. En el cuadro presentado a continuación, se desglosan los observables y 

sus categorías de observación: 

 

Cuadro 2. Operacionalización del esquema teórico 

Concepto Factores relevantes Observables Categorías 

Agencia: poder de 
actuar, situado al 
interior de relaciones 
naturales y sociales, el 
cual le permite al 
individuo, a través de 
sus capacidades 
subjetivas de reflexión y 
evaluación emocional, 
desarrollar y perseguir 

1. Acción 
 

2. Relaciones 
sociales y 
naturales 

 
 

3. Planes de acción 
 

4. Prácticas 

1.1 Tipo de actividades 
de las beneficiarias 
 

2.1 Sujetos y objetos 
con los que 
interactúan 
 

3.1  Propósito de 
actividades de 
beneficiarias 

1.1.1, 2.1.1 y 4.1.1 
Decisiones 
transformadoras de 
desigualdades 
 
3.1.1 
Consentimiento 
legítimo 
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Concepto Factores relevantes Observables Categorías 

planes de acción 
orientados al futuro y 
dirigidos hacia el 
establecimiento de 
prácticas 
subjetivamente 
satisfactorias  

subjetivamente 
satisfactorias 

 
4.1  Fin último de las 
actividades 

Posición social del 
agente: disponibilidad 
de recursos escasos y 
socialmente valorados, 
es decir, del lugar que 
se ocupa en la 
estratificación social de 
recursos 

1. Disponibilidad de 
recursos 

1.1 Tipo de recursos 
físicos de beneficiarias 
 
1.2 Tipo de recursos 
inmateriales de 
beneficiarias 

1.1.1 Dinero 
1.1.2 Capital físico 
 
1.2.1 Capital social 
1.2.2 Conocimiento 
 

Rol social: ubicación 
del agente en la 
estructura normativa de 
instituciones y 
organizaciones, 
derivándose derechos y 
obligaciones 

1. Ubicación 

 
2. Estructura normativa 
 

1.1 Posición decisional 
de ellas en sus familias 

 
2.1 Tipo de familia de 
las  beneficiarias 

1.1.1 Jefe de 
familia 
1.1.2 Sostén de la 
familia 
2.1.1 Nuclear 
2.1.2 No nuclear 

Identidad: Subconjunto 
de ideas relacionadas 
lógicamente por medio 
de las cuales se 
construye la percepción 
de uno mismo y el 
sentido que esa 
construcción da a la 
relación que 
establecemos con el 
mundo 

1. Subconjunto de 
ideas 

 
2. Percepción de 

uno mismo 
 

 
3. Sentido a la 

relación con el 
mundo 

1.1 Tipos de 
subconjuntos de ideas 
de beneficiarias 

 
2.1 Tipo de percepción 
de beneficiarias sobre 
su potencialidad de 
acción 
 
3.1 Tipo de sentido a la 
relación con el mundo 
por parte de 
beneficiarias 

1.1.1 Ideas 
reproductoras de 
desigualdades 
1.1.2 Ideas de 
agencia 
2.1.1 Orientada a 
capacidades 
2.1.2 No orientada 
a capacidades 
3.1.1 Pasiva 
3.1.2 De 
transformación 

Dominación: relación 
social, diádica y 
duradera  en la que un 
agente tiene poder 
sobre la acción-
situación de otro 

1. Relación social 
diádica y duradera 
 

2. Poder sobre 
acción-situación 

1.1 Tipos de relaciones 
que condicionan a 
las beneficiarias 

2.1 Tipo de ejercicio del 
poder con el que 
lidian las 
beneficiarias 

1.1.1 Prohibitivas 
1.1.2 Proactivas 
2.1.1  Limitación a 
cambios de 
posición, rol e 
identidad 
2.2.2 Apoyo para la 
autorrealización 

 

Consentimiento 
legítimo: existencia de 
alternativas en la acción 
de las mujeres para la 
negociación 

1. Alternativas 
 

2. Negociación 

1.1 Tipo de participación 
en el programa 
2.1 Espacio para la 
retroalimentación en el 
programa 

1.1.1 Receptora de 
beneficios 
1.1.2 Creadora de 
beneficios 
2.1.1 Diseño 
cerrado 
2.1.2 Diseño 
abierto para la 
mejora continua 

Decisiones 1. No reproducen ni 1.1 Tipo de decisiones 1.1.1 Libres pero 
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Concepto Factores relevantes Observables Categorías 

transformadoras de 
desigualdades: 
decisiones que no 
reproducen y legitiman 
las desigualdades de 
género, sino aquéllas 
que las desestabilizan, 
asegurando en un 
momento dado una 
nueva posición social 
de esas mujeres, 
nuevos roles sociales y, 
sobre todo, una 
reconfiguración de su 
identidad 

legitiman la 
desigualdad de género 

 
2. Nueva posición 
social, rol e identidad 

 

de las beneficiarias a 
partir del diseño del 
programa 

 
2.1 Tipos de 
modificaciones 
estructurales en la vida 
de las beneficiarias 

sin beneficio 
transformativo 
1.1.2 Libres y con 
creación de 
capacidades 
1.1.3 Muy acotadas 
a reglas de 
operación y sin 
beneficio 
transformativo 
2.1.1 Cambio en los 
tres componentes 
2.1.2 Cambio en 
dos de ellos 
2.1.3 Cambio en 
uno de ellos 
2.1.4 Sin cambio 
estructural 
 

Fuente: Elaboración propia con base en Mader (2016) y Tepichin (2009). 

 

En el cuadro se sintetizan los elementos a observar dentro de los programas en función 

de la discusión teórica del apartado anterior. En realidad, lo que se busca es establecer, a 

partir del diseño-resultados de dichos programas, los mecanismos de agencia que 

impulsan (en caso de efectivamente hacerlo), a partir de los observables de los 

conceptos, el “consentimiento legítimo” y las “decisiones transformadoras de 

desigualdades”. La idea es corroborar si, efectivamente, mediante los programas, se 

intentan promover cambios estructurales en la vida de las beneficiarias (posición social, 

rol e identidad). Con ello, se deberían encontrar elementos que indiquen modificaciones 

en las relaciones de dominación que ellas sufren en su entorno vital, dotándolas de 

herramientas para aumentar verdaderamente su calidad de vida en función de una nueva 

idea de mujer (ver esquema 2). 
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Esquema 2. Lógica del análisis conceptual 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 

Es importante aclarar que los observables derivados de todo el planteamiento teórico, 

además de ser corroborados a partir del diseño de los programas, también lo serán por 

medio de información reportada en torno a su operación y resultados. Más aún, varios de 

ellos serán obtenidos de manera indirecta, es decir, a partir del análisis de información 

con base en la cual se deducirá su comportamiento en función de sus componentes. 

Otros más, desde luego, se interpretarán de manera directa, particularmente varios de los 

derivados de los principales conceptos que permiten analizar la agencia: el 

consentimiento legítimo y las decisiones transformadoras de desigualdades, pues se 

refieren a aspectos concretos del diseño de los programas. 

Ahora bien, la metodología se dividirá en tres etapas:  

1. El análisis de elementos del diseño de los programas que, con base en los 

criterios de los Términos de Referencia de la Evaluación de Diseño del Consejo 

Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval, 2019), sean 

útiles para observar y contrastar el esquema teórico ya explicado.  
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2. Análisis de elementos de los resultados de los programas que también, con base 

en los criterios de los Términos de Referencia de la Evaluación de Consistencia y 

Resultados del Coneval (2017), sean útiles dentro del esquema teórico. 

3. Análisis cualitativo-comparativo (Ragin, 2008) de los programas estudiados a fin 

de establecer patrones y elementos atípicos que puedan ser relacionados con su 

éxito o fracaso.  

Es importante aclarar y enfatizar que no se realizará una evaluación de diseño, 

tampoco una de consistencia y resultados, sino que se emplearán algunos de los 

elementos de observación utilizados en cada una de estas para fines del estudio, 

centrado en identificar aspectos de una fundamentación de género que dé sustento al 

núcleo de los programas aquí estudiados. 

 

Etapa 1 

En esta etapa se analizarán los elementos que aparecen en el siguiente cuadro: 

 

Cuadro 3. Elementos, criterios, conceptos y categorías 
 de análisis en la evaluación de diseño 

Elementos Criterios Conceptos y categorías* 

1. Características del 
programa 

1.1 Problema o necesidad que 
pretende atender 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 
2.1.1,2.1.2, 3.1.1,3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

1.2 Metas y objetivos estatales 
y sectoriales a los que se 

vincula 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 
2.1.1,2.1.2, 3.1.1,3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

1.3 Descripción de los 
objetivos del programa así 

como de los bienes y servicios 
que ofrece 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 
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Elementos Criterios Conceptos y categorías* 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 
2.1.1,2.1.2, 3.1.1,3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Consentimiento legítimo: 1.1.1 y 
1.1.2 

2. Análisis de la justificación 
y de la creación del diseño 

del programa 

2.1 Diagnóstico del problema 
que atiende el programa 

describiendo causas y efectos 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 
2.1.1,2.1.2, 3.1.1,3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

 

3. Análisis de la 
contribución del programa a 

las metas y objetivos del 
gobierno estatal 

3.1 Vinculación del propósito 
del programa con los objetivos 

del programa sectorial o 
especial 

Decisiones transformadoras de 
desigualdades: 1.1.1, 1.1.2, 

1.1.3, 2.1.1, 2.1.2, 2.1.3, 2.1.4 

4. Análisis de la población 
potencial y objetivo y 

mecanismos de elegibilidad 

4.1 Definición de población 
potencial y objetivo en 

documentos oficiales y/o en el 
diagnóstico del problema 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2, 3.1.1, 3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

4.2 Información sistematizada 
del programa que permita 

conocer las características de 
las solicitantes 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2, 3.1.1, 3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

4.3 Mecanismos de 
elegibilidad y/o metodología 

de focalización 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2, 3.1.1, 3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

5. Mecanismos de atención 

5.1 Procedimientos para 
otorgar bienes y servicios 

congruentes con población 
objetivo 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 
2.1.1,2.1.2, 3.1.1,3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Consentimiento legítimo: 1.1.1, 
1.1.2, 2.1.1, 2.1.2 

 6.1 Actividades de la MIR por Consentimiento legítimo: 1.1.1, 
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Elementos Criterios Conceptos y categorías* 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

6. Evaluación y análisis de 
la Matriz de Indicadores 
para Resultados (MIR) 

cada componente, ordenadas 
cronológicamente e 

imprescindibles 

1.1.2, 2.1.1, 2.1.2 

6.2 Los componentes como 
los bienes y servicios que 

produce el programa y 
generan el propósito junto con 

los supuestos 

Consentimiento legítimo: 1.1.1, 
1.1.2, 2.1.1, 2.1.2 

Decisiones transformadoras de 
desigualdades: 1.1.1, 1.1.2, 

1.1.3, 2.1.1, 2.1.2, 2.1.3, 2.1.4 

6.3 Propósito como único; 
como consecuencia directa de 

los componentes y del 
cumplimiento de los 

supuestos, e incluyente de la 
población objetivo en su 

redacción 

Decisiones transformadoras de 
desigualdades: 1.1.1, 1.1.2, 

1.1.3, 2.1.1, 2.1.2, 2.1.3, 2.1.4 

6.4 Fin claramente 
especificado, como objetivo al 

que el programa solo 
contribuye y vinculado a 
objetivos estratégicos 

sectoriales 

Decisiones transformadoras de 
desigualdades: 2.1.1, 2.1.2, 

2.1.3, 2.1.4 

6.5 Correspondencia entre 
resumen narrativo de la MIR y 

las reglas de operación del 
programa 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2, 3.1.1, 3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Consentimiento legítimo: 1.1.1, 
1.1.2, 2.1.1, 2.1.2 

Decisiones transformadoras de 
desigualdades: 1.1.1, 1.1.2, 

1.1.3, 2.1.1, 2.1.2, 2.1.3, 2.1.4 

* Las categorías se presentan por el número en que están referidas en el Cuadro 2. 
Fuente: Elaboración propia con base en Coneval (2019), Mader (2016) y Tepichin (2009). 

 

Con el análisis de la información a la luz de las categorías, se podrá saber si el diseño del 

programa atiende a las necesidades de una intervención con perspectiva de género que 

sea disruptiva y no reproductora de las desigualdades. 
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Etapa 2 

En esta etapa se analizarán los siguientes elementos: 

Cuadro 4. Elementos, criterios, conceptos y categorías 
 de análisis en la evaluación de resultados 

Elementos Criterios Conceptos y Categorías* 

1. Orientación hacia 
resultados y esquemas o 
procesos de evaluación 

1.1 Identificación de Aspectos 
Susceptibles de Mejora (ASM) 
y porcentaje de solventados 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2, 3.1.1, 3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Consentimiento legítimo: 1.1.1, 
1.1.2, 2.1.1, 2.1.2 

Decisiones transformadoras de 
desigualdades: 1.1.1, 1.1.2, 

1.1.3, 2.1.1, 2.1.2, 2.1.3, 2.1.4 

2. Cobertura y focalización 

2.1 Cobertura del programa a 
partir de la población potencial, 

objetivo y atendida 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2, 3.1.1, 3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

3. Análisis de procesos 
establecidos en reglas de 
operación o normatividad 

aplicable 

3.1 Análisis del proceso 
general del programa y 

procesos  clave para cumplir 
con los bienes y servicios 

Posición social: 1.1.1, 1.1.2, 
1.2.1, 1.2.2 

Rol social: 1.1.1, 1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Identidad: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2, 3.1.1, 3.1.2 

Dominación: 1.1.1,1.1.2, 2.1.1, 
2.1.2 

Consentimiento legítimo: 1.1.1, 
1.1.2, 2.1.1, 2.1.2 

 

4. Cumplimiento y avance en 
los indicadores de gestión y 

productos 

4.1 Avance de los indicadores 
de actividades, componentes, 
propósito y fin de la MIR con 

respecto a sus metas 

Consentimiento legítimo: 1.1.1, 
1.1.2, 2.1.1, 2.1.2 

Decisiones transformadoras de 
desigualdades: 1.1.1, 1.1.2, 

1.1.3, 2.1.1, 2.1.2, 2.1.3, 2.1.4 

5. Medición de resultados 

5.1 Documentación de 
resultados a nivel FIN y 

Propósito: indicadores MIR, 
evaluaciones que no son de 
impacto, impacto de estudios 

de programas similares, 
evaluaciones propias que son 

de impacto 

Consentimiento legítimo: 1.1.1, 
1.1.2 

Decisiones transformadoras de 
desigualdades: 1.1.1, 1.1.2, 

1.1.3, 2.1.1, 2.1.2, 2.1.3, 2.1.4 

* Las categorías se presentan por el número en que están referidas en el Cuadro 2. 
Fuente: Elaboración propia con base en Coneval (2017), Mader (2016) y Tepichin (2009). 
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Por medio de la indagación de los elementos considerados en el cuadro 4, se podrán 

establecer, en caso de que el diseño del programa sea disruptivo, los resultados que está 

consiguiendo, así como aspectos concretos que estén incidiendo en ello, a fin de poder 

realizar, finalmente, una comparación entre los tres programas. 

 

Etapa 3 

En esta fase de la metodología, la información resultante de las primeras dos etapas se 

empleará para hacer un análisis comparativo. Para ello se hará uso de la lógica del 

análisis cualitativo comparativo (Ragin, 2008). Sin embargo, como no se cuenta con 

evidencia empírica de un programa, similar a los analizados, que haya sido exitoso desde 

el enfoque teórico empleado en esta investigación, se fundamentará el análisis en un tipo 

ideal. De acuerdo con Weber (1997 [1958]), la lógica de ello es la siguiente: 

En cuanto a su contenido, esta construcción presenta el carácter de una utopía 

obtenida mediante el realce conceptual de ciertos elementos de la realidad. Su 

relación con los hechos empíricamente dados de la vida consiste exclusivamente 

en esto: allí donde en la realidad se comprueba o se supone que en algún grado 

operan de hecho construcciones del tipo abstractamente representado en aquella 

construcción […], podemos ilustrar y volver comprensible, pragmáticamente, la 

especificación de tal conexión en un tipo ideal. Esa posibilidad puede resultar 

conveniente, y hasta indispensable, sea con fines heurísticos o expositivos. (p. 79). 

Por lo tanto, un tipo ideal es una reconstrucción conceptual de algún elemento de 

la realidad, de tal forma que éste es al constructo lo que es un objeto a su definición. Es 

decir, en el tipo ideal se abarcan, de manera genérica, los principales atributos del 

fenómeno, de tal forma que sus variaciones y particularidades en el mundo objetivo, no 

eliminan la dotación de sentido proveniente de la representación teórica. Más aún, los 

elementos fundamentales y comprensivos, siempre se encuentran en el tipo ideal. En 
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síntesis, el tipo ideal sirve como modelo explicativo para la comparación, pues su 

construcción tiene un sustento teórico y empírico. Es por ello que se emplea como una 

herramienta metodológica muy importante en esta investigación. 

Ahora bien, de acuerdo con Sánchez de Puerta (2006), una de las maneras de 

construir tipos ideales es “la de proyectar hacia el futuro un concepto a partir de una 

tendencia social” (p. 21). En relación con ello, en este estudio se analizan incipientes 

políticas de apoyo financiero con perspectiva de género. Por lo tanto, se sabe cómo 

deberían ser en función de experiencias previas en el desarrollo de otras políticas (entre 

ellas, también con perspectiva de género), y con base en las investigaciones disponibles 

en materia de género. A ello se adiciona el empleo de herramientas de gestión como la 

metodología de marco lógico y la MIR que se deriva de ella. En consecuencia, el tipo ideal 

de esta investigación es un constructo que se produce de la combinación de todo lo 

anterior: políticas, teoría y técnicas de gestión. 

En su diseño, se deben elegir observables con base en una discusión cruzada 

entre aspectos teóricos y empíricos. La selección se orienta por las principales 

características que debiera poseer el constructo de acuerdo con los aspectos 

mencionados previamente (políticas, teoría y técnicas de gestión), pero sin perder de vista 

jamás la necesaria interrelación de dichas características. El objetivo es mantener en todo 

momento una fuerte coherencia interna que permita explicar el fenómeno empírico en su 

contrastación con el tipo ideal (Sánchez de Puerta, 2006).  
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El tipo ideal de esta investigación tiene las siguientes categorías analíticas: 

Cuadro 5. Condiciones causales del tipo ideal y sus definiciones, 
 así como su correspondencia con las evaluaciones 

 de las etapas 1 y 2 de la metodología 

Condiciones causales 

del tipo ideal 

Definición Criterios en la 

evaluación 

Tipo de 

Evaluación 

1-Diagnóstico desde la 
teoría del patriarcado 

Identificación y 
comprensión del 

problema con base en su 
análisis causal y en la 
consideración de sus 
efectos a partir de la 

visión ontológica de que 
la estructura social está 

organizada en función de 
la ventaja del varón en la 

misma. 

1.1 Problema o 
necesidad que 

pretende atender 
 

2.1 Diagnóstico del 
problema que atiende  
describiendo causas y 

efectos 

De Diseño 

2-Alineación al sistema 
estratégico 

Orientación de los 
resultados del programa 

a la resolución de un 
aspecto del mundo 

androcéntrico, 
contribuyendo, a su vez, 
a la resolución de una 

problemática mayor en la 
búsqueda que, de la 

equidad de género, hace 
una esfera de gobierno. 

1.2 Metas y objetivos 
estatales y sectoriales 
a los que se vincula 

 
3.1 Vinculación del 

propósito del 
programa con los 

objetivos del programa 
sectorial o especial 

De Diseño 

3-Caracterización teórica 
de beneficiarias 

Definición de las 
beneficiarias con 

categorías que identifican 
claramente a todas las 
mujeres con mayores 
necesidades de apoyo 

para el desarrollo de sus 
capacidades  

4.1 Definición de 
población potencial y 

objetivo en 
documentos oficiales 
y/o en el diagnóstico 

del problema 
 

4.2 Información 
sistematizada del 

programa que permita 
conocer las 

características de las 
solicitantes 

De Diseño 

4-Propósito como 
solución a población 

objetivo 

Se busca un único 
resultado claro para 

solucionar el problema 
diagnosticado en las 

beneficiarias. 

6.3 Propósito como 
único; como 

consecuencia directa 
de los componentes y 
del cumplimiento de 

los supuestos, e 
incluyente de la 

población objetivo en 
su redacción 

De Diseño 

5-Mecánica de operación 
abierta a la participación 

de ellas 

Procesos y 
procedimientos 

diseñados para una 

5.1 Procedimientos 
para otorgar bienes y 
servicios congruentes 

De Diseño 
 

**De Resultados 
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Condiciones causales 

del tipo ideal 

Definición Criterios en la 

evaluación 

Tipo de 

Evaluación 

permanente 
retroalimentación, donde 

exista apertura y 
alternativas para 

negociaciones y toma de 
decisiones por parte de 

las beneficiarias, a fin de 
impactar su vida en una 
forma en la que existan 

modificaciones 
estructurales que les 
permitan el desarrollo 

pleno de sus 
capacidades 

con población objetivo 
 

6.1 Actividades de la 
MIR por cada 
componente, 
ordenadas 

cronológicamente e 
imprescindibles 

 
**3.1 Análisis del 

proceso general del 
programa y procesos  

clave para cumplir con 
los bienes y servicios 

6-Apoyos disruptivos 

Bienes y servicios 
obtenidos del programa 

que sirven de 
instrumento para 

modificar las condiciones 
estructurales de la vida 
de las beneficiarias en 

función de su 
autorrealización 

1.3 Descripción de los 
objetivos del 

programa, así como 
de los bienes y 

servicios que ofrece 
 
 

De Diseño 

7-Apoyos como logro del 
propósito 

Los bienes y servicios 
generados en el 

programa son los 
adecuados para alcanzar 

el resultado buscado 
como esencia del propio 

programa 

6.2 Los componentes 
como los bienes y 

servicios que produce 
el programa y generan 
el propósito junto con 

los supuestos 
 

6.3 Propósito como 
único; como 

consecuencia directa 
de los componentes y 
del cumplimiento de 

los supuestos, e 
incluyente de la 

población objetivo en 
su redacción 

 

De Diseño 

8-MIR reflejo de las RO* 

MIR diseñada fielmente 
conforme a los 

planteamientos de las 
RO, las cuales a su vez 

reflejan el diagnóstico de 
la problemática desde la 

crítica al mundo 
androcéntrico 

6.5 Correspondencia 
entre resumen 

narrativo de la MIR y 
las reglas de 
operación del 

programa 

De Diseño 

9-Reporte de metas e 
indicadores 

Tablero de control 
del programa  

actualizado, donde se 
muestra el avance parcial 

4.1 Avance de los 
indicadores de 

actividades, 
componentes, 

De Resultados 
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Condiciones causales 

del tipo ideal 

Definición Criterios en la 

evaluación 

Tipo de 

Evaluación 

de las metas y el estado 
de los indicadores 

estratégicos y de gestión 

propósito y fin de la 
MIR con respecto a 

sus metas 

10-Revisión de la 
intervención y ajuste 

Análisis del diseño, 
procesos, específico, de 

resultados y/o impacto de 
la intervención a partir de 
estudios sobre ella o con 

base en resultados de 
intervenciones similares 

5.1 Documentación de 
resultados a nivel FIN 

y Propósito: 
indicadores MIR, 

evaluaciones que no 
son de impacto, 

impacto de estudios 
de programas 

similares, 
evaluaciones propias 
que son de impacto 

De Resultados 

*RO: Reglas de Operación del programa. 
**Criterio de una Evaluación de Resultados. 
Fuente: Elaboración propia con base en Coneval (2017), Coneval (2019), Mader (2016) y Tepichin 
(2009). 

 

¿Cómo funciona el tipo ideal? Se trata de un programa diseñado a partir de la 

consideración de la existencia de un mundo patriarcal histórico en el que los componentes 

estructurales de la sociedad operan para el predominio generalizado de los varones en los 

eslabones estratégicos del sistema de relaciones sociales, particularmente, en el sistema 

económico y político. Con base en ello, se identificó un problema que afecta a mujeres de 

características muy específicas y claras, las cuales requieren el apoyo de las instituciones 

gubernamentales para poder lograr una transformación en la parte de la estructura social 

en la que se encuentran inmersas a fin de revertir las relaciones de dominación que 

padecen por parte de los agentes en su entorno. Ahora bien, el problema se estudió 

desde sus causas raíz y considerando la desagregación de todos sus efectos. Para ello 

se analizó información proveniente de investigaciones, de otras intervenciones 

gubernamentales, de bases de datos y se incluyó la participación de expertos. Además, 

se contrastó dicho análisis con trabajo en campo, donde se recogieron demandas de las 

mujeres a apoyar, otorgándoseles el uso de la voz para explicar la interpretación que 

tienen de su realidad. 
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Por otra parte, el programa representa una intervención gubernamental que está 

inmersa en un sistema de políticas coordinadas que buscan, desde distintos sectores 

administrativos, aumentar la equidad de género como parte de la visión estratégica de la 

esfera de gobierno que las coordina. Por ello el planteamiento estratégico del programa 

es parte de los factores relevantes del planteamiento estratégico de la institución, del 

sector y de la esfera de gobierno en su conjunto. Con esta inteligibilidad en el diagnóstico 

del problema y en la relación con el sistema de políticas, el programa tiene claramente 

identificado el resultado central a conseguir, siendo uno solo: su propósito, el cual debe 

mejorar en algún grado las condiciones de vida de las mujeres receptoras de los 

beneficios del programa.  

Para lograr el propósito de la intervención, se identificaron claramente, con 

acompañamiento de grupos de mujeres potencialmente beneficiarias y con base en el 

diagnóstico, los bienes y servicios necesarios para, en su complemento, tener una 

probabilidad alta de resolver progresivamente el problema, al ser la solución a las causas 

inmediatas de este. La naturaleza de tales bienes y servicios es su capacidad de 

disrupción para coadyuvar en el desmantelamiento progresivo de la estructura de 

dominación en la que están inmersas todas aquéllas que sean beneficiarias. Por otro lado, 

el programa está diseñado para que en los procesos y procedimientos que le dan vida 

operativa, existan espacios de retroalimentación con el fin de que las beneficiarias 

organizadas intervengan en la toma de decisiones tácticas, mejorando el impacto de la 

intervención a partir de su ajuste a las condiciones reales que ellas experimentan en su 

vida cotidiana.  

En lo que tiene que ver con el control, evaluación y mejora del programa, el diseño 

estratégico y operativo está formalizado en unas Reglas de Operación donde se sintetiza 

el análisis previo con la profundidad suficiente, el cual consideró en todo momento la 

opinión de grupos de potenciales beneficiarias. Toda esta información se encuentra 
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sintetizada en la MIR, en la cual, el objetivo general y la población objetivo del programa 

representan su Propósito; los objetivos específicos y el tipo de apoyos son los 

Componentes; la mecánica de operación vista con base en sus actividades clave, son las 

Actividades reportadas en la Matriz, y el Fin es la contribución de la intervención en el 

sistema de políticas del que forma parte, sintetizadas en un objetivo preferentemente 

sectorial o de la esfera de gobierno en su conjunto.  

La MIR entonces no es una formalidad normativa, sino una herramienta 

estratégica para ir haciendo ajustes en el programa, ya que en ella se encuentran 

concentrados los objetivos estratégicos y de gestión del mismo, sus indicadores, así como 

sus metas. Por ello, la Matriz representa el tablero de control permanente para hacer los 

ajustes necesarios en la operación, empleando el menor tiempo posible, por ello es 

fundamental un buen diseño del resumen narrativo a nivel actividades y componentes, 

sus indicadores, fichas de los mismos, metas, supuestos y medios de verificación.8 Dicho 

esto, el programa considera una herramienta adicional para su mejora continua: 

calendariza una evaluación de distinto tipo (de resultados y consistencia, diseño, 

procesos, específica o de impacto) al año, y sus directivos cuentan con reportes de 

evaluación a programas similares en otras esferas de gobierno, otras regiones y hasta 

otros países. Al final toda la información generada, junto con la consideración permanente 

de lo observado por las beneficiarias, permite un impacto creciente del programa en el 

desarrollo de acciones de agencia en cada mujer participante. Dichas acciones están 

orientadas al desarrollo de sus capacidades para que, finalmente, logren su 

autorrealización. 

 
8 Es importante aclarar que la MIR, a pesar de tener un diseño completo, que abarca la parte 

operativa y estratégica de una institución, no puede sustituir a las evaluaciones debido a que todo 
diseño institucional es perfectible, partiendo de que la realidad cambia, y, por lo tanto, lo hacen los 
factores del fenómeno que da origen a un programa presupuestal. 
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Después del tipo ideal, ¿qué sigue? Con base en él, se construirá una tabla 

analítica, donde se desagregarán las condiciones causales del constructo. Esta 

información se empleará en el contraste de los tres casos analizados en este estudio y así 

poder sacar conclusiones al respecto. Es preciso comentar que en el tipo ideal no hay 

condiciones causales sustituibles entre sí derivado de su equivalencia. Las reportadas son 

las que se identifican como necesarias y suficientes. La intención de emplear la tabla 

analítica es la de ordenar las condiciones causales de cada programa. Tales condiciones 

se asocian con el resultado luego del análisis de las etapas 1 y 2 de este estudio, el cual 

responde a la pregunta derivada de la hipótesis: ¿está o no, cada programa, diseñado 

para permitirle a las beneficiarias tomar decisiones transformadoras de desigualdades? A 

continuación, se presenta dicha tabla. 

 

Tabla1. Tabla analítica para comparar las condiciones causales de 
cada caso con respecto a las del tipo ideal y a su resultado 

Nota: Los números en el encabezado de cada columna corresponden a los números de la 
columna de las condiciones causales del tipo ideal en el Cuadro 5. 
Fuente: Elaboración propia con base en Ragin (2008). 

 

En la primera columna se encuentran los casos de estudio. En las siguientes diez 

se presentan las condiciones causales del tipo ideal identificadas por su número 

correspondiente en el Cuadro 5. La última representa la respuesta a la hipótesis del 

estudio: el diseño o no del programa para que las beneficiarias tomen decisiones 

transformadoras de desigualdades. La tabla se responde escribiendo un 0 si hay ausencia 

de la condición causal correspondiente en la columna respectiva y/o un diseño 

inadecuado del programa en caso de tratarse de la final. En cambio, se escribe 1 para 

CAUSAS 
1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 

Diseño 
adecuado 

CASOS 

Dgo            

Mor            

Zac            
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señalar la presencia de la condición causal o, en su caso, de un diseño adecuado del 

programa para garantizar decisiones transformadoras de desigualdades de las 

beneficiarias. El análisis de cada caso se hace por fila (Ragin, 2008). 

Con la tabla desarrollada, se estará en posibilidad de hacer comparaciones de 

cada caso con respecto al tipo ideal o a los demás casos. La explicación de dichas 

comparaciones no es descriptiva, sino causal, es decir, se argumenta el significado de la 

presencia o ausencia de alguna de las condiciones causales, así como la interpretación 

de lo que significa la combinación de las condiciones causales existentes por caso. 
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7. Resultados del análisis 

 

a) Durango: Programa Autoempleo para Jefas de Familia (PAJF) 

 

La igualdad de género tiene precedentes en la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Durango que en su artículo 6 establece que el hombre y la mujer son iguales 

ante la ley y gozan de los mismos derechos, por lo que el Estado promoverá normas, 

políticas y acciones para alcanzar la plena equidad entre hombre y mujer. Por otro lado, la 

Ley de Desarrollo Social (LDS) del Estado de Durango contribuye a este objetivo, 

estableciendo los lineamientos y mecanismos institucionales que orienten al Estado y los 

Municipios hacia el cumplimiento de la igualdad sustantiva en el ámbito del desarrollo 

social y humano, y en el artículo 23, establece que el Ejecutivo del Estado fomentará 

actividades productivas que promuevan la generación de empleos e ingresos de las 

familias, dando prioridad de los programas destinados a las actividades productivas 

sociales y a las empresas del sector social de la economía (art. 17 de la LDS). 

El PAJF deriva del Programa de Emprendimiento Social, y es un compromiso del 

Gobierno del Estado para promover políticas y acciones para alcanzar la plena equidad 

entre hombre y mujer, mediante el decreto publicado en el Periódico Oficial del Gobierno 

del Estado de Durango No. 37 de fecha 7 de mayo de 2017. El PAJF es operado por la 

Secretaría de Desarrollo Social del Estado de Durango y el análisis que a continuación se 

presenta, se basa en las Reglas de Operación (ROP) del 2018. 

 

Análisis del diseño del Programa “Autoempleo para Jefas de Familia”. 

 

Dentro de las características del Programa, el problema público que atiende es la 

dificultad de la inserción laboral de las mujeres jefas de familia, ya que tienen que elegir 
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actividades con horarios reducidos, sin prestaciones sociales, remuneraciones más bajas, 

dadas sus responsabilidades de manutención y en ocasiones con familias ampliadas, 

trabajo doméstico y cuidado de hijos y otros dependientes. Además, tienen mayores 

riesgos de ser pobres y más vulnerables que aquellos con jefatura masculina, lo que las 

limita a realizar algún emprendimiento productivo como alternativa de generación de 

ingresos (ROP, 2018). 

El problema que atiende el Programa describe los principales obstáculos que 

enfrentan las mujeres para insertarse en el mercado laboral, en el que no solo les dificulta 

el acceso sino que cuando ya han logrado colocarse en algún empleo, realizan sus 

actividades en un ambiente de precarización en relación a las jornadas, las prestaciones y 

los ingresos que perciben. Estas dificultades afectan la posición que ocupan en la 

sociedad, donde las personas son valoradas a partir de las actividades que realizan, los 

ingresos que perciben y el poder que pueden ejercer por tener cierta posición económica. 

Si a esto se agrega que las mujeres jefas de familia deben asumir responsabilidades con 

personas que dependen de ellas económicamente dentro del hogar, además de las 

labores domésticas que deben realizar, el rol social se reafirma cada vez más en 

detrimento del ejercicio de sus derechos como mujeres. Estas condiciones refuerzan los 

obstáculos para que superen la pobreza, condición que afecta más a las mujeres que a 

los hombres, repercutiendo en su identidad y los mecanismos de dominación a las que se 

ven sometidas. 

El programa se encuentra alineado al Plan Estatal de Desarrollo (PED) 2016-2022 

en el eje 2 Gobierno con sentido humano y social, apartado 2.3 a) desarrollo social con 

inclusión y equidad, y contribuye al logro del objetivo 1. “apoyar el desarrollo de grupos 

vulnerables generando condiciones y oportunidades de acceso a bienes y servicios”, 

estrategia 1.3 “brindar apoyo asistencial a las personas vulneradas o en situación de 

pobreza extrema”. La Línea de acción correspondiente es “otorgar apoyos económicos o 
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en especie a jefas de familia y adultos mayores y personas con alguna discapacidad en 

pobreza extrema” (PED, 2016). 

También se vincula con el Programa Sectorial de Desarrollo Social (PSDS) 2017-

2022 del estado de Durango, con el objetivo “propiciar el desarrollo de los grupos 

vulnerados y vulnerables a través de acciones que les permitan un mayor acceso a bienes 

y servicios”. La estrategia relacionada con los objetivos de “fomentar la participación en 

actividades productivas, económicas y culturales de las personas en estado de 

vulnerabilidad” y la línea de acción “facilitar la inserción laboral de las jefas de familia 

monoparentales en situación de pobreza y/o vulnerabilidad, a través de crédito para 

generar opciones de autoempleo". La estrategia consiste en “otorgar apoyos a las 

personas vulneradas o en situación de pobreza” y la línea de acción, “proporcionar 

apoyos a los grupos vulnerables (adultos mayores, jefas de familia monoparental y 

discapacitados) a fin de mejorar el acceso a alimentos y productos de la canasta básica” 

(PSDS, 2016, p.72-73). 

En relación a los objetivos, estrategias y líneas de acción del PED, se plantea un 

desarrollo social con inclusión y equidad, lo cual no equivale ni garantiza la igualdad de 

oportunidades ya que la inclusión no asegura que las mujeres alcancen esa igualdad si 

los programas no se proponen desde una perspectiva de género. Por otra parte, la 

equidad no es sinónimo de igualdad pues cuando se trata de derechos, el primero se 

refiere a dar a cada uno lo que se merece o corresponde de acuerdo a su condición (en 

este caso por el género) o mérito, mientras que la igualdad se refiere a que, sin distinción 

de ningún tipo, todas las personas deben tener los mismos derechos. Si bien con el 

objetivo 1 del PED se busca el acceso de los grupos vulnerables (como las mujeres) a 

determinados bienes y servicios que el Estado debe garantizar mediante la política de 

desarrollo social, la estrategia 1.3 y su línea de acción al plantear los apoyos económicos 

o en especie para jefas de familia y los otros grupos vulnerables desde un enfoque 
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asistencialista, impide que estos beneficios se perciban como un ejercicio de sus 

derechos como ciudadanos y terminen asimilando la idea de que solo son receptores de 

los apoyos que el gobierno les brinda porque son pobres (De la Torre, 2020). Al existir 

estas contradicciones en la forma de atender las demandas y necesidades de los grupos 

vulnerados y vulnerables, en este caso de las mujeres, solo se reafirman la posición social 

que ocupan y se limita aún más la adquisición de capacidades para superar las 

condiciones en las que se encuentran. 

En el PSDS el objetivo relacionado con el Programa es la búsqueda de un mayor 

acceso de los grupos vulnerados y vulnerables a bienes y servicios, mediante el fomento 

de su participación en actividades productivas, otorgando créditos a las mujeres jefas de 

familias monoparentales, para que generen sus propios empleos y mejoren su acceso a 

alimentos y productos de la canasta básica. El planteamiento de estos objetivos, 

estrategias y líneas de acción coinciden en los propuestos en el PED, solo que en algunas 

de ellas se refieren directamente a las mujeres jefas de familia monoparentales, que son 

la población objetivo del PAJF, sin embargo al mencionar que el fin último del programa 

es que generen sus propios empleos y mejoren su acceso a alimentos y productos de la 

canasta básica, se distancia de objetivos más importantes como el que las mujeres 

adquieran mayor autonomía en sus decisiones y capacidad de autogestión en beneficio 

de sus propios intereses. 

El objetivo general del Programa consiste en  

mejorar los ingresos de los hogares de jefatura femenina con dependientes 

menores de edad, o que se encuentren cursando algún grado de escolaridad, en 

condiciones de vulnerabilidad por ingresos, monoparentales, que habiten 

cualquiera de los 39 municipios de Durango, con el fin de contribuir a aumentar 

sus recursos disponibles para la puesta en marcha de estrategias para abatir 

contra la pobreza (ROP, 2018).  
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Siguiendo esta lógica, en los objetivos específicos se indica que se busca reducir 

la vulnerabilidad en las variaciones de ingreso de los hogares con jefaturas femeninas y 

aumentar la calidad de vida de sus integrantes. En el caso de las mujeres jefas de familia 

se busca aumentar su autosuficiencia económica, impulsar las microempresas como 

opción de auto empleo, acceso a seguridad social mediante las microempresas y 

fomentar su inserción laboral como estrategia de superación de la pobreza. 

Los bienes y servicios que el programa brinda consiste en financiamiento sin intereses, 

para aquellas mujeres que presenten proyectos viables y rentables de acuerdo a las 

condiciones establecidas por las ROP. El apoyo será de hasta 30 mil pesos por proyecto 

por jefa de familia, dependiendo de la naturaleza del proyecto y los requerimientos del 

mismo. Los apoyos serán entregados en especie de acuerdo a la solicitud aprobada. Con 

la recuperación del financiamiento, se constituirá un Fondo Revolvente, que permitirá 

volver a otorgarles un nuevo apoyo a las mismas beneficiarias. 

La búsqueda de mejores ingresos de los hogares con jefatura femenina 

monoparentales y con dependientes económicos es un objetivo que contribuye al entorno 

de las mujeres en esa condición, puede tener efectos positivos al disminuir la 

preocupación que genera no tener el suficiente dinero para mantener a su familia, además 

de incrementar sus capacidades de asumir una responsabilidad en la realización de una 

actividad económica y tener una microempresa donde ellas mismas toman las decisiones 

sobre esas actividades. Sin embargo, estas responsabilidades también pueden resultar 

una sobrecarga en las mujeres porque además del cuidado de la familia y las 

implicaciones que ello tienen dentro y fuera del hogar, se agregan los relacionados con el 

manejo de los apoyos recibidos, por ejemplo la preocupación por cumplir con los pagos 

en el periodo estimado, pero principalmente si se considera que son hogares 

monoparentales y en condición de pobreza, el riesgo de no reunir la cantidad que se debe 

pagar o que la actividad a la que se destinaron los recursos no funcione como se espera. 
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Los objetivos económicos pueden convertirse en factores que afecten el desarrollo 

integral de estas mujeres sobre su identidad, el rol que desempeñan dentro de su familia y 

sus capacidades de consentimiento legítimo. En el caso de los objetivos específicos, se 

retoman estos planteamientos y se les vincula como mecanismo para salir de la pobreza, 

sin considerar que hay una serie de supuestos que se deben cumplir y riesgos que se 

pueden presentar en el proceso de implementación de la política, para alcanzar esta 

meta. 

Los bienes y servicios que el Programa ofrece a sus beneficiarias consisten en el 

acceso a recursos financieros que permitirían a las mujeres iniciar una microempresa, sin 

embargo, se establecen una serie de condiciones que limitan las decisiones de las 

beneficiarias: los recursos financieros tienen un techo de 30 mil pesos y no pueden 

disponer de ese dinero en efectivo, sino que la dependencia ejecutora les suministra en 

especie el apoyo, además los proyectos deben ser evaluados técnicamente para 

asegurarse que sean viables y rentables. Esto conlleva un direccionamiento de los 

proyectos hacia el terreno estrictamente financiero, con lo que se corre el riesgo de inhibir 

aspectos que resulten realmente liberadores para las solicitantes del apoyo. Ahora bien, 

estas condiciones afectan la capacidad de  consentimiento legítimo, y aunque se atiende 

desde el gobierno a los criterios de buen uso de los recursos consagrados en la 

Constitución, también entra en juego la finalidad de estos programas en materia de 

equidad de género y la plena autorrealización de la mujer, o en términos jurídicos, algunas 

de sus garantías individuales. Por otra parte, la capacidad de pago de las deudas 

contraídas y la conformación del Fondo Revolvente, sujeta nuevamente a las mujeres a 

condiciones que pueden resultar difíciles de cumplir adecuadamente dada su condición de 

pobreza, cuestionando su capacidad para cumplir los compromisos contraídos si no 
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logran recuperar el financiamiento. Las consecuencias serían no poder acceder, 

nuevamente, a los recursos del programa.9 

Es importante considerar que, en la justificación y creación del diseño del 

programa, los datos en los que se basan esta justificación resultan relevantes para que se 

creara la estrategia. Las ROP mencionan que en el estado de Durango de 2010 a 2015, 

los hogares con jefatura femenina pasaron de 24 a 29 por cada 100 hogares, además de 

que el 39.5% de ellos son considerados pobres (ROP, 2018). Por otra parte, en la 

descripción del problema que se tiende, se mencionan cuáles son las características de 

estos hogares, qué condiciones presentan y cuáles son las consecuencias de la falta de 

igualdad de oportunidades cuando las mujeres tratan de insertarse en el mercado laboral. 

No se mencionan las causas de esas condiciones, por ejemplo, si influyen factores como 

el nivel de escolaridad, la edad, las condiciones migratorias o algún otro aspecto que 

explique cómo se origina el problema que enfrentan las mujeres jefas de familia. La única 

mención que destaca y que es determinante en ese problema es que los hogares 

monoparentales con jefes de familia femenino tienen mayores riesgos de ser pobres y 

menos posibilidades de emprender un negocio que aquellos con jefatura masculina, lo 

que denota el predominio de un ambiente de dominación en el mercado laboral y 

empresarial. 

A pesar de que el gobierno estatal se propone atender la desigualdad 

prevaleciente entre hombres y mujeres en el hogar, en los ingresos, el mercado laboral y 

las actividades empresariales, en el análisis de la vinculación de la contribución del 

programa a estas metas, y retomando los objetivos, estrategias y líneas de acción 

 
9  Desde luego que la probabilidad de caer en cartera vencida se trata de disminuir con el 

otorgamiento de recursos a proyectos que técnicamente se consideran viables en el comité 
evaluador del programa, pero esto no implica que se baje a cero. Además, como se comentó, esto 
limita el tipo de proyectos a apoyar, lo cual termina trastocando el espíritu del programa: favorecer 
la equidad de género, posibilitando la capacidad de agencia de las mujeres beneficiarias. Ahora 
bien, no se tuvo acceso a datos relativos a créditos no pagados o que terminaran en fondo perdido. 
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mencionados en apartados anteriores, las acciones que se plantean son insuficientes 

para tener un impacto significativo que modifique las condiciones de las mujeres jefas de 

familia.10 La mayor parte de estos objetivos están enfocados en las condiciones de la 

familia más que de la mujer, pues se insiste en mejorar los ingresos del hogar, mejorar la 

calidad de vida de sus integrantes, incrementar el acceso a alimentos, etc. que sí pueden 

ayudar a que las mujeres responsables de estos hogares tengan menos preocupación en 

ese sentido pero que el foco de atención no es la disminución de las desigualdades a las 

que se enfrenta como mujer ni el logro de su bienestar personal, por lo tanto no hay una 

mejora de las condiciones para que ellas puedan tomar decisiones que transformen de 

fondo esa desigualdad, pues estas dependen de las reglas que el propio Estado establece 

y que tendrían que modificarse para que el acceso al mercado laboral o los ingresos que 

se perciben sean iguales sin importar el género o cualquier otra característica de las 

personas. 

Las ROP del Programa establecen las diferencias entre la población potencial y la 

población objetivo, así como los mecanismos de elegibilidad para ser beneficiaria del 

mismo. La población potencial se refiere a todas aquellas mujeres jefas de hogar que se 

encuentren en vulnerabilidad por ingresos y que tengan dependientes menores de edad a 

su cargo, que se encuentren estudiando; y/o hijos mayores de edad con discapacidad que 

cause dependencia. Mientras que la población objetivo comprende a aquellas mujeres 

jefas de hogar que sean empleadas, desempleadas en busca de trabajo o que realicen 

 
10 De acuerdo con las RO 2018 del PAJF, el Fin del programa es contribuir al desarrollo social con 

inclusión y equidad mediante la asistencia a grupos vulnerables y vulnerados para generar 
condiciones de oportunidades de acceso a bienes y servicios. El indicador de este Fin es: 
población vulnerable por ingresos. Por otro lado, el Propósito es: las personas en situación de 
pobreza y vulnerabilidad incrementan sus ingresos, y se establece como indicador la línea de 
bienestar. Como se puede observar, tanto el Fin como el Propósito y sus respectivos indicadores 
se refieren de manera general a las personas vulnerables y en condiciones de pobreza, por lo que 
son planteamientos muy amplios que no se enfocan a las mujeres jefas de familia que son su 
población objetivo. Además, hubo una disminución de 13.58% en los recursos asignados al 
programa, pues el presupuesto pasó de 8,100,000.00 en 2017 a 7,000,000.00 de pesos en 2018, 
lo cual dificulta el logro de sus objetivos, ya que mientras los recursos son cada vez más limitados, 
la población va en incremento. 
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actividades económicas, que conformen una familia monoparental y tengan bajo su 

responsabilidad la manutención en forma única y total de menores de edad, hijos 

estudiando en cualquier grado de instrucción; y/o hijos mayores de edad con discapacidad 

que cause dependencia. 

Para ser beneficiario del PAJF, se establecen una serie de criterios y requisitos. El 

principal de los criterios es que las mujeres sean jefas de una familia monoparental y que 

tengan hijos dependientes, para ello debe presentar las actas de nacimiento de cada uno 

de los hijos, acreditar que se encuentran estudiando mediante algún documento oficial y 

comprobar la jefatura de familia con cualquiera de los documentos que indican las ROP. 

Adicionalmente, deben comprobar la residencia dentro del estado, demostrar su condición 

socioeconómica de vulnerabilidad presentándose personalmente a tramitar el apoyo y, por 

medio de una serie de verificaciones y una encuesta socioeconómica que la Secretaría 

establece, mostrar interés en continuar estudiando presentando algún documento oficial 

de inscripción a cualquier tipo de instrucción formal o informal, o carta compromiso de 

continuar su preparación. 

La focalización del programa y los mecanismos de elegibilidad se van definiendo 

desde los planes y programas estatales, al establecer claramente estrategias y líneas de 

acción enfocados a mujeres jefas de familias monoparentales, la cual se va afinando con 

otros factores como la existencia de dependientes y las condiciones socioeconómicas del 

hogar. Sin embargo, tiene que demostrar cada una de esas condiciones lo que dificulta la 

solicitud para ingresar al programa. Al tratarse de familias en situación de pobreza y sin 

los recursos económicos suficientes para realizar diversos trámites o para mandar a los 

hijos a la escuela, pueden representar obstáculos en el proceso de incorporación al 

programa porque no se tienen o es difícil conseguir los documentos que se requieren. Por 

otra parte, uno de los requisitos es el compromiso de las mujeres de continuar con su 

preparación si obtienen el apoyo del PAJF, sin embargo, esto contribuye a la sobrecarga 
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de trabajo, que además es una actividad no remunerada y por el contrario, puede 

representar gastos que no se tenían previstos. Si bien es una acción que beneficia en la 

adquisición de más conocimientos que pueden ayudar a que tengan un mejor empleo o 

realicen mejor las actividades que desempeñan, al tratarse de mujeres cuya situación está 

limitada por una serie de factores económicos, sociales y familiares que no las han 

favorecido para salir de la pobreza, esta se puede agravar porque cada vez tendrán 

menos tiempo y más ocupaciones dentro y fuera del hogar. 

Uno de los criterios para la elegibilidad es que las solicitantes deben probar su 

condición socioeconómica de vulnerabilidad presentándose personalmente para tramitar 

el apoyo, además de responder a la encuesta socioeconómica y permitir todas las 

verificaciones (en el domicilio de la solicitante) que determine la institución operadora. Es 

importante destacar que, por su condición de vulnerabilidad, estos mecanismos se 

contraponen con las capacidades que se buscan fomentar en las mujeres porque no 

existe confianza en la información que proporcionan y se trata de asegurar que lo que 

haya respondido en el estudio socioeconómico esté apegado a la realidad. Si bien es 

cierto, esto podría justificarse como un ejercicio mínimo de control para destinar los 

recursos a los casos apegados estrictamente a los criterios del programa, si se toma en 

cuenta el tipo de población objetivo que se busca atender, se puede estar en un escenario 

demasiado exigente. De hecho, de acuerdo con la evaluación del INEVAP (2019), en 

2018 se aprobaron solo el 54% (382) de las solicitudes recibidas, después de haber 

concluido el proceso de verificación de elegibilidad y con base en la suficiencia 

presupuestal. 

Por otra parte, entre los mecanismos de atención establecidos en las ROP del 

Programa se encuentra el apoyo por parte de la institución para que tengan toda la 

información y realicen los trámites correspondientes, recibir orientación para el buen 

desempeño en el ejercicio del apoyo otorgado y recibir los recursos cuando se hayan 
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cumplido las condiciones para hacerlo. Aunque en las ROP aparecen como derechos de 

las beneficiarias, en la práctica corresponden a actividades que personal de la institución 

debe realizar como parte del procedimiento para que ellas reciban los bienes y servicios 

del programa. Por lo tanto, hay una distorsión al presentar las obligaciones de la 

institución como si fueran derechos de las mujeres, pues estos compromisos no sirven 

más que facilitar el acceso a los beneficios que el programa les otorga y no están 

diseñados considerando que la población objetivo son mujeres jefas de familia, sino que 

están planteados de manera general que pueden ser aplicables a cualquier tipo de 

beneficiario, es decir, no toman en cuenta que estas mujeres tienen que administrar el 

tiempo entre las actividades domésticas, los cuidados de los dependientes, el empleo o el 

trabajo que realizan para obtener sus ingresos, entre otros.  

Uno de los mecanismos establecidos en el otorgamiento de los apoyos y que llama 

la atención es acerca de la suspensión de los mismos, pues ésta se puede dar en tres 

casos: cuando fallece la beneficiaria, cuando la beneficiaria por su propia voluntad decide 

no aceptar los apoyos del programa y cuando es beneficiaria de otro tipo de apoyo similar. 

Para los tres casos se pueden señalar algunos elementos que es importante considerar 

por las consecuencias o por el proceso que implica. En el caso del fallecimiento, la familia 

de la beneficiaria queda en desamparo porque dejan de recibir los apoyos del programa, 

pero si se toma en cuenta que es una familia monoparental en condición de pobreza y 

que algunos de los dependientes son menores de edad o padecen alguna discapacidad, 

las consecuencias pueden resultar muy graves porque no solo pierden a la persona 

responsable de proveer el sustento en el hogar y de brindarles los cuidados que 

necesitan, sino que también se pueden quedar sin una fuente de ingresos al ya no haber 

beneficiaria del programa. Por otra parte, en el caso del rechazo voluntario a los apoyos 

del PAJF, las mujeres tienen que firmar un formato donde de manera expresa formalizan 

la no aceptación de su incorporación al programa, con ello, evidentemente, se pueden 
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asegurar ambas partes, beneficiarias y gobierno, de que no hay obligaciones mutuas. En 

el último caso que es por la duplicidad de programas en los cuales está incorporada la 

mujer, en lugar de buscar la complementariedad, se reduce la posibilidad de que el 

emprendimiento tenga mayores beneficios si cuenta con más recursos, principalmente si 

se considera que el apoyo que el PAJF brinda es en especie y no puede ser mayor a 30 

mil pesos. 

En relación al análisis de la Matriz de Indicadores de Resultados (MIR) del 

programa, en las ROP 2018 no cuenta con una MIR propia, sino que utiliza la MIR del 

Programa de Emprendimiento Social, del cual deriva como uno de los componentes el 

PAJF (INEVAP, 2019), por lo que no existen elementos suficientes para realizar un 

análisis basado en el propio programa, pero sí se pueden establecer algunas 

conclusiones con la información que se dispone en las ROP. 

Dado que las dos categorías que se analizan en este aspecto son las decisiones 

transformadoras de desigualdades y el consentimiento legítimo, existen algunos 

elementos como los bienes y servicios que el programa brinda, así como el propósito 

(objetivo del general) y su contribución para el logro del fin (que es un objetivo de otros 

instrumentos más amplios de la política pública, en este caso del PED 2016-2022). Más 

que lograr el desarrollo social con inclusión y equidad como se encuentra el objetivo del 

PED, se tendría que buscar la igualdad de oportunidades para hombres y mujeres; en el 

caso del PAJF, el objetivo del programa está más centrado en este aspecto, aunque el 

alcance que puede tener es limitado porque se priorizan los objetivos económicos y el 

combate a la pobreza en lugar de garantizar los derechos de las mujeres. Incluso en la 

mayor parte de los planteamientos en el diseño del programa se enfoca a la atención de 

los integrantes de la familia, de manera que casi todo lo que la mujer jefa de familia haga 

cumple con algún objetivo para satisfacer distintas necesidades de las personas que 

dependen de ella. Así encontramos objetivos como la generación de mayores ingresos, 
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mejora del acceso a los alimentos, la creación de una microempresa para el autoempleo, 

etc., enfocado todo ello en garantizar los derechos de cada uno de los integrantes de una 

familia más que de las mujeres, recayendo en ellas una gran responsabilidad que en 

realidad debiera ser parte de una política social integral del Estado. 

Si se considera el contexto en que se está implementando el programa, existen 

factores internos y externos que determinan su funcionamiento, por ejemplo para que las 

personas alcancen un estado de bienestar, además de crear políticas para la inserción 

laboral de los grupos vulnerables se deben diseñar políticas que garanticen los derechos 

laborales de esas personas. De igual manera, el ambiente de estabilidad 

macroeconómica es importante para que los objetivos de las empresas (sin importar el 

tamaño) logren sus objetivos y sirvan como generadoras de empleo. Es importante que 

cuando se trata de sectores específicos como en el caso de las mujeres jefas de familia, 

se consideren las particularidades de los problemas que ellas enfrentan, para que se 

puedan plantear objetivos desde la perspectiva que ellas tienen de sus demandas y 

necesidades, para que sea ella mismas quienes con las capacidades que adquieren 

transformen la realidad social en la que se encuentran. 

 

Análisis de los resultados del PAJF 

 

Aspectos susceptibles de mejora 

 

En una evaluación específica realizada por el Instituto de Evaluación de Políticas Públicas 

del Estado de Durango (INEVAP) sobre la operación del programa y con base en las ROP 

de 2018, se encontraron algunas deficiencias que recomendaron subsanar en el diseño 

del programa. Entre las observaciones que el INEVAP realizó se encuentran las 

siguientes: 
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• En relación a los riesgos en la implementación del programa, las ROP del PAJF no 

documentan el análisis de riesgos asociados a su operación, ni estableces una 

estrategia para mitigarlos o evitarlos. Estos riesgos pueden limitar el logro de los 

resultados esperados.  

• Las ROP mencionan que la Secretaría emite la o las convocatorias sin especificar 

los medios para que las conozcan las personas interesadas, aunque en la práctica 

solo se publican en la página oficial y el Periódico Oficial de Durango, no 

consideran que hay un limitado acceso al internet por parte de la ciudadanía, lo 

que significa menor cantidad de personas informadas acerca de los apoyos que 

ofrece el programa.  

• En la operación del programa, las bases de datos carecen de depuración y 

actualización por lo que son susceptibles de alguna modificación o alteración de 

datos personales, así como pérdida, duplicidad y/o borrado de la información.  

• El indicador del Fin de la MIR presentada es la “población vulnerable por 

ingresos”, y no a la población objetivo que son las jefas de familia de los hogares, 

esto se debe a que la MIR no corresponde al PAJF. 

• El Programa no cuenta con indicadores claros, relevantes y adecuados que 

permitan medir el desempeño ni el impacto sobre la población objetivo (INEVAP, 

2019). 

Además de estos puntos, existen otros aspectos que pueden ser mejorados, como 

por ejemplo la inclusión de la perspectiva de género para que los bienes y productos, así 

como los procedimientos para solicitar los apoyos y los mecanismos de seguimiento y 

evaluación consideren las particularidades de la población objetivo que son las mujeres 

jefas de familia, para que de esa manera se pueda contribuir al fortalecimiento de las 

capacidades de decisión y autonomía de las beneficiarias.  
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Cobertura del programa a partir de la población potencial, objetivo y atendida 

 

De acuerdo con el INEGI (2015), en el estado de Durango existían 455 989 hogares, el 

29% (130, 995) de ellos tenían jefatura femenina, de los cuales el 39.5% (51 743) 

correspondieron a hogares monoparentales con jefatura femenina en estado de pobreza. 

De estos hogares, el Programa atiende el 0.73%, es decir 384 (13 de ellos fueron 

cancelados y 6 reasignados) hogares (INEVAP, 2018). 

Con base en estos datos, la cobertura del Programa es aun mínimo, en parte 

porque tiene poco tiempo en haberse implementado, pero también puede deberse a otros 

factores que aún no se pueden identificar. No obstante, la cantidad de hogares que 

cumplen con la condición de estar encabezadas por una mujer, son monoparentales y 

están en condiciones de pobreza siguen siendo un campo de acción muy amplio que 

podría ser mejor atendido si se realizan los ajustes al diseño del programa para que 

cumpla con sus objetivos y los de otros instrumentos nacionales e internacionales. En el 

contexto actual, donde los riesgos de caer en situación de pobreza se han agravado con 

la pandemia, podría aumentar el número de hogares que formen parte de esa población 

objetivo y, por consiguiente, muchas mujeres requerirán del apoyo del gobierno para 

sostener a sus familias, por eso la importancia de rediseñar la estrategia y garantizar 

mejores condiciones para el ejercicio de los derechos de las familias afectadas. 
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Análisis del proceso general del programa y procesos clave para cumplir con los bienes y 

servicios 

 

Los principales procesos que se realizan en la ejecución del programa va desde la 

publicación de la convocatoria hasta la evaluación de los resultados en el largo plazo, sin 

embargo, en las reglas de operación no se contemplan algunas actividades que sí tienen 

relevancia para una mayor eficiencia del programa. 

De los procesos que son clave para cumplir con los bienes y servicios del PAJF se 

encuentra el apoyo para que las beneficiarias reciban información y asesoría por parte de 

los operadores del programa para continuar con los trámites para la incorporación, así 

como la comprensión del funcionamiento del programa a partir de las ROP. Otro de los 

procesos que es determinante en la inclusión o no del programa es el estudio 

socioeconómico, donde las mujeres tienen que comprobar mediante las respuestas a un 

cuestionario, además de visitas domiciliarias que confirman la información proporcionada, 

que viven en condiciones de pobreza y que requieren de los apoyos para poder 

emprender un negocio. En este sentido, en la evaluación de la operación del Programa en 

2018 (INEVAP, 2019) se señalan una serie de deficiencias en el seguimiento y apoyo que 

los responsables brindaron a las beneficiarias, donde prácticamente no hubo 

acompañamiento. Estas deficiencias pueden tener serias repercusiones porque el mismo 

desconocimiento de las mujeres puede hacer que se desvíe el uso de los bienes que el 

programa les proporciona, como se indica en el análisis de riesgos que realiza el INEVAP. 

Esta situación va en perjuicio de la confianza de las mujeres hacia la institución y 

viceversa, aunque las más afectadas son las beneficiarias porque se colocan en una 

posición en desventaja al no poder cumplir los compromisos y solicitar nuevamente el 

apoyo del programa. Estas mujeres pierden una oportunidad y se ven imposibilitadas de 
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fortalecer, lo que en las categorías de análisis del presente estudio se define como 

consentimiento legítimo.  

Hay otros procesos que son importantes como la comprobación por parte de la 

solicitante de ser jefa de una familia monoparental, la existencia de dependientes 

económicos y que el proyecto que va a emprender sea viable y rentable, que por los 

trámites que implican y los recursos que se requieren para obtener los documentos para 

comprobar estas acciones, frecuentemente enfrentan obstáculos burocráticos e inversión 

de tiempo que puede ser fundamental tomando en cuenta que nadie más de su familia 

puede hacer esas gestiones. Nuevamente la condición de pobreza, que se encuentra 

asociada a bajos niveles de escolaridad y desconocimiento de sus derechos como 

ciudadanos, influye para que la obtención de esos documentos sea de manera ágil y 

eficiente. No obstante, esto no garantiza que se logre el fin último que es el acceso a los 

beneficios del programa, pues si la respuesta a la solicitud no es positiva, el esfuerzo 

realizado no habrá servido realmente para favorecer a su familia, afectando el rol que 

desempeña en ella. 

En la parte correspondiente a obligaciones de las beneficiarias, se identifican 

algunos procesos que son fundamentales para el buen funcionamiento del programa. 

Entre estas acciones destacan: acatar la normatividad del programa proporcionando la 

información que la Secretaría le solicite, reembolsar el financiamiento otorgado, participar 

en las sesiones de capacitación, participar en las evaluaciones internas o externas, 

comparecer personalmente y recibir las visitas domiciliarias cuando sea necesario por 

parte de la Secretaría. Para realizar estas acciones, la institución instrumentará los 

mecanismos de comunicación directa con las beneficiarias, a efecto de coadyuvar en la 

garantía de sus derechos y cumplimiento de sus obligaciones. Con estas acciones y 

principalmente la que se refiere a la instrumentación de los mecanismos de comunicación 

con las beneficiarias, se puede confirmar la sujeción de las mujeres a las condiciones 
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establecidas por la institución. De las obligaciones mencionadas, hay dos que pueden 

tener repercusiones positivas en las mujeres: la asistencia a cursos de capacitación 

favorece la adquisición de conocimientos y el incremento de las capacidades de las 

mujeres y; la participación en las evaluaciones es importante porque se incluye su opinión 

y su experiencia en una etapa fundamental de la política que sirve para identificar las 

deficiencias y mejorar los resultados del programa en beneficio de las mujeres 

involucradas.  

 

Cumplimiento y avance en los indicadores de gestión y productos. Avance de los 

indicadores de la MIR respecto a las metas 

 

El programa cuenta con algunos mecanismos de verificación de resultados: supervisión 

(visitas para control de uso y destino de los recursos autorizados) y evaluación del 

programa (conforme a sus necesidades y recursos disponibles). Además existen 

mecanismos de auditoría, control y seguimiento por parte de los órganos competentes. 

En las ROP se menciona el establecimiento de una contraloría social que puede 

estar conformada por las beneficiarias, aspirantes o personas de las comunidades donde 

se ejecuta el programa, de manera organizada, con el fin de verificar la adecuada 

ejecución, la correcta aplicación de los recursos públicos asignados y el cumplimiento de 

las obligaciones de las partes (ROP, 2018). En esta parte es fundamental la participación 

de las beneficiarias porque así se considera su opinión a partir de su experiencia como 

actores fundamentales en el proceso de implementación de la política. Esta acción 

reafirma la identidad de las mujeres y les otorga poder para influir en la toma de 

decisiones que están relacionadas con la actividad económica que realizan y los 

beneficios que obtienen de esa actividad. Sin embargo, hasta el 2019 en que el INAVEP 

realiza la primera evaluación, el seguimiento a la operación del programa ha sido 
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deficiente, pues en lugar de realizar las verificaciones contempladas en las ROP, los 

encargados del programa solo hacen llamadas telefónicas con las beneficiarias. Estas 

deficiencias no permiten identificar datos e información relevante para mejorar el 

desempeño de las operaciones, como por ejemplo conocer el número de microempresas 

que hayan recibido los apoyos y que continúen funcionando hasta la actualidad. 

 

Medición de resultados (evaluaciones del programa) 

 

De acuerdo con el INAVEP (2019), en las ROP del PAJF no se cuentan con indicadores 

claros, relevantes y adecuados que permitan medir el desempeño de la intervención, ni 

conocer y valorar el impacto que esta tiene sobre la población objetivo. Esta observación 

es importante porque de esa manera se puede conocer qué alcance ha tenido en la 

disminución de carencias por ingresos económicos, aumento de la inclusión de la jefatura 

femenina en el ámbito laboral, mayores capacidades y conocimientos para mejorar las 

habilidades emprendedoras, e incremento de consumo en los hogares. Por otra parte, es 

importante identificar los riesgos para que se logren los resultados deseados, entre los 

principales factores que pueden afectar el desempeño del programa se encuentran: que el 

entorno económico no favorezca el éxito de los negocios, que no haya un aumento 

significativo de los ingresos monetarios en el hogar y que el apoyo del programa se 

destina para un fin distinto al establecido. Esta misma evaluación pudo identificar las 

principales actividades de los negocios que han sido financiados por el programa: 

miscelánea, venta de comida, papelería, estética, panadería/pastelería/repostería, 

dulcería, venta de ropa/calzado, venta de blancos/novedades, taller de costura, venta de 

cerdos, venta de joyería/bisutería/accesorios, y otros (INEVAP, 2019). 

Lo que se puede concluir de la medición de resultados, es que es necesario que 

se diseñen mecanismos de evaluación del programa que concluya una participación 
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activa de las beneficiarias, con la finalidad de tener de primera fuente si los impactos 

sociales y económicos han sido como se esperaba, o cuáles son los obstáculos que han 

impedido el alcance de las metas. De la misma manera tomar las acciones pertinentes 

para disminuir los riesgos, pues no atenderlos puede truncar los planes de las 

beneficiarias para el manejo correcto de sus empresas y las consecuencias pueden ser 

no solo para el negocio sino principalmente para las mujeres y los demás integrantes del 

hogar. En el caso de la evaluación del INAVEP se puede identificar que la mayor parte de 

las actividades económicas de los negocios que recibieron los apoyos son catalogados 

como propios del género femenino, lo que puede reafirmar los roles sociales de género en 

las actividades productivas.  

 

b) Morelos: Mujeres Emprendedoras (ME) 

 

Uno de los Ejes Transversales del Plan Estatal de Desarrollo (PED) 2018-2024 del Estado 

de Morelos es la Perspectiva de Género. Es pertinente aclarar que, incluso, el mismo PED 

fue diseñado bajo esta perspectiva con la finalidad de incluir a las mujeres en todos los 

sectores productivos, así como reducir las brechas de desigualdad (PND, 2018). Es decir, 

no se trata solo de un Eje Transversal, sino del espíritu mismo del documento. Por lo 

tanto, en el gobierno estatal se debe impulsar la perspectiva de género como práctica 

cotidiana de política pública, con “el propósito de incidir positivamente en alcanzar el 

desarrollo a través de la construcción de sociedades igualitarias” (PED, 2019, p. 354). 

Por otro lado, el Programa Estatal para la Igualdad entre Mujeres y Hombres para 

el Estado de Morelos (2010), aún vigente, tiene entre sus objetivos la institucionalización y 

transversalización de la perspectiva de género en las políticas públicas y en el 

presupuesto del gobierno estatal. Más aún, la Ley de Igualdad de Derechos y 

Oportunidades Entre Hombres y Mujeres en el Estado de Morelos, establece que el 
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gobierno de la entidad debe implementar una política estatal en materia de igualdad, 

teniendo entre sus lineamientos “garantizar que la planeación presupuestal incorpore la 

perspectiva de género, apoye la transversalidad y prevea el cumplimiento de los 

programas, proyectos y acciones para la igualdad entre mujeres y hombres” (Fr. III, 

art.18), y entre sus objetivos el “desarrollo de acciones para fomentar la integración de 

políticas públicas con perspectiva de género, en materia política, social y económica” (Fr. 

II, art.33). 

Con base en tal marco jurídico, en este subapartado se analiza un programa que 

está dirigido a las mujeres del estado de Morelos que realizan alguna actividad económica 

a través de una microempresa. Se denomina Mujeres Emprendedoras, y surge del Fondo 

Morelos, el cual es operado por el Instituto Morelense para el Financiamiento del Sector 

Productivo del Gobierno de Morelos. A continuación, se presentan los análisis del diseño 

y los resultados de la operación del programa. 

 

Evaluación de diseño  

 

▪ Consideraciones de la estructura en el programa: posición social, rol, 

identidad, dominación 

En relación con el problema que pretende atender, de acuerdo con las Reglas de 

Operación (ROP), se diagnosticó un entorno en el que las mujeres no tienen acceso al 

crédito en la banca comercial debido a una serie de barreras jurídicas y culturales. Sin 

embargo, a pesar de que enfrentan estas barreras, cuando llegan a ser receptoras de un 

crédito, amortizan los préstamos en menor tiempo y con mayor responsabilidad que los 

hombres (ROP, 2018). En razón de esto, el Programa tiene como objetivo apoyar con 

crédito en condiciones preferenciales a las actividades productivas y el auto empleo de las 
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mujeres, las cuales además tienen que atender las demandas y necesidades de sus 

hogares, siendo la base del sustento de sus familias.  

Con base en estos elementos, el programa parece encaminarse a reafirmar la 

capacidad de agencia de las mujeres por la responsabilidad que muestran en los 

compromisos adquiridos al contratar un crédito, y que, sin embargo, se ve limitada porque 

no tienen una posición social favorable que les permita disponer de recursos como el 

dinero y capital físico. Es importante decir que, en esta parte (a reserva de que más 

adelante suceda), las ROP no hacen alusión al desarrollo o empleo del capital social de 

ellas ni tampoco al tema del conocimiento, es decir, bienes inmateriales que forman parte 

de la posición social. Tampoco hay mayor problematización del tema, donde se 

consideren otros elementos estructurales, como el rol social de dichas mujeres o su 

identidad, salvo la referencia escueta a la existencia de jefas y sostén de la familia. Por 

último, hay claras referencias al sistema de dominación en el que están inmersas, 

particularmente en el espacio crediticio, pero sin referirlo desde una visión teórica, por 

ejemplo, donde el diseño y criterios operativos no parecen ser propicios para su situación 

en virtud de que se concibe como un espacio masculino, por lo que las interacciones 

sociales que suelen sostener por lo regular son adversas. 

En lo referente a las metas y objetivos estatales y sectoriales a los que se vincula, 

en el PED 2013-2018, el Eje 3, “Morelos atractivo, competitivo e innovador”, contempla 

como una de sus líneas de acción el Fondo Morelos, a través del objetivo estratégico 3.1. 

Fortalecer el mercado interno de la Entidad, y la estrategia 3.1.2. Generar fuentes de 

financiamiento. En lo que respecta a los grupos vulnerables (como las mujeres), destaca 

el objetivo estratégico 2.2. Empoderar a las personas vulnerables en todos los ámbitos de 

la vida familiar, social y comunitaria, y la estrategia 2.2.1. Establecer políticas públicas de 

equidad de género. Por otro lado, el Programa Sectorial de Desarrollo Social (PSDS) 

2013-2018, señala, en su objetivo estratégico 2.1, la necesidad de reducir las condiciones 
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de pobreza, marginación y desigualdad de la población, y en la estrategia 2.1.1, la de 

impulsar la construcción de capacidades y desarrollo de habilidades para la inclusión, 

equidad y desarrollo integral de la población.  

Si se toma en cuenta que el objetivo del programa es “apoyar con crédito en 

condiciones preferenciales a las actividades productivas y el autoempleo de las mujeres 

morelenses, a través de grupos solidarios y créditos individuales” (ROP, 2018, p. 5), se 

advierte una alineación con los objetivos estratégicos y estrategias tanto del PED como 

del PSDS arriba señalados. Sin embargo, se trata de una alineación muy general, debido 

a que el planteamiento estratégico del gobierno del estado está redactado con conceptos 

tan amplios que realmente no se observa a ese nivel un enfoque para favorecer la 

equidad de género. Incluso la estrategia 2.2.1 Establecer políticas públicas de equidad de 

género, no se encuentra vinculada a ningún otro planteamiento, sino que está aislada en 

el documento, como si fuera parte de un compromiso formal que no tiene manera de 

trasladarse hacia acciones concretas e interrelacionadas en distintos sectores. Cabe 

mencionar, por ejemplo, que en muchos PED la equidad de género ya es una estrategia 

transversal, orientando el diseño de políticas públicas diferenciadas para que las mujeres 

puedan disminuir la brecha histórica con respecto a los hombres en materia política, 

laboral, cultural, económica, entre otras. 

Desde la teoría, de lo anterior se deduce una priorización, probablemente 

inadvertida, de la capacidad de agencia de las mujeres con base en el reforzamiento de la 

posición social, ya que se mencionan conceptos como financiamiento, empoderamiento y, 

finalmente, ya en el programa, el crédito. No se ve en todo ello un alcance para la 

afectación de los distintos componentes de la estructura social que posibilita la 

dominación masculina. Como antes se comentó, incluso no parece ser el interés de la 

administración 2013-2018. En realidad, la mayoría de los planteamientos estratégicos 

están diseñados para su traducción a políticas que involucren tanto a mujeres como a 
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hombres y su aterrizaje en el programa, a través de créditos, incide solo en la 

disponibilidad de recursos físicos (dinero y capital físico), permaneciendo inalterados, por 

lo menos hasta aquí, el rol social, la identidad y, probablemente también las relaciones de 

dominación que padecen las beneficiarias en su entorno. Todo dependerá del monto de 

los apoyos, si hay otra variedad de los mismos y la mecánica de operación del programa, 

lo cual se irá revisando a detalle más adelante.  

Con referencia a la descripción de los objetivos del programa así como de los 

bienes y servicios que ofrece, primero, el objetivo del programa, de acuerdo con las ROP, 

consiste en apoyar con crédito en condiciones preferenciales a las actividades productivas 

y el autoempleo de las mujeres, a través de grupos solidarios (entre 5 y 10 mujeres, 

donde no puede haber 2 personas de la misma familia), créditos individuales y los apoyos 

para la permanencia de Empresas de la Mujer Morelense (entre 2 y 10 mujeres). 

Importantísimo resaltar el tema de los grupos solidarios, más allá de los montos 

otorgados, pues es claramente una intención de generar capital social, y con base en él, 

permitir que la capacidad de agencia de las mujeres sea mayor. Ahora bien, los 

elementos del objetivo solo permiten establecer que se busca el cambio en un aspecto 

concreto de la estructura: la posición social, es decir, hay dotación de recursos físicos e 

inmateriales.  

En segundo lugar, en lo relativo a los créditos que se otorgan como Componente 

del programa, se establecen varios niveles y, dependiendo de este, se estipula la cantidad 

que se podría recibir. Los montos oscilan entre 2 500 y 30 000 pesos en el caso de los 

créditos a grupos, y entre 2 500 y 40 000 pesos en los créditos individuales. ¿Qué 

significa esto en términos teóricos? Como se comentaba con relación a los elementos del 

objetivo, el otorgamiento de créditos contribuye al acceso a recursos físicos por parte de 

las mujeres, por lo que se fortalece su posición social, siempre y cuando haga un manejo 

adecuado de esos recursos y cumpla con los requerimientos del programa. 
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En lo que respecta al diagnóstico del problema que atiende el programa 

describiendo causas y efectos, las reglas de operación no hacen alusión a ello, tampoco 

se encontró evidencia en otro documento. Solo se hace referencia a una serie de 

supuestos centrados en la factibilidad del programa, más que en el origen de su diseño: 

que las mujeres representan un riesgo crediticio bajo; que las personas de bajos recursos 

suelen ser moralmente comprometidos a la hora de reembolsar los créditos; que a pesar 

de las barreras jurídicas y culturales que enfrentan las mujeres para acceder al crédito, 

amortizan los préstamos en menor tiempo y con mayor responsabilidad y, que estos 

programas contribuyen a mejorar el bienestar general de la familia y mejoran las 

condiciones sociales y culturales de las mujeres al aumentar sus ingresos. 

La carencia anterior no es cosa menor, ya que se trata del núcleo en el diseño del 

programa, pero, además de la falta de empleo de la metodología de Marco Lógico para la 

construcción de su Matriz de Indicadores para Resultados (MIR). Eso significa que no hay 

condiciones estructurales bien diagnosticadas como para lograr su transformación, por lo 

que solo se identifica, como se señalaba en el punto anterior, la intención de modificar la 

posición social de las beneficiarias a partir de los créditos (recursos físicos) y de su 

organización en el desarrollo de proyectos mediante grupos solidarios (capital social). Sin 

embargo, la gravedad del asunto es que al tampoco conocer bien los efectos del 

problema que origina el programa, no se sabe claramente a qué objetivo institucional, 

sectorial o de la planeación estatal contribuye éste. 

Por su parte, en lo relativo a la definición de población potencial y objetivo en 

documentos oficiales y/o en el diagnóstico del problema, las ROP indican que en 

cualquiera de las tres modalidades (grupos solidarios, individuales y Empresas de la 

Mujer Morelense), los créditos están dirigidos a mujeres (en el caso de Empresas de la 

Mujer Morelense, jefas de familia) entre 18 y 70 años que tengan en operación una 

actividad económica, exceptuando de este tope de edad a mujeres que ya han 
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demostrado buen comportamiento crediticio y que mantengan su actividad económica. 

Tales actividades pueden ser de tipo industrial, comercial, servicios o agroindustrial, y que 

sean microempresas que no rebasen ventas mensuales por 75 mil pesos. Como se ha 

mencionado y de acuerdo con el INEGI (2017), 153 330 (30.97%) hogares en el estado 

tienen una jefatura femenina, de este universo, el programa, en una de sus vertientes, se 

focaliza en aquéllas que tienen alguna microempresa. De todo ello se deduce que, 

además de la edad, la gran condicionante es tener una actividad económica. Parece ser 

que si apenas se piensa emprenderla, se está fuera del grupo de beneficiarias 

consideradas para el apoyo. 

Lo anterior significa que se consideran los tres componentes estructurales dentro 

de la definición de la población objetivo: posición social, rol social e identidad. En la 

vertiente de Empresas de la Mujer Morelense se habla de jefas de familia, un rol social 

básico en el espíritu de programas de apoyo; no obstante, en general, se habla de 

empresarias. Con esto último también se alude al tema estructural de la identidad, ya que 

parece que existe la semilla, en ellas, del desarrollo de ideas de agencia, donde se 

busquen capacidades con la finalidad de una transformación del entorno. Por último, y 

esto es un aspecto en contra del diseño del programa, se condiciona a que las mujeres 

tengan cierta posición social, es decir, que cuenten por lo menos con algo de dinero y 

capital físico. 

Con respecto a la información sistematizada del programa que permita conocer las 

características de las solicitantes, no se encontró registro. Solo se puede agregar que, 

además de los requisitos ya mencionados, se señalan algunas características como la 

antigüedad en su actividad productiva, el arraigo en la colonia o comunidad, 

reconocimiento como persona seria y cumplidora, además de demostrar con el estudio 

socioeconómico su condición de vida y que no haya adeudos vencidos. Todas estas 

categorías pueden reportarse en las bases de datos en las que se administre el padrón de 
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beneficiarias del programa. Ahora bien, ¿qué representan? El tema de la antigüedad en la 

actividad productiva, que no haya adeudos vencidos y el estudio socioeconómico, 

demuestran la intención de hacer un perfil que permita conocer el acceso a dinero y 

capital físico por parte de las beneficiarias. Por su parte, el tema del arraigo en la colonia 

o comunidad, así como el reconocimiento como persona seria y cumplidora se refiere al 

capital social con que cuentan. Por lo tanto, las características de interés para el 

programa se sintetizan en una categoría: conocer su posición social. Para que una 

intervención tenga mayores probabilidades de impacto, concretamente, desde el enfoque 

de la perspectiva de género, es importante adicionar elementos del rol social, pero 

especialmente, de la identidad de las beneficiarias, a fin de direccionar la operación y los 

resultados a la generación de una agencia orientada al desarrollo de capacidades. 

En lo que tiene que ver con los mecanismos de elegibilidad y/o metodología de 

focalización, el programa está dirigido a mujeres de todo el estado de Morelos, pero la 

focalización se determina a través de condiciones como la edad, las actividades 

económicas a las que se dedican las solicitantes, la realización del estudio 

socioeconómico para determinar si reúne las condiciones sociales y económicas para 

acceder al crédito, y la consulta de su historial en el buró de crédito. Si se toma en cuenta 

el espíritu del programa, tales criterios funcionan más como candados que como guía 

para impactar a la población que más lo requiera. De fondo está un objetivo principal: que 

el programa sea autosostenible, por ello el mayor peso se da en buscar a mujeres en una 

posición social contrastante con la de aquéllas que debieran ser las beneficiarias. Al 

parecer, para poder acceder al crédito ofertado, hay que tener cierta disposición, por lo 

menos, de capital físico. 

Con respecto a los procedimientos para otorgar bienes y servicios congruentes 

con la población objetivo, es preciso referir que la mecánica operativa del programa se 

sustenta en cinco fases: promoción del programa por parte de la Secretaría de Economía, 
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las cámaras empresariales y el Fondo Morelos; la aprobación de los proyectos después 

de que el Fondo realice los estudios de evaluación técnica y financiera; el rechazo de las 

solicitudes de financiamiento cuando no se cumplen los requisitos; el financiamiento de 

acuerdo a la modalidad cuando se aprueban los proyectos, y la supervisión y seguimiento 

de los proyectos financiados. Particularmente, de la aprobación y rechazo de proyectos se 

deduce que se concentra en los miembros del Comité de Evaluación de Financiamiento 

del programa la facultad de decidir sobre la posición estructural de las solicitantes 

(posición social, rol e identidad), lo cual es delicado si se piensa, sobre todo, en dos 

cuestiones directamente relacionadas: al considerar las relaciones de dominación 

(asimétricas) que padecen generalmente las mujeres en posiciones vulnerables, quienes 

probablemente son la mayoría de las solicitantes de apoyo y, en contraparte, si se toma 

en cuenta que los principales criterios para la aprobación de los proyectos tienen que ver 

con su factibilidad financiera y con las garantías de pago de las beneficiarias elegidas 

también como producto de la reconstrucción de su perfil crediticio. Es decir, el espíritu del 

programa no parece ser el impulso de una agencia orientada al desarrollo de capacidades 

en las mujeres apoyadas, sino un servicio más a un grupo vulnerable cualquiera al que se 

le otorgan tasas de interés menores a las del mercado. 

Con respecto a la correspondencia entre el resumen narrativo de la MIR y las 

reglas de operación del programa, es preciso comentar que hay correspondencia entre la 

mecánica de operación señalada en las ROP y las Actividades de la MIR, así también 

entre el tipo de apoyos y los Componentes, donde no hay correspondencia es en los 

objetivos secundarios de las ROP y los Componentes. Ahora bien, las discrepancias 

severas inician en los objetivos más importantes: los de nivel de Propósito y Fin. En 

cuanto al primero, no hay relación directa con el objetivo general del programa. Los 

factores relevantes del objetivo son las mujeres morelenses y el crédito en condiciones 

preferenciales a actividades productivas. En los dos Propósitos se enuncian elementos 
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similares pero que no son exactamente lo mismo, lo que entorpece el diseño de los 

bienes y servicios más adecuados. En uno de ellos la población objetivo son 

microemprendedoras, mucho más acotado que mujeres morelenses, en el segundo, 

proyectos productivos. Esto habla de un programa que no está alineado en términos 

operativos, y que probablemente no esté diseñado desde la metodología de Marco 

Lógico. En relación con el Fin, como antes ya se enunció, su nivel no es el propio de un 

objetivo de este tipo. Su alcance está dentro del programa, pero lo más importante, no 

alude a la búsqueda de resultados en términos de perspectiva de género.  

En relación con los elementos estructurales que debería considerar un programa 

con un diseño desde la perspectiva de género, es decir, posición social, rol social, 

identidad y dominación, cabe concluir que este solo incide de manera poco clara en la 

posición social, al financiar proyectos y alentar la organización, dotando de recursos 

físicos y capital social, sin embargo, no está diseñado para incidir en el resto de 

componentes estructurales, por lo que claramente adolece de un enfoque de género en 

su diseño y está más centrado en incentivar, como tradicionalmente se hace tomando en 

cuenta otros programas, las actividades productivas per se.  

 

▪ Consideraciones de la agencia en el programa: consentimiento legítimo, 

decisiones transformadoras de desigualdades 

 

Con respecto a la descripción de los objetivos del programa así como de los bienes y 

servicios que ofrece, es preciso comentar que el programa no parece haber empleado la 

metodología de Marco Lógico (a pesar de que Morelos tiene un andamiaje institucional 

para un Sistema de Evaluación del Desempeño que data de los años 2015 y 2016), lo que 

implica que no se tomó en cuenta a la población objetivo para el diseño del tipo de apoyo. 

De esto se deduce que se trata, más que de una política pública, de una gubernamental, 
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es decir, diseñada desde el escritorio. Lo anterior tiene como consecuencia que las 

beneficiarias sean, realmente, receptoras de beneficios, en otras palabras, sujetos 

pasivos, lo que implica que, por lo menos en este punto, no exista realmente un 

consentimiento legítimo en el tipo de apoyo que reciben, pues no hay más alternativas.  

En el análisis de la vinculación del propósito del programa con los objetivos del 

programa sectorial o especial, se identifica  una asociación a partir de los factores 

relevantes de la redacción. Esto no es algo improbable pues se tienen objetivos y 

estrategias muy amplias en el sentido de empoderar a las mujeres. Sin embargo, en el 

diseño del programa se anteponen objetivos como la viabilidad y rentabilidad de la 

empresa, seguido de la satisfacción de las necesidades básicas de la familia con el 

aumento de la generación de ingresos, que no son necesidades y demandas propias de la 

mujer. En realidad, parece tratarse de un programa donde la toma de decisiones de ellas 

está muy acotada a las reglas de operación y sin beneficio transformativo. ¿Qué implica 

todo ello? Que probablemente solo sea posible lograr un cambio, en todo caso, en un 

componente de la estructura, pensando en el alcance máximo del impacto del programa. 

En lo referente a los procedimientos para otorgar bienes y servicios congruentes 

con la población objetivo, es factible afirmar que no existe un consentimiento legítimo de 

las beneficiarias en su participación dentro del programa, toda vez que se trata de un 

diseño cerrado en el que ellas son sujetos cuasi pasivos dentro de una política que deja 

poco espacio a la capacidad que tienen de ayudar al ajuste constante del programa para 

ofertar un servicio más eficaz. En este sentido, a pesar de que hay un margen de 

maniobra en el diseño y tipo de proyecto, finalmente están cerca de ubicarse en la 

categoría de receptoras de beneficios, pues sus ideas y anhelos de negocio se ven 

constreñidos por la forma de tomar decisiones en el programa. 

En lo que tiene que ver con las actividades de la MIR por cada componente, 

ordenadas cronológicamente e imprescindibles, se tienen cinco, las cuales sí se 
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encuentran ordenadas de manera cronológica y se observan como las mínimas 

indispensables, desde la promoción de los apoyos hasta su autorización. Ahora bien, si se 

analizan desde el impulso a la agencia, concretamente, desde el concepto de 

consentimiento legítimo, hay un punto de interacción entre los servidores públicos y las 

solicitantes de apoyo: en la segunda actividad, es decir, asesoría para la integración del 

expediente. Al analizar la situación desde la perspectiva de la solicitante, su margen de 

maniobra es reducido, teniendo que ajustar su idea a los consejos del asesor para que 

pase el filtro, posteriormente, de la factibilidad técnica y financiera. Hasta ahí termina todo, 

es decir, en caso de ser exitosa su gestión, no será una receptora de beneficios como en 

otros programas, pero tampoco será una creadora de beneficios. Esto debido a que en 

realidad la mecánica de operación del programa tiene un diseño cerrado. Por lo tanto, no 

hay consentimiento legítimo. 

En lo que respecta a los componentes como los bienes y servicios que produce el 

programa y generan el propósito junto con los supuestos, se tienen tres: en lo que 

respecta a la modalidad de grupos solidarios, es “apoyar con financiamiento a Mujeres 

que tengan en operación una actividad económica formal, informal o semiformal, que se 

integre en grupos solidarios con actividades productivas distintas” (ROP, 2018, p. 20); en 

la modalidad de crédito individual es “financiamientos otorgados a: mujeres que tengan en 

operación una actividad económica formal, informal o semiformal” (ROP, 2018 p. 21) y, 

por último, en la modalidad Empresa de la Mujer Morelense es “apoyar con financiamiento 

a Mujeres que provengan del programa estatal Empresas de la Mujer Morelense, que 

tengan en operación una actividad económica formal, informal o semiformal, que se 

integren en grupos solidarios con actividades comunes” (ROP, 2018, p. 22). Todos los 

componentes están al mismo nivel, es decir, son causa directa de la materialización del 

propósito. En realidad su variación se centra en la(s) receptora(s) del apoyo.  
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Si se analizan desde los conceptos de consentimiento legítimo y decisiones 

transformadoras de desigualdades, se puede concluir lo siguiente: no hay consentimiento 

legítimo en función de que en el financiamiento la o las receptoras del apoyo, a pesar de 

la existencia de la mediación del diseño de un proyecto, si bien no son receptoras de 

beneficios de manera completamente pasiva, debido al diseño cerrado del programa sí 

ajustan bastante su propuesta, atendiendo a lo que se les indica en las asesorías para 

tener más oportunidad de que su solicitud sea aprobada; tampoco se toman decisiones 

transformadoras de desigualdades en razón de que todas las resoluciones tomadas por 

las receptoras del apoyo están muy acotadas a las reglas de operación, y si se toman en 

cuenta los montos otorgados (máximo de 40 000 pesos en proyecto individual y de 30 000 

en los colectivos) es también altamente probable que tampoco haya un beneficio 

transformativo, pues lo más probable es que se incida de manera muy moderada en 

algunos elementos de su posición social, particularmente, en la dotación de dinero y tal 

vez, en la generación de capital social, pero nada realmente suficiente como para 

empezar a transformar las relaciones de dominación que padecen en su entorno. 

Con relación al propósito como único; como consecuencia directa de los 

componentes y del cumplimiento de los supuestos, e incluyente de la población objetivo 

en su redacción, en el programa se tienen dos: el primero es “lograr que 

Microemprendedoras accedan a fuentes de financiamiento competitivo para lograr el 

crecimiento, formalización y sostenibilidad de sus negocios” y, el segundo, “fortalecer y 

consolidar proyectos productivos y de autoempleo, mediante el otorgamiento de 

microfinanciamiento individual” (ROP, 2018, pp. 20-22). En relación con ello, es 

importante, en primer lugar, aclarar que, dentro de la metodología de Marco Lógico, está 

prohibido tener más de un Propósito, pero además se redactan tomando en cuenta los 

factores relevantes del objetivo general, los cuales, en este caso, no corresponden 

plenamente. Asimismo, los Componentes para grupos se confunden con el Propósito 
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grupal. Por si fuera poco, la redacción es incorrecta, pues no se reporta como un logro 

concluido, sino que es la tradicional de un objetivo, iniciada en infinitivo en lugar de con la 

población objetivo, aunque ésta sí está presente en el enunciado. 

En lo que respecta al análisis del Propósito, o de los Propósitos en este caso, con 

base en el concepto de decisiones transformadoras de desigualdades, es importante 

extraer dos conceptos de su redacción: sostenibilidad y consolidación. El primero se 

encuentra en el resultado buscado en los apoyos grupales; el segundo, en los 

individuales. ¿Cuál es el trasfondo de esto? Son conceptos económico-financieros. Por lo 

tanto, se trata de un programa que tiene la encomienda de apoyar negocios, en lo posible 

prósperos, para con ello asegurar el retorno del préstamo y también para dar resultados. 

Lo anterior parece una obviedad, sin embargo, esto obliga al diseño y a la apuesta por 

proyectos que entren en un terreno conocido, donde el riesgo sea bajo y se pueda 

asegurar cierto volumen de ventas. Desde luego lo anterior, en primer lugar, no asegura el 

éxito, pero en esta lógica, hace que haya mayor aversión por propuestas que sean 

originales y que tengan objetivos que vayan más allá de los económicos si es que se trata 

de algo innovador, autogestivo y, sobre todo, para lo que se requiera liderazgo. Por ello se 

considera que las decisiones que pueden tomar las beneficiarias dentro de este programa 

son muy acotadas a las reglas de operación y, por lo tanto, sin beneficio transformativo. 

Sobre todo, si se recuerdan los montos de los apoyos. Por ello se cree que si hubiera un 

cambio en las condiciones estructurales en las que viven las beneficiarias, sería solo en 

su posición social, y como antes se comentó, debería ser muy poco perceptible en cuanto 

a dotación de recursos físicos y capital social. 

Con referencia al Fin claramente especificado, como objetivo al que el programa 

solo contribuye y vinculado a objetivos estratégicos sectoriales, en la MIR del programa se 

reporta el siguiente: “Lograr que Micro, Pequeñas y Medianas Empresas accedan a 

fuentes de financiamiento competitivo para lograr la sostenibilidad de sus unidades 
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económicas” (ROP, 2018, p. 20). Se trata de una redacción errónea, pues no se aclara 

que el programa solo “contribuye” a la consecución del Fin con el poco alcance que tiene, 

siendo uno más de los diversos programas de distintas oficinas gubernamentales que 

deben aportar acciones y recursos al cumplimiento de un objetivo de tal nivel, por ser 

sectorial o de una esfera de gobierno en su conjunto, por ejemplo, extraído del Plan 

municipal, estatal o nacional de desarrollo. Por otro lado, dicho objetivo no se encuentra 

alineado a ninguno de los que impliquen una perspectiva de género, sino que se trata de 

un objetivo meramente económico. Por lo tanto, si se analiza desde las decisiones 

transformadoras de desigualdades, las conclusiones son las mismas que en otros 

elementos de la MIR: se trata de un programa que no está diseñado para lograr cambios 

estructurales en la vida de las acreditadas. En consecuencia, tiene más sentido, a pesar 

de que el Propósito y el Fin estén mal diseñados, la relación economicista que guardan en 

la MIR, que pensar en un programa que refleja una perspectiva de género. Lo anterior a 

pesar del tipo de población objetivo que enuncia. 

En lo relativo a la correspondencia entre el resumen narrativo de la MIR y las 

reglas de operación del programa, si se analiza desde los conceptos de agencia, es decir, 

el consentimiento legítimo y las decisiones transformadoras de desigualdades, se puede 

concluir lo siguiente: el programa, como se ve en las actividades y en la manera de 

otorgar los créditos, tiene un diseño cerrado. Al final, las beneficiarias están más cerca de 

ser receptoras pasivas de beneficios que de ser creadoras de ellos en una interacción 

constante con los administradores del programa. Además, como también se puede 

apreciar en las Actividades de la MIR y en el tipo de Componentes, las decisiones están 

muy acotadas a las reglas de operación y no se aprecia que se pueda generar una 

transformación en las condiciones estructurales de la vida de las beneficiarias. En 

síntesis, no hay espacio para la toma de decisiones transformadoras de desigualdades. 
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Evaluación de resultados 

 

Con respecto a la identificación de Aspectos Susceptibles de Mejora (ASM) y porcentaje 

de solventados, es preciso comentar que solo una de las vertientes del programa, la 

referida a Empresas de la Mujer Morelense, ha sido evaluada previamente, en virtud de 

que en realidad se trataba de un programa diferente. Dicha evaluación fue integral y se 

realizó en 2015. Al respecto, cabe señalar que resultaron 24 ASM. De estos, en 2016 solo 

se reportó el avance de tres de ellos. Pero lo que llama la atención es que las 

adecuaciones surtieron efecto en el Programa Mujeres Emprendedoras y no en el de 

Empresas de la Mujer Morelense. De hecho, uno de los aspectos reportados, con un 

avance del 30% en ese momento, fue el vínculo entre las administraciones de ambos 

programas. Se propuso como fecha de término para la nueva organización de estos el 31 

de julio de 2017. Con la vinculación, se presume la intención de fortalecer ambos 

programas para unir recursos y coordinación. Esto, en términos reales, debido a todo lo 

explicado previamente, podría tener efecto, si acaso, en la posición social de las 

beneficiarias, aunque no de manera trascendental. Lo que implica que en realidad en la 

mecánica de operación no hay un consentimiento legítimo debido al diseño cerrado del 

programa, anulando la posibilidad de que se tomen decisiones transformadoras de las 

desigualdades. 

En lo que tiene que ver con la cobertura del programa a partir de la población 

potencial, objetivo y atendida, Mujeres Emprendedoras tiene como población potencial 

aquellas féminas entre 18 y 70 años. Entre ellas, se consideran en la población objetivo 

las que tengan en operación una microempresa con una actividad económica formal, 

informal o semiformal en cualquiera de los sectores industrial, comercial, servicios o 

agroindustria. En relación con lo anterior, es preciso aclarar que no se encontró evidencia 

documental, generada por el propio programa, de la población objetivo total, sin embargo, 
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por otros medios se corroboró que para el año 2017 habían, entre abril y junio, 52 518 

micronegocios manejados por mujeres,11 por lo tanto, la población objetivo de 2018 debió 

ser muy similar. En contraste, en el sexto informe de gobierno de la administración estatal 

se refiere que para junio de 2018 se habían apoyado 2 125 negocios de Mujeres 

Emprendedoras Grupal (2 632 empleos conservados), 334 de Mujeres Emprendedoras 

Individual y 21 de la Mujer Morelense. A los primeros negocios se les otorgó, en 

promedio, un crédito por 16 413 pesos, a los segundos por 22 270 pesos y, en los de 

Mujer Morelense, de 11 500 pesos.12  

Si se cruza la información de las mujeres potenciales a atender, equivalentes al 

número total de micronegocios femeninos en 2017, con los apoyos hasta junio de 2018, 

se tendría una cobertura aproximada, en ese momento, de 6%. Es posible que hubiera 

alguna variación con los datos anuales de micronegocios atendidos, pero lo más probable 

es que esta no rebasara un 5%. Por lo tanto, se puede concluir que la cobertura aún no es 

sustancial. Por otro lado, si se toman en cuenta los apoyos promedio, el diseño del 

programa, además de su cobertura, se advierte una permanencia casi inalterada de los 

componentes estructurales (posición social, rol social, identidad) que limitan el marco de 

acción de las acreditadas en su vida cotidiana, permaneciendo las relaciones de 

dominación que padecen en su entorno. 

Sobre el análisis del proceso general del programa y procesos clave para cumplir 

con los bienes y servicios, de las ROP y de la MIR se deduce que además de la reunión 

para el papeleo del crédito ya aprobado, hay dos momentos de interacción entre las 

solicitantes y los servidores públicos del programa. Por un lado, de acuerdo con las 

Actividades de la MIR, existe una asesoría para la integración del expediente donde 

 
11 INEGI. Dirección General de Estadísticas Sociodemográficas. Encuesta Nacional de Ocupación 

y Empleo 2017. Tabulados básicos. www.inegi.org.mx (22 de agosto de 2017). 
12 Sexto Informe de Gobierno 2013-2018. Morelos. Poder Ejecutivo. Recuperado en: 

https://www.hacienda.morelos.gob.mx/images/docu_planeacion/planea_estrategica/informesYanex
os/Sexto_Informe_de_Gobierno.pdf 
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podría haber espacio para que se oriente el proyecto en función de la superación de los 

estudios de viabilidad técnica y financiera, pues en las ROP se establece que un criterio 

fundamental es analizar si el negocio está en la posición de generar las utilidades 

necesarias para poder ir cubriendo los pagos del crédito. Ahora bien, no hay más 

información sobre el tipo de interacción que sucede en este momento de la operación. Por 

su parte, el segundo espacio de vinculación ocurre cuando el promotor del programa hace 

una visita de campo para hacer un estudio socioeconómico. Si se analizan ambos 

momentos desde la idea que les da origen, es decir, economicista o relativa a asegurar la 

capacidad de pago, entonces se puede inferir que el diseño de los procesos del programa 

no está orientado a que ocurran cambios en las condiciones estructurales (posición social, 

rol social, identidad, relaciones de dominación) de la vida de las solicitantes. Por lo tanto, 

tampoco hay un consentimiento legítimo en tal participación, ya que el diseño del 

programa es cerrado y, tomando en cuenta la mecánica de operación, las beneficiarias 

terminan siendo casi receptoras de beneficios, pues aunque se trata de un proyecto que 

ellas promueven, tienen que lidiar con unas reglas del juego rígidas y centradas en la 

sostenibilidad del programa, únicamente.  

En lo referente al avance de los indicadores de actividades, componentes, 

propósito y fin de la MIR con respecto a sus metas, el programa no tiene información 

disponible sobre la Matriz en general para 2018. El único indicador reportado se refiere al 

porcentaje de créditos otorgados a mujeres emprendedoras en el estado. El resultado, 

con respecto a la meta programada, es del 100%, teniendo un avance real de 100.15%, 

es decir, se programaron 4800 créditos y se otorgaron 4807, entre individuales y 

colectivos.13 Parece un gran resultado, salvo que no corresponde a ninguno de los 

indicadores de la MIR. Por ejemplo, el indicador de Propósito tanto para créditos 

 
13 Indicadores de resultados. Instituto Morelense para el Financiamiento del Sector Productivo. 

Recuperado en: http://www.fondomorelos.gob.mx/da/IPR/2018/4T28.pdf 
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individuales como colectivos es “porcentaje de empresas financiadas con respecto al 

número de empresas que demandan crédito en el programa” (ROP, 2018, p. 20). Es decir, 

se trata de un indicador de eficacia, que da cuenta de la capacidad real para atender la 

demanda, no de una meta que había qué cumplir aunque no estuviera asociada a ningún 

indicador estratégico.  

Ahora bien, dado que el programa es rígido, sin espacios para la participación de 

las solicitantes, el planteamiento estratégico de la MIR, sin importar que no se conozcan 

los avances de indicadores estratégicos y de gestión, está centrado en monitorear la 

operación desde el diseño actual, por lo que no hay indicadores que busquen medir la 

participación de las solicitantes sino la recepción de beneficios, con lo que se anula 

cualquier espacio para un consentimiento legítimo de las mismas y, por lo tanto, para la 

toma de decisiones transformadoras de desigualdades. 

Con respecto a la documentación de resultados a nivel FIN y Propósito: 

indicadores MIR, evaluaciones que no son de impacto, impacto de estudios de programas 

similares, evaluaciones propias que son de impacto, la administración del programa no es 

transparente en el manejo de la información. No se cuenta con reportes de indicadores 

estratégicos o de gestión, tampoco con evaluaciones recientes al programa de las que se 

puedan extraer conclusiones valiosas. Además, no se han reportado estudios que hayan 

realizado, a manera comparativa, con programas similares en otras latitudes. Pero, 

independientemente de todo ello, luego del análisis minucioso de aspectos fundamentales 

del diseño de este programa y de la manera que reportan algunos resultados parciales, se 

puede afirmar de manera contundente que no se encuentra elaborado desde una 

perspectiva de género, y que por lo tanto, no favorece un consentimiento legítimo de las 

solicitantes en lo relativo a la mecánica operativa y el abanico de opciones que pudieran 

proponerse, en consecuencia, tampoco la toma de decisiones transformadoras de 

desigualdades. 
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c) Zacatecas: Fondo para el Fomento Productivo de la Mujer (FFPM) 

 

Este Fondo fue manejado hasta el ejercicio 2018 por la Secretaría de las Mujeres del 

gobierno del estado. Se dividió en dos programas: 1.- Iniciando tu negocio (PIN) y, 2.- 

Fortalecimiento empresarial (PROFEM). Los programas eran complementarios, pues 

ofrecían los mismos productos y servicios, pero lo hacían en momentos distintos de la 

empresa de la solicitante. En el primero se trataba de otorgar créditos para ser utilizados 

en materializar una idea de negocio; en el segundo, de créditos para su consolidación y 

crecimiento. Hasta ahí las diferencias, en cuanto a sus objetivos, población objetivo, tipos 

de apoyo y mecánica de operación, se trataba básicamente del mismo programa. El 

análisis que se presenta a continuación, está redactado de manera atemporal o presente 

gnómico.  

 

Evaluación de diseño  

 

▪ Consideraciones de la estructura en el programa: posición social, rol, 

identidad, dominación 

 

En cuanto al problema que pretende atender, el Fondo para el Fomento Productivo de la 

Mujer, diseñado en el gobierno de Zacatecas, está planteado, tanto en su fundamentación 

jurídica como en su diagnóstico, para disminuir, en términos generales, la diferencia en el 

acceso a recursos económicos y financieros entre hombres y mujeres, centrándose, 

concretamente, en mujeres en estado de vulnerabilidad: las que son víctimas de violencia, 

migrantes en retorno, indígenas, de comunidades rurales y periodistas (Reglas de 

Operación, 2018). Esto habla de una focalización que parte de la comprensión de la 
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complejidad estructural en la que viven las mujeres, particularmente, de la mediación de 

varias condiciones que acrecientan la desventaja social de su situación de mujer, o, en 

otras palabras, la desventaja en la división sexual del trabajo. No obstante, en la 

introducción del Fondo se hace énfasis solamente en el tema de la posición social de las 

mujeres, concretamente, en su acceso a dinero y capital físico en general, pero, hasta 

este punto, no se alude a la capacidad para su organización (capital social) o el desarrollo 

de su capital humano (conocimiento), aspectos que, entre todos, potencializan la propia 

posición social. Por otra parte, el programa, en su planteamiento, no profundiza en la 

relación de la posición social con el rol social de cada mujer beneficiaria, sin embargo, sí 

plantea el tema de la identidad al establecer, como antes se comentó, la prioridad de 

atender a mujeres en condiciones muy concretas de vulnerabilidad, lo que alude a la 

intención de promover ideas de agencia, de la generación de capacidades y de la 

transformación de su entorno inmediato. Aunque es preciso aclarar que en esta parte es 

prácticamente imposible saber si se tiene real incidencia en la identidad de las 

beneficiarias. 

En lo que tiene que ver con las metas y objetivos estatales y sectoriales a los que 

se vincula, el objetivo general del Fondo es  

contribuir al empoderamiento económico de las mujeres en el estado, 

prioritariamente las víctimas de violencia, de comunidades rurales, indígenas, 

migrantes en retorno y periodistas, a través de los programas de financiamiento 

del Fondo para el Fomento Productivo de la Mujer (Reglas de Operación, 2018, p. 

111).  

Tal objetivo se alinea con el Eje 2, Seguridad Humana, del Plan Estatal de 

Desarrollo 2017-2021, particularmente a su línea estratégica 2.7 Igualdad sustantiva entre 

mujeres y hombres, y dentro de ella, a la estrategia 2.7.3 Promover la participación plena 

y efectiva de las mujeres y la igualdad de oportunidades en todos los ámbitos de la vida 
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política, económica y pública. En tal estrategia, el programa atiende a tres metas 

estratégicas concretas: Generar opciones productivas para la autonomía económica de 

las mujeres; asegurar el enfoque de género en las Reglas de Operación de los programas 

de financiamiento de proyectos productivos y, apoyar a las mujeres emprendedoras o 

empresarias con especial énfasis a mujeres rurales e indígenas (Plan Estatal de 

Desarrollo, 2017, pp. 90). Asimismo, el objetivo general del Fondo está vinculado con el 

“Componente 3. Gestiones para el desarrollo de la autonomía económica de las mujeres 

del Estado realizadas, del Programa para la Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado 

de Zacatecas 2017-2021” (PROIGUALDADEZ 2017-2021, p. 106). 

Es evidente la alineación del Fondo con el Plan Estatal de Desarrollo y con el 

PROIGUALDADEZ, particularmente en lo que tiene que ver con una idea muy concreta: el 

empoderamiento económico o la autonomía económica de las mujeres. Esto tiene que ver 

claramente con el intento de romper el ciclo de división sexual del trabajo. La duda que 

persiste es si la sola distribución de recursos rompe una sociedad patriarcal. Por lo pronto, 

es evidente que el programa busca incidir en la estructura de dominación mediante el 

fortalecimiento de la posición social de las beneficiarias, dotándolas de dinero y capital 

físico, sin embargo, se trata de la búsqueda de resultados muy ceñidos. Incluso faltaría 

corroborar si, dentro de la propuesta de modificar la posición social de las beneficiarias, 

se considera el capital social y/o el conocimiento, es decir, la dotación de recursos no 

físicos. Además, el resto de los elementos estructurales, por lo menos hasta ahora, 

parecen no estar considerados: el tema del rol social y la identidad. De confirmarse esto 

con el análisis de los otros elementos del diseño del programa, la estructura de 

dominación probablemente permanecería. Por lo pronto, se puede concluir con respecto a 

la alineación que, estratégicamente, se trata de un programa muy acotado, con el riesgo 

que esto conlleva en su impacto ante un problema tan complejo como lo es la desigualdad 

por cuestiones de género.  



98 
 

En relación con la descripción de los objetivos del programa, así como de los 

bienes y servicios que ofrece, en las Reglas de Operación se mencionan dos objetivos, 

uno general y otro específico. Como antes se mencionó, el general establece intentar  

contribuir al empoderamiento económico de las mujeres en el estado, 

prioritariamente las víctimas de violencia, de comunidades rurales, indígenas, 

migrantes en retorno y periodistas, a través de los programas de financiamiento 

del Fondo para el Fomento Productivo de la Mujer y el específico.  

Por su parte, el específico, refiere que se busca  

promover la igualdad de género y contribuir al empoderamiento económico de las 

mujeres en el estado, prioritariamente víctimas de violencia, de comunidades 

rurales, indígenas, migrantes en retorno y periodistas, mediante los 

financiamientos con tasa de interés preferencial para el desarrollo y/o 

consolidación de proyectos productivos.  

Asimismo, uno de los componentes señala que se tiene la idea de “Fomentar el 

desarrollo de capacidades y habilidades productivas para la creación y fortalecimiento de 

proyectos productivos para mujeres” (Reglas de Operación, 2018, pp. 111 y 112). De 

estos planteamientos se puede deducir que se busca el empoderamiento económico, la 

igualdad de género y el desarrollo de habilidades y capacidades productivas. Es decir, al 

parecer, con base en este planteamiento estratégico sí se parte de una teoría: la 

autonomía económica es un camino a la igualdad de género. Ahora bien, efectivamente, 

hasta ahora el programa parece estar centrado en modificar la posición social de mujeres 

en situación vulnerable, pero por lo aludido en uno de los componentes de las Reglas de 

Operación, no es solo dotándolas de recursos físicos (dinero y capital físico), sino también 

de uno de los recursos inmateriales: conocimiento, lo cual no es cosa menor. 

Con respecto a los bienes y servicios que ofrece el Fondo, se trata básicamente de 

dos tipos de crédito: por un lado, para habilitación o avío, es decir, para gastos de 
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operación, capital de trabajo, mercancías, materias primas, franquicias y concesiones o 

cualquier otra relacionada con ese giro; por otro, refaccionario, a emplearse para 

maquinaria, mobiliario y equipo, o adquisición de ganado. En pocas palabras, recursos 

para iniciar o fortalecer un negocio liderado por mujeres, transformando su posición social.  

Por lo que se refiere al diagnóstico del problema que atiende el programa 

describiendo causas y efectos, no se tuvo acceso a un análisis con el empleo de la 

metodología de Marco Lógico, no obstante, en la descripción del problema en las Reglas 

de Operación, se reporta que en México, según información del Banco Mundial, para 2016 

solo 14% de las mujeres mayores de 15 años tenían una tarjeta de débito, 25% una de 

crédito y menos del 40% tenía acceso a una cuenta en el sector formal. Por otro lado, en 

el estado de Zacatecas, de 631 308 personas que formaban parte de la Población 

Económicamente Activa en 2016, según el INEGI, solo el 34% eran mujeres. Por su parte, 

de la Población Económicamente Inactiva (en edad de ser activa), 299 303 personas se 

dedicaron al trabajo doméstico no remunerado, siendo el 96% mujeres. Esto, según se 

deduce en las propias Reglas de Operación, representa la desigualdad en que viven las 

mujeres, particularmente en el ámbito económico y laboral. Lo anterior, según se señala, 

se agrava por condiciones como el origen étnico, la raza, color de piel, calidad migratoria, 

idioma, costumbres, estado civil, edad, entre otras (Reglas de Operación, 2018, p. 100). 

Por lo tanto, entre las causas está el poco acceso de la mujer al sistema financiero, 

mediado por diversas condiciones, como se señaló antes, lo cual ha provocado que vivan 

en una gran desigualdad económica y financiera, teniendo como efecto vulnerabilidad, 

trabajo no remunerado y, en muchas ocasiones, pobreza.  

En este análisis hay una fuerte presencia de una visión economicista, y aunque se 

haga énfasis en condiciones sociales que sirven de mediadoras de desigualdades, no 

están problematizadas, por lo que el fenómeno sociocultural de la situación de la mujer en 

realidad no es considerado en el diagnóstico. En consecuencia, se hace referencia solo a 
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la condición estructural de la posición social, como se ha demostrado en los puntos 

anteriores del estudio, y dentro de esta, solo al observable de recursos físicos (dinero y 

capital físico), dejando de lado el capital social y el conocimiento, y no se diga otro 

elemento de la estructura de dominación que sufre la mujer: su rol social. La identidad es 

solo considerada tangencialmente a partir de la inserción, en el diagnóstico de las Reglas 

de Operación y de la Población Objetivo del Fondo, de distintas condiciones de 

vulnerabilidad de las mujeres, sin embargo, es un tema no analizado a profundidad, 

dejando ver que esta dimensión estructural en realidad está ausente del diseño del 

programa. 

En lo referente a la definición de población potencial y objetivo en documentos 

oficiales y/o en el diagnóstico del problema, en las Reglas de Operación del Fondo se 

establece que la primera, es decir, la potencial, son “las mujeres en el estado de 

Zacatecas”, mientras que la población objetivo son las “mujeres en el estado de 

Zacatecas, prioritariamente a las víctimas de violencia, de comunidades rurales, 

indígenas, migrantes en retorno y periodistas en la entidad” (Reglas de Operación, 2018, 

p. 113). Por tanto, a pesar de que se priorizan las mujeres de acuerdo a algunas 

condiciones, el programa sigue abierto para todas las demás, es decir, persiste una idea 

de universalización detrás de la focalización de mujeres en situaciones muy específicas 

que resultan prioritarias. Por ejemplo, según se reporta en las propias Reglas de 

Operación, para el ejercicio 2017, el 41.85% de las beneficiarias fueron mujeres jefas de 

familia. Por lo tanto, en la población objetivo, sí se puede afirmar que existe la 

consideración de dos elementos estructurales para su selección: el rol social, es decir, su 

posición de mujeres o de jefas de familia en familias nucleares y no nucleares, y de 

manera indirecta, la identidad, en otras palabras, las condiciones que definen un 

subconjunto de ideas sobre sí mismas y su relación con el mundo, por ejemplo, víctimas 

de violencia, de zonas rurales, migrantes de retorno, entre otras. 
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En relación con la información sistematizada del programa que permita conocer las 

características de las solicitantes, en la Evaluación de Consistencia y Resultados (2019), 

realizada al Fondo por la Universidad Autónoma Metropolitana para el ejercicio 2018, se 

reporta la existencia de una base de datos en el Sistema de Padrón de Beneficiarios 

(SIPAB) del gobierno del estado de Zacatecas. En ella se incluyen varias características 

de las beneficiarias: nivel socioeconómico, estado civil, jefatura de familia, ocupación, 

ingreso mensual, integrantes de la familia, dependientes económicos, tipo y servicios de 

la vivienda, escolaridad, acceso a la seguridad social, entre otros. También se informa, en 

cada caso, el nombre del programa que otorga el apoyo, así como tipos e importe del 

beneficio recibido. De esto se deduce que se tiene información, en el Fondo, para hacer 

un perfil de cada beneficiaria, tomando en cuenta dos de las características de la 

estructura en que se encuentran inmersas: la primera, su posición social, particularmente 

a partir de su ingreso mensual, nivel educativo y el tipo e importe del apoyo recibido. Esto 

corresponde al dinero, conocimiento y capital físico de las categorías observables. La 

segunda se trata del rol social, estableciendo con él si es jefa de familia y/o si es sostén 

de la familia, además de su estado civil e integrantes de la familia, correspondiendo esto a 

las categorías familia nuclear o no nuclear. La identidad y, en general, la dominación, son 

conceptos cuyos observables son imposibles de derivar de una base de datos. 

Ahora bien, con referencia a los mecanismos de elegibilidad y/o metodología de 

focalización, en las Reglas de Operación del Fondo para el Fomento Productivo de la 

Mujer se consideran dos categorías: criterios y requisitos de elegibilidad. Los primeros son 

idénticos para los dos programas. En primer lugar, a pesar de ser dirigido el Fondo a 

todas las mujeres del estado, se enfatiza nuevamente que se priorizarán aquellas víctimas 

de violencia, mujeres de comunidades rurales, indígenas, migrantes en retorno y 

periodistas. Asimismo, todas las solicitantes de financiamiento deberán apegarse a lo 

siguiente: que las unidades económicas a crear, ampliar o fortalecer sean rentables y 
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generen empleos, además, que no se hayan solicitado ni recibido recursos de programas 

de cualquier esfera de gobierno, en el mismo ejercicio fiscal, para los conceptos del 

Fondo. En cuanto a los requisitos, existen pequeñas diferencias entre el PIN y el 

PROFEM, pero muy importantes. Mientras que en el primero, además de la solicitud de 

documentación que acredite la situación de vulnerabilidad, la identidad, probidad y el 

domicilio, se realiza solamente un estudio socioeconómico por tratarse de montos más 

pequeños (5000 a 10 000 pesos), en el segundo, al tratarse de montos mucho mayores 

(15 000 a 50 000 pesos), se requiere, además de demostrar una situación de 

vulnerabilidad, la identidad, probidad y el domicilio, de un aval o deudor solidario; sin 

embargo, si el monto es superior a los 25 001 pesos, es necesario dejar una garantía 

hipotecaria o prendaria. 

Desde el punto de vista de las condiciones estructurales de las solicitantes de 

apoyo, la posición social, con tales montos, es probable que varíe de manera muy 

moderada, y en la mayoría de las ocasiones, imperceptiblemente. El acceso a recursos 

siempre será importante, particularmente para iniciar o fortalecer un negocio, pero hay 

montos que representarían un umbral mínimo, sobre todo si se toma en cuenta que se da 

prioridad a personas en una situación vulnerable. Tal umbral pareciera superior a lo 

otorgado por estos programas.14 Por otra parte, en los mecanismos de elegibilidad, 

parece tomarse más en cuenta la factibilidad financiera del programa, como mecanismo 

autosostenible, que la situación de dominación que experimentan las beneficiarias, con 

 
14 Por ejemplo, para montar una tienda de abarrotes, se requiere un permiso del ayuntamiento, 

anaqueles y exhibidores, pago de renta (tomando en cuenta el depósito y el mes en curso), luz y 
agua, además, de ser posible, una computadora con un sistema contable para el control 
administrativo, tanto de la utilidad como del inventario, y desde luego, la compra de la mercancía. 
Todo dependerá siempre del tipo y tamaño del negocio, pero si se trata de algo más que un apoyo 
de subsistencia, la inversión es mayor a 50 mil pesos. Otro negocio que resultó popular son las 
plantas purificadoras de agua para llenado a granel. Las plantas más baratas oscilan los 70 mil 
pesos. Vale preguntarse algo muy sencillo: ¿Cómo establecer topes tan bajos en los apoyos si 
difícilmente habrá un negocio que sea completamente financiado, más aún, tomando en cuenta 
que están dirigidos a personas vulnerables, y que por lo tanto no tienen margen de maniobra? Ni 
siquiera está claro que con un tope de 50 mil pesos se pueda financiar una tienda de ropa o una 
estética, que son los negocios más usuales. 
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relaciones prohibitivas y limitantes de cambios estructurales (posición social, rol e 

identidad). Difícilmente una mujer con las condiciones de vulnerabilidad señaladas como 

criterios de selección, se encontrará en una posición social tal que pueda garantizar, con 

hipoteca o prenda, el reembolso del crédito. En esto se debe tomar en cuenta que lo más 

probable es que los roles sociales que cumplen y sus identidades, están inmersos en la 

estructura de dominación patriarcal. 

En lo que tiene que ver con los procedimientos para otorgar bienes y servicios 

congruentes con la población objetivo, es preciso comentar que en las Reglas de 

Operación se señalan catorce etapas a ejecutar, desde la información brindada sobre los 

programas hasta el seguimiento de los proyectos. La encargada de llevar a cabo tales 

actividades es la Dirección de Fomento de Programas Productivos. Ahora bien, en esta 

parte del programa destaca la rigidez del diseño. Pareciera que al solicitar el apoyo, las 

posibles beneficiarias pretenden hacer transformaciones en su identidad, por medio de 

ideas de agencia y de establecer una relación de transformación con su entorno, sin 

embargo, el precepto que subyace al diseño del programa, es decir, de autosostenibilidad, 

condiciona la relación de las mujeres con el mismo, siendo en gran medida sujetos 

pasivos de un diseño rígido, lleno de papeleo y donde un comité técnico termina 

decidiendo si estas mujeres vulnerables son o no apoyadas. Esto último traslada al comité 

a la posición de decidir sobre la posición social, el rol y la identidad de las posibles 

beneficiarias. La responsabilidad de la supervivencia de ideas reproductoras recae sobre 

sus miembros.  

Con respecto a la correspondencia entre el resumen narrativo de la MIR y las 

reglas de operación del programa, hay algunas coincidencias y algunos fallos que resultan 

fundamentales. En primera instancia, el objetivo general y el específico de las Reglas de 

Operación, son muy similares. Esto incide de alguna manera en el mal diseño de la parte 

medular del resumen narrativo de la MIR: el Propósito. Este no corresponde con los 
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factores relevantes del objetivo general de las Reglas de Operación. En realidad, el 

Propósito de la MIR que viene reportada en las Reglas de Operación del Fondo es más 

un Componente, es decir, la herramienta para resolver el problema social que da origen al 

Fondo. Por su parte, el objetivo general de las Reglas de Operación fue tomado para la 

redacción del Fin, lo cual es incorrecto, pues el resumen narrativo de este se toma de un 

documento estratégico fuera del ámbito de acción de la estructura operativa del programa 

presupuestal en cuestión. Con respecto a los componentes, uno de ellos es el que tiene 

que ver directamente con el objetivo específico del programa y los apoyos de este: el 4, 

relativo a la entrega de financiamientos. Dos de ellos están fuera de las atribuciones del 

Fondo y uno forma parte de las actividades que se deben realizar para obtener el 

financiamiento: la capacitación. En relación con el resumen narrativo de las Actividades, 

las únicas que coinciden con el apartado Operatividad, de las Reglas de Operación, son 

las relativas a la consecución del Componente 4. 

Si se leen los resúmenes narrativos desde la propuesta teórica de esta 

investigación en su parte de estructura, no se aprecia un alcance suficiente como para 

incidir en el cambio de vida de las beneficiarias. Como se ha venido argumentando, hay 

alguna incidencia en el tema de la posición social, pero en el rol, la identidad y, en 

general, en la situación de dominación que experimentan a partir de las relaciones 

sociales que desarrollan en su entorno, con base en el análisis del diseño, una 

transformación resulta muy poco factible. A esto debe agregarse que la responsabilidad 

del programa se ve diluida en el mal diseño de su MIR, pues el propósito terminó siendo 

el Fin, algo a lo que solo se puede “contribuir” en una cadena de esfuerzos en la que 

deben participar varios programas en un sector. En síntesis, la estructura social de 

dominación patriarcal permanece casi inalterada por los esfuerzos del Fondo, tomando en 

cuenta la gravedad que esto implica si se recuerda que prioriza a mujeres en condiciones 

vulnerables. 
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▪ Consideraciones de la agencia en el programa: consentimiento legítimo, 

decisiones transformadoras de desigualdades 

 

En relación con la descripción de los objetivos del programa así como de los bienes y 

servicios que ofrece, particularmente, en lo que tiene que ver con el tipo de participación 

en los apoyos, por el diseño de los mismos, se deduce que las mujeres son casi 

receptoras de beneficios, existiendo restricciones para un consentimiento legítimo en su 

forma de involucrarse con la oferta del programa, es decir, no hay alternativas más allá de 

los rubros de financiamiento propuestos por las propias Reglas de Operación. Claro está, 

deberá contrastarse esto con la operación concreta del programa.  

Por lo que respecta a la vinculación del propósito del programa con los objetivos 

del programa sectorial o especial, esta es evidente, ya que el propósito de la Matriz de 

Indicadores para Resultados (MIR) del Fondo establece que “los programas específicos 

de financiamiento para proyectos productivos para las mujeres en el estado, priorizando a 

las víctimas de violencia, de comunidades rurales, migrantes en retorno, indígenas y 

periodistas se fortalecieron” (Reglas de Operación, 2018, p. 122), mientras que el 

Componente 3 de la MIR del PROIGUALDADEZ dice: “Gestiones para el desarrollo de la 

autonomía económica de las mujeres del Estado realizadas”. Asimismo, el Propósito de 

dicho Programa establece lo siguiente:  

Las mujeres y hombres del Estado de Zacatecas tienen igualdad de derechos y 

oportunidades que garantizan su acceso a la salud, a los derechos sexuales y 

reproductivos, a vivir libres de violencia, a la participación política, al trabajo 

remunerado, al acceso a recursos y bienes, a través del desarrollo integral de las 

mujeres y de la transversalización de la perspectiva de género en la 

Administración Pública Estatal” (PROIGUALDADEZ 2017-2021, pp. 104-106).  
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La vinculación se deriva de la relación conceptual entre programas de 

financiamiento a proyectos productivos para las mujeres (propósito MIR del Fondo), 

desarrollo de la autonomía económica de las mujeres (componente 3 MIR de 

PROIGUALDADEZ) e igualdad de derechos y oportunidades para el acceso al trabajo 

remunerado además de recursos y bienes (propósito MIR de PROIGUALDADEZ). En 

realidad, en esta vinculación del planteamiento estratégico del Fondo con el Programa 

Especial, no se refleja la intención de que haya una incidencia en la vida de las 

beneficiarias que vaya más allá de su posición social, por lo tanto, el Fondo no parece 

estar diseñado para incidir en decisiones transformadores de desigualdades que 

condicionan la vida de las beneficiarias. En otras palabras, las decisiones tomadas por las 

mujeres están muy acotadas a las reglas de operación y sin beneficio transformativo, por 

lo tanto, solo existe la posibilidad de que se registre un cambio parcial en uno de los 

componentes de la estructura de dominación: la posición social.  

Sobre los procedimientos para otorgar bienes y servicios congruentes con la 

población objetivo, vistos desde la idea de agencia, es importante resaltar dos de las 

catorce etapas que abren una puerta a la interacción entre las beneficiarias y los 

manejadores del programa. La primera es “asesorar a las solicitantes para el desarrollo 

del proyecto” (Reglas de Operación, 2018, p. 120). En relación con esta actividad, es 

importante establecer que las beneficiarias son quienes terminan decidiendo sobre el tipo 

de negocio a emprender, pero sí hay una restricción fundamental: la factibilidad. Los 

asesores se encargan de orientar la toma de decisiones hacia proyectos que puedan ser 

aceptados por el comité técnico, lo que al final de cuentas resta libertad en los hechos a 

las beneficiarias. Por lo tanto, no se puede afirmar que es una receptora de beneficios, es 

decir, que actúe de manera pasiva dentro del programa, sin embargo, tampoco se puede 

establecer que es una creadora de beneficios como si hubiera al final muchas 
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alternativas. Por lo tanto, no hay realmente un consentimiento legítimo debido al diseño 

propio del programa, centrado en asegurar su supervivencia financiera. 

En cuanto a la segunda etapa a discutir, está la de “convocar a las beneficiarias de 

los financiamientos aprobados a participar en la o las capacitaciones en la administración 

y el manejo de su actividad comercial y/o unidad económica” (Reglas de Operación, 2018, 

p. 120). Nuevamente, se trata de una actividad que puede incidir de una manera pequeña 

en la posición estructural de las mujeres (por medio del conocimiento) cuyos proyectos 

sean apoyados, pero que no implica necesariamente que deje de ser una persona 

receptora de beneficios. Es decir, en general, no hay un diseño abierto para la 

participación de las beneficiarias en el programa, sino que se trata de un programa muy 

rígido para intentar controlar en el mayor grado posible el retorno del capital. 

En relación con las actividades de la MIR por cada componente, ordenadas 

cronológicamente e imprescindibles, en las Reglas de Operación del Fondo se presenta 

esta información. Es preciso comentar que, en términos generales, la Matriz tiene 

problemas en su diseño. Ahora bien, en cuanto a las actividades que se derivan de los 

componentes, se encuentran ordenadas cronológicamente; además, no se aprecia ningún 

vacío ni exceso en su reporte, es decir, son las mínimas indispensables. En ellas, hay 

espacios muy cerrados para la agencia. Particularmente, si se analizan desde el 

consentimiento legítimo, hay espacios de interacción entre servidores públicos y 

beneficiarias, particularmente, en la integración de expedientes de solicitantes; 

elaboración de estudio socioeconómico; elaboración de proyectos de inversión y, en las 

reuniones de capacitación. Como antes ya se había mencionado, el programa tiene un 

diseño cerrado, en el que el margen de maniobra en la toma de decisiones de las 

beneficiarias es muy estrecho: elegir entre dos o tres propuestas de negocio que puedan 

ser aprobadas por el Comité Técnico. Aunque por su naturaleza, no se trata de un 

programa en el que ellas sean receptoras de beneficios en un estado pasivo, tampoco 
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puede considerarse una situación en la que se conciban como creadoras de beneficios, 

es decir, donde puedan interactuar de manera abierta con los operadores del programa 

para aterrizar algún proyecto que, por medio de la discusión, el debate y la creatividad, 

pueda cambiar la estructura social en la que se encuentran inmersas, ayudándolas a 

contar con recursos para dejar de cumplir roles tradicionales y verse a sí mismas de 

manera distinta.  

Con respecto a otro elemento de la MIR, es decir, los componentes como los 

bienes y servicios que produce el programa y generan el propósito junto con los 

supuestos, las Reglas de Operación del Fondo reportan cuatro: promoción y difusión de 

los programas de financiamiento de la Secretaría de las Mujeres; integración y difusión del 

catálogo de programas estatales y federales dirigidos a mujeres para proyectos 

productivos; fomento del desarrollo de capacidades y habilidades productivas para la 

creación y fortalecimiento de proyectos productivos para las mujeres y contribuir a su 

autonomía económica y, entrega de 400 financiamientos de los programas del Fondo para 

el Fomento Productivo de la Mujer a las féminas en el estado, priorizando a las víctimas 

de violencia, de comunidades rurales, indígenas, migrantes en retorno y periodistas, que 

radiquen en el estado de Zacatecas. Los componentes no parecen estar al mismo nivel, 

es decir, la promoción y difusión de programas de financiamiento, así como la integración 

y difusión de un catálogo de programas parecen actividades propias de los otros dos 

componentes: la capacitación y la entrega de financiamientos, particularmente de este 

último.  

Vistos los componentes desde el consentimiento legítimo, y las decisiones 

transformadoras de desigualdades, de manera general, puede afirmarse muy poca 

incidencia en la capacidad de agencia de las beneficiarias. Solo en el proceso de entrega 

de financiamiento y en el de capacitación hay espacios para la participación de ellas, sin 

embargo, el programa tiene un diseño cerrado. No hay manera de que ellas incidan en su 
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adecuación para poder atenderlas de manera más efectiva. Además, como antes se ha 

establecido, no pueden considerarse como creadoras de beneficios, pues sus alternativas 

dentro del Fondo son muy reducidas. Por lo tanto, puede afirmarse que las decisiones que 

pueden tomar en la mecánica de operación del programa son muy acotadas a reglas de 

operación y sin beneficio transformativo, ya que básicamente, existe la posibilidad real de 

que tengan cambios en un solo elemento estructural: la posición social, pero por los 

montos y la capacitación, es más probable que el cambio sea moderado a que sea 

radical. Por otro lado, aunque existe alguna posibilidad de que las beneficiarias 

experimentaran transformaciones en su rol social, también, por los montos y diseño 

general del programa, es poco probable, por lo que su identidad y roles tradicionales en el 

hogar, debieran permanecer. 

En la revisión del propósito como único; como consecuencia directa de los 

componentes y del cumplimiento de los supuestos, e incluyente de la población objetivo 

en su redacción, se puede establecer que, además de, efectivamente, ser único, sí tiene 

una derivación directa de los componentes, así como del cumplimiento de sus supuestos. 

También adiciona a la población objetivo en su redacción. Sin embargo, si se piensa 

desde el punto de partida, es decir, del planteamiento del problema, el propósito se queda 

muy corto del compromiso asumido en las reglas de operación, centrándose, únicamente, 

en el fortalecimiento de los programas: “los programas específicos de financiamiento para 

proyectos productivos para las mujeres en el estado, priorizando a las víctimas de 

violencia, de comunidades rurales, migrantes en retorno, indígenas y periodistas se 

fortalecieron” (Reglas de Operación, 2018, p. 122). Hasta aquí es preciso enfatizar que 

siempre un programa es un medio para intentar resolver o incidir en un problema público, 

por lo tanto, no puede ser un objetivo primario en sí mismo, en todo caso, un instrumento, 

una herramienta. Por tal motivo, se considera al propósito como inadecuado. 
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Al ser analizado el propósito del Fondo a partir del concepto de decisiones 

transformadores de desigualdades, es preciso comentar que, como sucede con otros 

elementos del programa, se trata de la búsqueda de un resultado que implica la toma de 

decisiones de las beneficiarias de una manera muy acotada a las reglas de operación y 

sin beneficio transformativo en cuanto a la situación estructural en la que viven. Ello 

derivado de que el fortalecimiento de los programas no se refiere a transformaciones en 

su diseño, sino a una mejor integración de sus partes para una operación más sólida, 

tomando en cuenta que esa solidez depende mucho, también, de evitar que las 

beneficiarias caigan en cartera vencida. Por tanto, pareciera que es más importante elegir 

proyectos cuya rentabilidad tenga una mayor probabilidad de éxito, a aquéllos que tengan 

un gran potencial para promover cambios estructurales en la vida de las beneficiarias 

(posición social, rol e identidad) y que con ello se tenga un impacto en el debilitamiento de 

las relaciones de dominación que experimentan en su entorno. 

En referencia al Fin claramente especificado, como objetivo al que el programa 

solo contribuye y vinculado a objetivos estratégicos sectoriales, proveniente de la 

metodología de este estudio, es preciso comentar que, en la MIR del Fondo, el Fin 

corresponde al objetivo general del programa, lo cual es un error de diseño, pues dicho 

objetivo debería ser la base para la redacción del Propósito. Ahora bien, las propias reglas 

de operación tienen en su objetivo general y específico la palabra “contribuir”, la cual se 

utiliza, dentro de la Metodología de Marco Lógico, para redactar, siempre, el resumen 

narrativo de un Fin. Por tanto, el error en el diseño del objetivo proviene desde las reglas 

de operación. En realidad, el Fin debe estar claramente anclado a un objetivo sectorial o 

de un programa especial o institucional, pero no al establecido como el más importante 

dentro de unas reglas de operación.  

El Fin redactado en la MIR del Fondo es el siguiente:  
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contribuir al empoderamiento económico de las mujeres en el estado, priorizando a 

las víctimas de violencia, de comunidades rurales, migrantes en retorno, indígenas 

y periodistas a través de los programas de financiamiento del Fondo para el 

Fomento Productivo de la Mujer (Reglas de Operación, 2018, p. 122).  

Desde luego, a nivel Fin, la redacción da idea de un contexto de políticas que 

favorecen el empoderamiento económico de las mujeres y, por tanto, son proclives a 

provocar la aparición de decisiones transformadoras de desigualdades por parte de las 

beneficiarias. Sin embargo, en lo que respecta al diseño del Fondo, esto no se sustenta, 

pero además, se requeriría de un sistema de políticas con perspectiva de género, sin 

duplicaciones y enteramente complementarias, diseñadas para provocar cambios 

estructurales en la vida de las beneficiarias y con ello desmontar las relaciones de 

dominación que suelen experimentar en su vida cotidiana. En los documentos revisados 

para analizar este caso, dicho sistema de políticas no parece existir. 

Con respecto a la correspondencia entre el resumen narrativo de la MIR y las 

reglas de operación del programa, si se realiza el análisis desde los instrumentos teóricos 

de la agencia, es claro que no se puede hablar de que exista espacio en su diseño para 

un consentimiento legítimo de las beneficiarias, pues son conducidas en sus proyectos 

para asegurar su factibilidad financiera y con ello recuperar el crédito, lo cual se observa 

fácilmente al revisar las Actividades del Componente 4 de la MIR y el apartado de 

Operatividad del Fondo en las Reglas de Operación. Si a esto se le agrega el mal diseño 

de la propia Matriz, particularmente en lo que tiene que ver con el Propósito, se puede 

deducir que las decisiones a tomarse como participantes del Fondo están muy acotadas a 

las reglas de operación y sin beneficio transformativo, lo que implica un casi nulo cambio 

estructural en sus vidas a partir de las capacidades que pudieran adquirir como 

participantes de estos programas. Por tanto, no estarían tomando decisiones 

transformadoras de desigualdades. 
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Evaluación de resultados 

 

En lo referente a la identificación de Aspectos Susceptibles de Mejora (ASM) y porcentaje 

de solventados, el Fondo para el Fomento Productivo de la Mujer solo tuvo una 

evaluación, fue de resultados y consistencia, publicada en enero de 2019, año en que el 

Fondo deja de pertenecer a la Secretaría de las Mujeres y se diluye. Por lo tanto, a las 

recomendaciones derivadas de tal estudio nunca se les dio trámite. Ahora bien, entre las 

más importantes estuvieron: fundamentar una justificación teórica del problema a atender 

por el Fondo para detallar claramente las causas y consecuencias del mismo; homologar 

los indicadores incluidos en el Programa Operativo Anual y en la MIR y realizar la 

estimación, previo reforzamiento de su diseño, de los incluidos en la MIR, a fin de contar 

con indicadores de resultados y de gestión; elaborar las fichas técnicas de los indicadores 

de la MIR y establecer ahí sus metas; diseñar una estrategia de cobertura que considere 

metas anuales, teniendo como referencia un horizonte a mediano y largo plazo y, elaborar 

informes sobre grado de satisfacción de beneficiarias, además de establecer un 

calendario de presentación para estos.  

Desde el punto de vista teórico, lo anterior significa que el diseño del programa no 

tiene en cuenta una visión ontológica sobre la relación de los sexos, la dominación y la 

división del trabajo. Lo anterior, desde luego, más allá de lo que el sentido común y la 

agenda pública hayan podido dictar. Por lo tanto, la idea de transformación de la 

estructura (posición social, rol e identidad) con base en una relación detallada entre teoría 

e instrumentos del programa es inexistente. Con respecto a la concepción de agencia, si 

se toma en cuenta la inexistencia de informes de percepción de las beneficiarias, y se 

cruza con la carencia de metas en la MIR y el reporte de resultados, entonces se puede 

deducir que, en realidad, no son relevantes para los operadores del programa ni el 
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consentimiento legítimo de las participantes ni las decisiones transformadoras de 

desigualdades que puedan tomar como producto del apoyo, simplemente, porque no es el 

enfoque que sustenta la existencia del Fondo. 

Con relación a la cobertura del programa a partir de la población potencial, objetivo 

y atendida, en las Reglas de Operación se establece, como antes se refirió, que la 

población potencial son las mujeres en el estado de Zacatecas, por lo que se deduce que 

no importa su edad. Además, se refiere que la población objetivo son, prioritariamente, las 

víctimas de violencia, de comunidades rurales, indígenas, migrantes en retorno y 

periodistas en la entidad. El programa no reportó esta información en la Evaluación de 

Consistencia y Resultados (2019) que se le realizó.   

Ahora bien, con objeto de tener una estimación, se buscó información que pudiera 

dar luz de su cobertura, es decir, de la población atendida. El último dato confiable, por 

ejemplo, sobre violencia sufrida por la mujer, es el de la Encuesta Nacional sobre la 

Dinámica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 2016. En sus resultados se 

reporta que, en Zacatecas, el 59% de las mujeres de 15 años o más, confirmaron haber 

sufrido algún tipo de violencia (emocional-psicológica, física, sexual, económica o 

patrimonial).15 Esto significa que, tomando en cuenta la población identificada en 2015, el 

porcentaje representaría un total de 578,445 mujeres.16 Si este dato se relaciona, para dar 

una idea de proporción, con los 375 créditos otorgados por el Fondo durante 2018, y los 8 

millones 206 mil pesos erogados en ello,17 entonces se estaría hablando de una cobertura 

 
15 INEGI. Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 

2016.Principales resultados. En: 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/endireh/2016/doc/endireh2016_presentacion_ejecu
tiva.pdf 
16 No hay datos disponibles de 2016, por eso se tomaron los del año anterior de: INEGI. Dirección 
General de Estadísticas Sociodemográficas. Encuesta Intercensal 2015. www.inegi.org.mx (3 de 
febrero de 2016). 
17 Es muy importante advertir, para efectos de la focalización, que 292 de los créditos se otorgaron 

a mujeres emprendedoras, es decir, fuera de las condiciones prioritarias de atención. La 
información se obtuvo de: SEMUJER en cifras. Boletín estadístico. Créditos otorgados PIN y 
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(o población atendida) aproximada del 0.06% y de un financiamiento, por beneficiaria, de 

21 882 pesos. Esto sin considerar que en la población objetivo también se adicionan 

mujeres migrantes, de zonas rurales, indígenas y periodistas, lo cual pudiera aumentar el 

número de la población objetivo, pues varias de las condiciones estarían concentradas, en 

algunos casos, en una misma mujer, pero en muchos más, probablemente no. Dicho esto, 

y tomando en cuenta la magnitud de la participación del programa como solución del 

problema, es claro que los esfuerzos son insignificantes, por lo que la estructura de 

dominación que se pretende transformar, probablemente siga.  

En relación con el análisis del proceso general del programa y procesos clave para 

cumplir con los bienes y servicios, en la evaluación externa que se le realizó al Fondo, no 

se hicieron observaciones, sin embargo, es importante recalcar algunas cosas. Es muy 

importante que antes de financiar el proyecto, el Fondo solicita a las beneficiarias su 

asistencia a capacitación en administración y manejo de su unidad económica. Esto es de 

lo más relevante que ofrece el programa para incidir en la posición social de las mujeres 

solicitantes, pues además de recursos físicos, adquieren conocimiento.  

Ahora bien, los puntos que se consideran críticos a partir del enfoque teórico 

empleado para este análisis, son básicamente tres: la manera en que se difunden las 

convocatorias, con poca posibilidad de que lleguen a las mujeres vulnerables, por 

ejemplo, sin considerar dentro de los convenios de coordinación para ello al Sistema 

Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia y, por otro lado, tanto el tipo de asesorías 

en el desarrollo de proyectos como los criterios de revisión del Comité Técnico, donde 

prevalece la aversión al riesgo porque la encomienda es recuperar los recursos del 

financiamiento con sus respectivos intereses. Esto desde luego que va contra la idea de 

un consentimiento legítimo de las beneficiarias, pues se trata de un diseño cerrado donde 

 
PROFEM 2018. En: 
https://semujer.zacatecas.gob.mx/pdf/boletines/boletines%20pdf/2019/Bolet%C3%ADn%2018.%20
Créditos%20otorgados%20PIN%20y%20PROFEM%202018.pdf 
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las mujeres fungen más como receptoras de beneficios, aunque esto último no se pueda 

afirmar tajantemente. 

En lo que tiene que ver con el avance de los indicadores de actividades, 

componentes, propósito y fin de la MIR con respecto a sus metas, es necesario aclarar 

que en la Evaluación de Consistencia y Resultados (2019) realizada al Fondo, se reporta 

que el mismo no proporcionó los resultados de la Matriz. Por lo que se comentó antes en 

relación con la cantidad de financiamientos otorgados en 2018, hubiera sido útil conocer 

el total de solicitudes de crédito recibidas, a fin de poder establecer la eficacia de la 

operación de los programas del Fondo en función de su diseño, más allá de que éste no 

sea el deseable. Tal dato hubiera hecho justicia a su capacidad operativa real, dado que, 

por los recursos que maneja, es imposible que pueda tener una cobertura cercana, 

siquiera, al 5% de su población objetivo. De cualquier manera, aún sin conocer el 

resultado de su indicador de propósito para el ejercicio 2018, es factible afirmar que, por 

su diseño, según se ha ido desagregando el análisis, el Fondo no tendría impacto en el 

consentimiento legítimo ni en la capacidad de tomar decisiones transformadoras de las 

desigualdades de las beneficiarias.  

Por último, en lo que se relaciona con la documentación de resultados a nivel FIN 

y Propósito: indicadores MIR, evaluaciones que no son de impacto, impacto de estudios 

de programas similares, evaluaciones propias que son de impacto, en la Evaluación de 

Consistencia y Resultados (2019) también se reporta que el Fondo, además de no haber 

sido evaluado nunca previamente, carece de estudios sobre programas similares que 

hayan sido exitosos por lo que, a pesar de existir en el país muchos programas similares, 

no se tiene referencia de un buen desempeño. Por ahora, solo a través del diseño se 

puede adelantar que, probablemente, fracase en incentivar la agencia que requieren las 

beneficiarias para iniciar una transformación real en sus condiciones de vida a partir de 

las ideas de autodeterminación y autorrealización.  



116 
 

 

Análisis comparativo de los tres programas con respecto al tipo ideal 

 

En este apartado se pondrá a prueba, con respecto al tipo ideal, la situación de cada uno 

de los programas analizados, estableciendo en la celda respectiva de la tabla la presencia 

(1) o ausencia (0) de cada condición causal, así como del resultado final: el diseño 

adecuado o inadecuado del programa para permitir que las beneficiarias tomen 

decisiones transformadoras de desigualdades a partir de su participación en el mismo. En 

la tabla 2 se concentra el reporte de la comparación. ¿Cómo se interpreta cada caso con 

respecto al tipo ideal?  

En relación con la comparación entre el tipo ideal y los tres programas, para estar 

en la posibilidad de hacer más sencilla la lectura, se presentarán los principales 

elementos de cada condición causal del tipo ideal y, enseguida, separadas por viñetas, 

las condiciones de cada programa: 

1. El tipo ideal se fundamenta en una teoría en la que el mundo está organizado, 

estructuralmente, para la dominación de los hombres en los principales ámbitos de 

la vida cotidiana, particularmente, los del poder político, económico y cultural.  

• Durango: En el PAJF, a pesar de que existe un planteamiento general orientado 

por la perspectiva de género, no se exponen en sus ROP 2018, concretamente, 

las causas del problema a atender, solamente algunos de sus efectos. En realidad, 

hay menciones dispersas en distintos apartados, pero no hay un diagnóstico que 

permita deducir un planteamiento teórico claro, explicativo. 

• Morelos: Por su parte, el programa ME se centra en el difícil acceso de las mujeres 

al crédito, sin profundizar teóricamente en ello. No se indaga en una causalidad o 

algún mecanismo que explique tal situación y solo se atina a argumentar, incluso 

como parte de los criterios del programa, que las féminas son más responsables 
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que los varones para cubrir sus deudas. Tampoco se explican las causas de ello. 

Ahora bien, este tipo de argumentos lo único que permiten deducir es que 

prevalece la preocupación en relación con la sostenibilidad financiera del 

programa sobre el efecto que pueda haber, por su influencia, en la vida de las 

solicitantes. Esto es causa de que, desde un inicio, haya un mal diagnóstico para 

el desarrollo del programa. 

• Zacatecas: El FFPM, del gobierno del estado de Zacatecas, parte de un 

diagnóstico preciso que, aunque es economicista, y por lo tanto, no problematiza 

las condiciones estructurales que condicionan la vida de las mujeres, sí hace un 

planteamiento muy concreto en el que se deja claro que el punto de partida sí es 

un mundo patriarcal y, en consecuencia, desigual: las mujeres tienen menos 

acceso a los recursos económicos y financieros que los hombres, y esto se 

demuestra en su acceso limitado a los servicios bancarios, lo cual se ve agravado 

por condiciones mediadoras, como condición migratoria, origen rural, la pobreza, 

entre otros. 

 

2. En el tipo ideal, el programa es parte de todo un sistema de políticas 

interrelacionadas que tienen como fin aumentar la equidad de género desde 

diversos sectores administrativos, por eso, los factores relevantes de su propósito 

están estrechamente relacionados con los factores relevantes de los objetivos 

institucionales, sectoriales y hasta de la esfera de gobierno respectiva.  

• Durango: De acuerdo con las reglas de operación, el PAJF sí se encuentra 

alineado a objetivos, estrategias y líneas de acción de los planes y programas 

sectoriales estatales, aunque solo en la vertiente del desarrollo (económico), no 

así de los objetivos de igualdad de género. Por lo tanto, no forma parte de un 

sistema de políticas cuyo objetivo sea aumentar la equidad de género. 
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• Morelos: El Programa ME está alineado con el PED 2013-2018 y con el PSDS 

2013-2018 de Morelos. También con los objetivos del Fondo Morelos. En este 

punto, el problema no radica en la alineación, sino en el contenido estratégico al 

que se alinea. A diferencia del tipo ideal, no forma parte de un sistema de políticas 

que buscan aumentar la equidad de género, sino que su orientación es más 

económica. Esto, sin lugar a dudas, condiciona al programa para el tipo de 

incidencia que tendrá con su operación: financiera. 

• Zacatecas: En relación con la alineación a objetivos estratégicos, el FFPM está 

alineado tanto al Plan Estatal 2017-2021 como al PROIGUALDADEZ. Es preciso 

comentar que, en ambos documentos estratégicos, dentro la perspectiva de 

género, está el empoderamiento económico de las mujeres. A este aspecto es al 

que está enfocado el Fondo, aunque su efecto depende de qué tanto se coordine 

con otros programas, porque su alcance es sumamente acotado.  

 

3. La caracterización teórica de las beneficiarias dentro del tipo ideal señala que son 

mujeres de características muy específicas y claras, las cuales requieren el apoyo 

de las instituciones gubernamentales para poder lograr una transformación en la 

parte de la estructura social en la que se encuentran inmersas a fin de revertir las 

relaciones de dominación que padecen por parte de los agentes en su entorno. 

• Durango: Respecto a la caracterización teórica de las beneficiarias, el PAJF sí 

identifica claramente su población objetivo: mujeres jefas de familia en hogares 

monoparentales en condiciones de pobreza, además de otras características que 

se mencionan en las ROP, es decir, su población objetivo está muy bien acotada 

para una mejor intervención. 

• Morelos: En el programa ME hay claridad en la definición de su población objetivo: 

mujeres entre 18 y 70 años, con actividades económicas y, en el caso de una de 
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sus vertientes, además de lo anterior, jefas de familia. El problema es que además 

buscan mujeres con reputación crediticia y que tengan cierto capital inicial, es 

decir, con una posición social específica (capital físico y capital social), lo cual 

aleja a la población objetivo de este programa de la especificada en el tipo ideal, 

donde se trata básicamente de personas vulnerables que buscan eliminar las 

relaciones de dominación de su entorno. 

• Zacatecas: En las reglas de operación del FFPM se señala como población 

objetivo a todas las mujeres en el estado de Zacatecas, priorizando a aquéllas que 

puedan tener alguna o algunas de las siguientes condiciones: migrantes en 

retorno, indígenas, de zonas rurales, víctimas de violencia y periodistas. A pesar 

de que parece un buen diseño, porque con las condiciones que se consideran 

prioritarias se atienden a varias categorías, provenientes de estudios de género, 

por las que se identifican a las mujeres más vulnerables, en realidad hay una 

contradicción interna que hace que este punto sea uno de los más débiles del 

diseño de este programa: conviven focalización y universalización. Al final 

realmente no se sabe bien cuál es la población objetivo.  

 

4. En el tipo ideal, el programa tiene claramente identificado el resultado central a 

conseguir, siendo uno solo: su propósito, el cual debe mejorar en algún grado las 

condiciones de vida de las mujeres receptoras de los beneficios del programa. Por 

cierto, dichos beneficios son los instrumentos ideales para alcanzar en algún 

momento el resultado buscado. 

• Durango: El PAJF en realidad es un componente de una MIR institucional, lo que 

diluye sus esfuerzos pues denota falta de especialización institucional en el 

desarrollo de políticas con perspectiva de género. 
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• Morelos: En el programa ME hay dos propósitos, lo cual de entrada ya es un error 

grave tomando en cuenta la metodología de Marco Lógico, pero además no se 

centran en la mejora de las condiciones de vida de las beneficiarias, sino en la 

sostenibilidad del programa. Además, en uno de los propósitos, uno de sus 

componentes se confunde con el propósito mismo. Esto es causa de dislocación 

operativa o de trabajo sin rumbo. 

• Zacatecas: En la MIR del FFPM hay un solo propósito que sí es resultado de los 

componentes y supuestos, además incluye a la población objetivo en su 

redacción, sin embargo, el problema en su diseño tiene que ver con que el 

resultado se centra en la mejora del instrumento mismo, es decir, de los 

programas de financiamiento, no de su población objetivo. 

 

5. El programa del tipo ideal está diseñado para que en los procesos y 

procedimientos que le dan vida operativa, existan espacios de retroalimentación 

con el fin de que las beneficiarias organizadas intervengan en la toma de 

decisiones tácticas, mejorando el impacto de la intervención a partir de su ajuste a 

las condiciones reales que ellas experimentan en su vida cotidiana. 

• Durango: Los procesos y procedimientos mencionados en las ROP del PAJF no 

incluyen la participación activa de las mujeres sino solo como receptoras y 

ejecutoras de las acciones que el programa contempla, además de condiciones en 

el proceso de incorporación del programa que dificultan o que impiden la 

realización de algunos de los trámites. 

• Morelos: La mecánica de operación del programa ME tiene un diseño cerrado, en 

el que solo existen dos momentos de interacción entre beneficiarias y servidores 

públicos, pero se trata de dos espacios para asegurar la sostenibilidad financiera 

del programa. Uno de ellos es para asesoría en la integración del expediente; el 
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segundo, para la realización del estudio socioeconómico de la posible beneficiaria. 

Por lo tanto, ellas no tienen ningún tipo de intervención activa en el programa. 

• Zacatecas: EL FFPM tiene algunos espacios de interacción entre los servidores 

públicos y las beneficiarias, pero como el programa tiene un diseño cerrado, en 

realidad se trata de momentos en el que son direccionados los proyectos. En un 

primer momento ocurre una asesoría para desarrollar el proyecto y así aumentar 

su probabilidad de aprobación en el comité técnico. Posteriormente, una vez 

aprobado el proyecto, pero antes de recibir el financiamiento, las acreditadas 

reciben una capacitación para la administración del negocio. En realidad, pareciera 

que en ambos casos se trata de elevar la probabilidad de éxito en función de hacer 

posible el retorno del crédito de manera íntegra. 

 

6. De acuerdo con lo planteado en el tipo ideal, los bienes y/o servicios otorgados por 

medio del programa tienen como naturaleza su capacidad de disrupción para 

coadyuvar en el desmantelamiento progresivo de la estructura de dominación en la 

que están inmersas todas aquéllas que sean beneficiarias. 

• Durango: El PAJF otorga créditos a mujeres jefas de familia para la creación de 

microempresas, los cuales deben ser acompañados de la asesoría del personal de 

la institución ejecutora, con el fin de lograr una mejora en las condiciones del 

hogar de sus beneficiarias. Sin embargo, se retrata de un financiamiento de hasta 

30 000 pesos que debe ser reembolsado íntegramente. Por lo tanto, se trata de un 

apoyo cuyo monto no está comprobado que sea el detonante de un negocio 

próspero, pero que además impone presión constante a las beneficiarias, quienes 

pueden, en un momento dado, concentrar sus esfuerzos en liquidar el crédito. 

• Morelos: En el programa ME los apoyos son créditos refaccionarios o en 

habilitación y avío. Además son otorgados a mujeres que ya tienen alguna 
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actividad productiva y los montos máximos son de 40 000 pesos a créditos 

individuales y de 30 000 pesos a grupales, es decir, se trata de montos muy 

pequeños y que además no están direccionados para generar cambios 

estructurales en el entorno relacional de las beneficiarias. 

• Zacatecas: El FFPM otorga, básicamente, dos tipos de crédito: por un lado, para 

habilitación o avío, es decir, para gastos de operación, capital de trabajo, 

mercancías, materias primas, franquicias y concesiones o cualquier otra 

relacionada con ese giro; por otro, refaccionario, a emplearse para maquinaria, 

mobiliario y equipo, o adquisición de ganado. El crédito mínimo es de 5000 pesos; 

el máximo, de 50 000. Los montos son pequeños, por lo que difícilmente permiten 

una capitalización que tenga altas probabilidades de impactar un negocio de tal 

forma que se asegure su supervivencia y consolidación, además de que los 

créditos no están diseñados para revertir las relaciones de dominación que 

padecen las beneficiarias cotidianamente. 

 

7. En el programa del tipo ideal, para lograr el propósito de la intervención se 

identificaron, claramente, con acompañamiento de grupos de mujeres 

potencialmente beneficiarias y con base en el diagnóstico, los bienes y servicios 

necesarios para, en su complemento, tener una probabilidad alta de resolver 

progresivamente el problema, al ser la solución a las causas inmediatas de este. 

• Durango: En el PAJF hay un problema básico: no tiene MIR, por lo tanto, su 

objetivo general no está problematizado ni sintetizado de tal forma, que se sepa 

claramente el resultado buscado. Al leer el objetivo general y el tipo de apoyo en 

las ROP, se observa incompleto el esfuerzo del programa ante lo ambicioso del 

objetivo. 
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• Morelos: En lo referente a los financiamientos otorgados por el programa ME, la 

relación propósito y componentes (bienes y servicios) está viciada de origen 

porque hay un mal diseño de ambos. Se tienen dos propósitos y los 

financiamientos aportan montos que no atienden a una justificación técnica, pero, 

además, no se complementan con ningún otro servicio que pueda elevar la 

probabilidad de éxito de los micronegocios financiados, lo que hace que tal vez el 

mayor logro sea recuperar el dinero y reportar el número de gente a la que se le 

ha hecho un préstamo. 

• Zacatecas: Dentro del FFPM hay un mal diseño del propósito, pero también de los 

componentes, pues dos de ellos parecen de un nivel inferior, es decir, actividades. 

Los otros dos sí son causas directas del propósito, pero de uno que en realidad no 

debería ser el resultado buscado en el programa, por lo que es preciso afirmar que 

hay un mal diseño en la MIR, en consecuencia, el cumplimiento del propósito no 

asegura el mejoramiento en las condiciones de vida de las beneficiarias. 

 

8. En el programa del tipo ideal el diseño estratégico y operativo está formalizado en 

unas Reglas de Operación donde se sintetiza con la profundidad suficiente todo el 

análisis previo, el cual consideró en todo momento la opinión de grupos de 

potenciales beneficiarias. Toda esta información se encuentra sintetizada en la 

MIR, en la cual, el objetivo general y la población objetivo del programa 

representan su Propósito; los objetivos específicos y el tipo de apoyos son los 

Componentes; la mecánica de operación vista con base en sus actividades clave, 

son las Actividades reportadas en la Matriz, y el Fin es la contribución de la 

intervención en el sistema de políticas del que forma parte, sintetizadas en un 

objetivo preferentemente sectorial o de la esfera de gobierno en su conjunto. 
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• Durango: En las ROP 2018 del PAJF, no se cuenta con una MIR propia sino de 

otro programa de donde deriva como componente, por lo que no existe 

correspondencia entre el resumen narrativo y las reglas de operación. 

• Morelos: En el programa ME solo hay coincidencia entre el nivel de actividades de 

la MIR y la mecánica de operación de las ROP, pero en los componentes, a pesar 

de que corresponden al tipo de apoyos de las ROP, no se relacionan con sus 

objetivos secundarios, además el objetivo general de las ROP no coincide con el 

propósito de la MIR y, por último, el Fin, no corresponde a un objetivo que debe 

tener tal nivel, que se asocia el programa con su exterior, es decir, con un 

planteamiento estratégico institucional, sectorial o de toda una esfera de gobierno. 

Esto hace que el programa no pueda ser bien monitoreado ni evaluado. 

• Zacatecas: En la MIR del FFPM el propósito no corresponde al objetivo general del 

programa, a lo cual contribuye que el objetivo específico es muy parecido a éste. 

Por su parte, el Fin se tomó del objetivo general, lo cual es incorrecto, pues tiene 

que ser desarrollado a partir de un objetivo externo al que está alineado el 

programa. Los componentes son cuatro, siendo solo uno de ellos la causa el éxito 

del propósito, de los otros tres, dos están fuera de las atribuciones del programa. 

Por lo anterior, solo las actividades del componente relativo a la entrega de 

financiamiento corresponden con la mecánica operativa de las reglas de operación 

del programa.  

 

9. La MIR, dentro del programa del tipo ideal, no es una formalidad normativa, sino 

una herramienta estratégica para ir haciendo ajustes en el programa, ya que en 

ella se encuentran concentrados los objetivos estratégicos y de gestión del mismo, 

sus indicadores, así como sus metas. Por ello, la Matriz representa el tablero de 
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control permanente para hacer los ajustes necesarios en la operación, empleando 

el menor tiempo posible. 

• Durango: Al no contar con una MIR propia, el PAJF no tiene un sistema de 

indicadores, aunque en las ROP se establecen algunos mecanismos (visitas 

domiciliarias y llamadas telefónicas) para dar seguimiento a los avances de las 

beneficiarias en la operación de su proyecto. Sin embargo, no se cuenta con un 

tablero de control que permita el seguimiento permanente del programa para hacer 

ajustes en el corto plazo. 

• Morelos: En el programa ME no se tuvo información disponible para saber el 

comportamiento de los indicadores de la MIR, tampoco del avance de metas. Solo 

se informa sobre un indicador que tiene que ver con el número de financiamientos 

otorgados en 2018, cuya meta incluso fue superada por siete financiamientos 

otorgados, pero no corresponde a ningún indicador de la MIR y probablemente sea 

un indicador de un solo dato, lo cual, de acuerdo con las recomendaciones de la 

CEPAL, representa un indicador sin validez porque no tiene una dimensión de 

comparación. 

• Zacatecas: En la evaluación de consistencia y resultados aplicada al Fondo 

durante 2018 y publicada en 2019, se informa que no se tuvo acceso a la MIR que 

contuviera el avance parcial de metas y los resultados, hasta ese momento, de los 

indicadores, por lo que el Fondo parece un programa sin tablero de control y, por 

lo tanto, no orientado al logro de resultados. 

 

10. El programa del tipo ideal considera una herramienta adicional para su mejora 

continua: calendariza una evaluación de distinto tipo (de resultados y consistencia, 

diseño, procesos, específica o de impacto) al año, y sus directivos cuentan con 

reportes de evaluación a programas similares en otras esferas de gobierno, otras 
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regiones y hasta otros países. Al final toda la información generada, junto con la 

consideración permanente de lo observado por las beneficiarias, permite un 

impacto creciente del programa en el desarrollo de acciones de agencia en cada 

mujer participante. Dichas acciones están orientadas al desarrollo de sus 

capacidades para que, finalmente, logren su autorrealización. 

• Durango: En la evaluación específica realizada por el INAVEP (2019) se realizan 

las recomendaciones pertinentes para que el PAJF mejore tanto en su diseño 

como en su implementación, por lo que en las ROP 2019 se hicieron algunos 

ajustes que contribuyen a la mejora de sus resultados. 

• Morelos: En cuanto a su mejora continua, el programa ME no tiene publicada la 

MIR con los resultados finales de ningún ejercicio, entre ellos, de 2018. Tampoco 

hay reportes de evaluaciones, por si fuera poco, el programa, en su diseño, no 

considera la retroalimentación proveniente de las acreditadas. Todo esto permite 

suponer que el programa se guía por criterios estrictamente normativos más que 

de resultados, lo que al final impacta negativamente en las acreditadas, pues el 

servicio que reciben difícilmente mejorará. 

• Zacatecas: El Fondo, en 2018, fue evaluado por primera vez, por ello no había 

antecedentes, pero además no contó con reportes comparativos de programas 

similares en otras latitudes.  

 

Si se hace una comparación entre los programas analizados, tomando en cuenta que 

ninguno tiene un diseño adecuado (lo que confirma la hipótesis descriptiva de este 

trabajo), se rescata lo siguiente:  

 

Similitudes 
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• Los tres programas analizados adolecen de una teoría y del empleo de la 

metodología de Marco Lógico para su diseño, en consecuencia, los tres también 

tienen MIR mal diseñadas. 

• Los créditos otorgados en los tres programas, aunque tienen condiciones 

preferenciales (dos con bajas de interés y en un programa sin intereses), 

representan montos muy pequeños como para detonar negocios sostenibles y 

prósperos, representando además una carga para las beneficiarias, pues en 

realidad el azar es un factor clave para, al final, saber si mejoró o empeoró su 

situación con el crédito, ya que, si fracasan, hay un adeudo no existente antes de 

la solicitud. 

• Ninguno de los programas cuenta con un tablero de control donde puedan estar 

monitoreando los resultados de la gestión para encontrarse en posibilidad de 

hacer ajustes en el corto plazo. 

• Ninguno de los programas está diseñado para que las beneficiarias sean 

participantes activas de la intervención gubernamental, sino que se trata de 

diseños cerrados que buscan controlar, ante todo, la sostenibilidad financiera de 

cada uno de los programas, más que la búsqueda de mecanismos para cambiar 

las condiciones estructurales de la vida de cada acreditada. 

 

Diferencias 

 

• El FFPM, del gobierno de Zacatecas, está diseñado desde una perspectiva de 

género que atiende a una estrategia gubernamental planteada desde sus 

documentos fundamentales: Plan Estatal de Desarrollo y Programa Sectorial. Por 

lo tanto, forma parte de un sistema de políticas que tienen la encomienda de 

disminuir la brecha de desigualdad entre hombres y mujeres. En los otros casos, al 
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parecer, el problema al que se enfrentan los programas es que no parecen 

encontrar ancla en un desarrollo estratégico preciso y con perspectiva de género 

que provenga de los documentos fundamentales de cada gobierno.  

• En el caso del PAJF, del gobierno de Durango, hay dos elementos que 

ejemplifican la existencia real de dos atributos del tipo ideal. Por un lado, una 

población objetivo muy bien caracterizada, lo que con un mejor planteamiento 

estratégico y operativo del programa, representaría mejores resultados. Por otro, 

un sistema estatal de evaluación que permitió una mejora en la versión del 

programa del año siguiente. Estos son elementos inexistentes en los programas 

de Morelos y Zacatecas.  

 

De todo este análisis comparativo, lo que se puede concluir es que ninguno de los 

programas tiene un diseño adecuado para que las mujeres logren empoderamiento 

económico, además, para que poco a poco empiecen a cambiar las relaciones de 

dominación que padecen en su entorno, con base en la toma de decisiones que 

transformen las desigualdades y les permitan alcanzar su autorrealización, utilizando 

como instrumento acciones de agencia orientadas al desarrollo de capacidades. 
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Tabla 2. Resultados de la comparación por programa con respecto al tipo ideal 

1Programa Autoempleo para Jefas de Familia. Gobierno del estado de Durango. 
2Programa Mujeres Emprendedoras. Gobierno del estado de Morelos. 
3Programa Fondo para el Fomento Productivo de la Mujer. Gobierno del estado de Zacatecas. 
*Reglas de Operación. 
Fuente: Elaboración propia con base en Ragin (2008). 

 

CAUSAS 
Diagnóstico 

desde la 
teoría del 

patriarcado 

Alineación 
al sistema  
estratégico 

Caracterización 
teórica de 

beneficiarias 

Propósito 
como 

solución 
a 

población 
objetivo 

Mecánica 
de 

operación 
abierta a la 

participación 
de ellas 

Apoyos 
disruptivos 

Apoyos 
como 

logro del 
propósito 

MIR 
reflejo 
de las 
ROP* 

Reporte de 
metas e 

indicadores 

Revisión de 
la 

intervención 
y ajuste 

Diseño 
adecuado 

CASOS 

PAJF1 0 0 1 0 0 0 0 0 0 1 0 

ME2 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 

FFPM3 1 1 0 0 0 0 0 0 0 0 0 
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Conclusiones 

 

Las mujeres en México, sin lugar a dudas, viven en una situación desigual con respecto a 

los hombres. Su mundo sigue siendo el doméstico, aún y cuando algunas de ellas tengan 

actividades en el mercado laboral profesional. La carga de trabajo no remunerado por las 

tareas en casa sigue recargándose en ellas, incluyendo los cuidados de enfermos, niños, 

ancianos y, en muchos casos, jóvenes y adultos de sexo masculino sin ninguna 

discapacidad, en tareas como la alimentación, la limpieza de la ropa, etc. A esto han 

contribuido programas sociales que, en su diseño, legitiman los roles de género que 

culturalmente han predominado. Como resultado, las mujeres han visto aumentar su 

carga de trabajo: la impuesta por los programas para recibir los apoyos y la propia de su 

rol de mujer en casa. A esto se agrega una situación laboral más vulnerable que la de los 

varones. 

En relación con el análisis realizado en esta investigación, se corrobora lo que en 

otros estudios se ha reportado: el diseño de los programas de financiamiento a mujeres 

no se sustenta en una teoría, sino en la adecuación a requerimientos jurídicos y 

normativos provenientes de acuerdos internacionales, de la legislación mexicana y de la 

coyuntura política. Esto tiene como consecuencia que las beneficiarias no experimenten 

una transformación estructural en su entorno, es decir, una reconfiguración en el tipo de 

relaciones sociales que sostienen y la capacidad para que, a partir de ellas, puedan 

desarrollarse y lograr su autorrealización. 

Por otro lado, los programas tienen graves problemas de diseño, con reglas de 

operación que no coinciden plenamente con sus MIR. Por lo tanto, no hay manera de 

monitorearlos correctamente, y con ello, se vuelve complicado su proceso de mejora 

continua. Esto desde luego termina repercutiendo en pérdida de recursos, pero lo más 
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importante, en el fracaso de la intervención para dar solución al problema que da origen a 

cada programa. 

Es claro que los programas no siguen la metodología de Marco Lógico en su 

diseño, no obstante que esté estipulada en el andamiaje normativo del Presupuesto 

basado en Resultados (PbR). Esto hace que las mujeres sean receptoras, casi pasivas, 

de apoyos y que estos se diluyan en esfuerzos vanos que estriban en burlar a la pobreza, 

la discriminación, la desigualdad y la violencia.  

Los programas analizados definitivamente no están diseñados desde una 

perspectiva de género, y no lo estarán mientras no se considere la participación 

permanente de las mujeres, población objetivo y atendida, en el diseño y operación, 

respectivamente, del programa.  

Los cambios y ajustes en los programas serán muy complicados no solo por su 

mal diseño, tomando en cuenta el contraste entre reglas de operación y MIR, sino, 

fundamentalmente, por la poca sistematización en el manejo interno de información, por lo 

menos eso se vio en las evaluaciones externas que les fueron realizadas a los programas 

estudiados y que fueron consultadas para el análisis, pues en muchos casos, no se contó 

con información disponible para dar atención a criterios de evaluación concretos.  

El planteamiento estratégico de los Planes de Desarrollo y de los Programas 

Sectoriales resulta vital para dar fuerza a programas con perspectiva de género. Si esta 

no es una estrategia transversal en tales documentos normativos, difícilmente se logran 

coordinar esfuerzos que en el mediano y largo plazo puedan tener efectos reales.  
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Recomendaciones 

 

Incluir la participación de las mujeres, que se consideren población objetivo, en todas las 

etapas de la política pública, desde el diseño hasta la evaluación, para que se puedan 

alcanzar los objetivos de la perspectiva de género. 

Diseñar programas desde un enfoque teórico robusto y considerando el resultado 

de investigaciones y recomendaciones de expertos, pues la concepción y manera de 

incluir cada elemento del programa, al final repercutirá en los resultados que alcance. Si 

un programa que pretende considerar la perspectiva de género no toma en cuenta las 

interacciones entre estructura social y agencia, difícilmente incidirá en las 

transformaciones de las condiciones de vida de las beneficiarias. En relación con esto, 

desde 2014, ONU Mujeres e INMUJERES publicaron un documento titulado “Hacia una 

metodología de marco lógico con perspectiva de género”, sin embargo, a pesar de que se 

reporta el cumplimiento de indicadores de INMUJERES, particularmente en lo que tiene 

que ver con acciones administrativas, Coneval observó que se requiere actualizar el 

diagnóstico del Programa para el Fortalecimiento a la Transversalidad de la Perspectiva 

de Género que maneja el Instituto, a fin de que se replanteen los indicadores y se pueda 

medir si el programa realmente está teniendo resultados de fondo, tomando en cuenta 

que cada año se reformula el propósito de su MIR y sus componentes no son bienes ni 

servicios ofrecidos por el programa (Coneval, 2018). Esto desde luego que afecta de 

sobremanera el mal diseño y falta de coordinación en políticas públicas con perspectiva 

de género a niveles subnacionales. 

Incluir objetivos y actividades que contribuyan al ejercicio de los derechos de las 

mujeres, ya que en los tres programas analizados se anteponen los objetivos económicos 

y el bienestar de la familia o del hogar. Más allá de lograr la equidad o la inclusión de las 
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mujeres en este tipo de políticas sociales, se debe buscar, como fin último, la igualdad de 

género. 

Reconsiderar los montos y variedad de tipos de apoyo, pues actualmente se tiene 

un esquema incompleto. Por un lado, los montos son irrisorios, lo cual denota la carencia 

de un análisis serio sobre los recursos mínimos para montar un negocio que tenga 

grandes probabilidades de éxito. Por otro, difícilmente se ofrecen apoyos 

complementarios. En algunos programas hay capacitación, en otros no; en unos se 

promueve el asociacionismo entre mujeres, en otro se diseñan esquemas individuales; en 

algunos se busca fortalecer el liderazgo, en otros esto no se considera relevante.  

Considerar intervenciones integrales, donde el apoyo no solo consista en los instrumentos 

mencionados en el punto anterior, sino también en la intervención en el hogar, con 

capacitaciones, a fin de que se aseguren cambios en la identidad y roles de las mujeres 

participantes. Mientas solo sean ellas las que están inmersas en la relación con este tipo 

de políticas públicas, su entorno será más difícil de cambiar.  

Realizar acciones que consoliden la institucionalización de la perspectiva de 

género a través de su transversalización desde los planes y programas que los gobiernos 

estatales diseñan e implementan, pues en la actualidad hay una desconexión entre lo que 

establece el marco jurídico y las políticas que de ella se desprenden. Para lograr cambiar 

una estructura patriarcal anquilosada en la sociedad, se necesita un sistema de políticos 

ambicioso, armónico y perfectamente coordinado.  

Estudiar modelos de programas que sean autosostenibles sin estar centrados, casi 

exclusivamente, en recuperar los recursos financiados y en mantener niveles bajos de 

cartera vencida.  
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Glosario 

 

Autodeterminación: De acuerdo con la Real Academia Española de la Lengua (RAE), es 

la capacidad de una persona para decidir por sí misma algo. 

 

Autorrealización: Es un término muy utilizado dentro de la teoría de las necesidades. De 

acuerdo con la RAE es la consecución satisfactoria de las aspiraciones personales por 

medios propios. 

 

Crédito de habilitación o Avío: Crédito destinado a la adquisición de las materias primas y 

materiales en el pago de los jornales, salarios y gastos directos de explotación 

indispensables para los fines de su empresa. 

 

Crédito Refaccionario: Crédito destinado a la adquisición de aperos, instrumentos, útiles 

de labranza, abonos, ganado, o animales de cría; en la realización de plantaciones o 

cultivos cíclicos o permanentes; en la apertura de tierra para el cultivo, en la compra o 

instalación de maquinarias y en la construcción o realización de obras materiales 

necesarias para el fomento de la actividad productiva y/o unidad económica de la 

beneficiaria. 

 

Capacidades: Para Amartya Sen, son las oportunidades efectivas de emprender acciones 

y actividades en las que una persona se quiere involucrar y ser quien quiera ser, es decir, 

son las libertades y oportunidades valiosas para, por ejemplo, buscar trabajo, descansar, 

ser culto, formar parte de una comunidad, ser saludable, entre otros. 
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Capital de trabajo: Son los recursos financieros aplicados por la empresa en la ejecución 

del ciclo operativo de sus productos, que se recuperarán financieramente al final de este 

ciclo. Por lo tanto, es lo que brinda apoyo financiero a la empresa hasta que se reciben 

sus ventas. 

 

Capital físico: Bienes ya producidos que se utilizan como insumos en el proceso de 

producción, tales como estructuras residenciales y no residenciales, infraestructuras, 

equipos, maquinarias e inventarios. También se le denomina capital real. 

 

Capital social: Para Bourdieu es el conjunto de recursos actuales o potenciales 

relacionados con la posesión de una red durable de relaciones más o menos 

institucionalizadas de entre-conocimiento y entre-reconocimiento; o, en otros términos, 

con la adhesión a un grupo. 

 

Familia nuclear: Familia conviviente formada por los miembros de un único núcleo familiar, 

es decir, el grupo formado por los padres y sus hijos. 

 

Jefas de familia: El art. 4 de la Ley Estatal de Apoyos a Jefas de Familia, de Morelos, 

establece que se entiende por esta a la mujer que, independientemente de su estado civil, 

tenga bajo su responsabilidad la manutención de sus hijos menores de edad, o que 

siendo mayores de edad sean incapaces o continúen estudiando hasta los 22 años sin el 

apoyo económico del cónyuge, concubino o progenitor de los mismos ni de cualquier otro 

miembro del núcleo familiar. Igualmente, a la “mujer que tenga la misma obligación para 

con sus descendientes aún y cuando estos no tengan el carácter de hijos y siempre y 

cuando carezcan de apoyo económico de cualquier miembro del núcleo familiar.  
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Transveralidad: El art. 5, fracc. XVII de la Ley de Igualdad de Derechos y Oportunidades 

entre Hombres y Mujeres en el Estado de Morelos, define ésta como el proceso que 

permite garantizar la incorporación de la perspectiva de género con el objetivo de valorar 

las implicaciones que tiene para las mujeres y los hombres cualquier acción que se 

programe, tratándose de legislación, políticas públicas, actividades administrativas, 

económicas y culturales en las instituciones públicas y privadas, que concrete el principio 

de igualdad sustantiva. 

 

PIN: Programa Iniciando tu Negocio. 

 

PROFEM: Programa Fortalecimiento Empresarial. 

 

Transformación: Transformar de acuerdo con la RAE, es hacer mudar de porte o de 

costumbres a alguien. En este estudio, ese alguien es individual y colectivo, es decir, 

todos aquéllos inmersos en la estructura de relaciones sociales del agente. 

 

Vulnerabilidad laboral: Es el incumplimiento de los derechos de los trabajadores, además 

de una manifestación de la precariedad de las condiciones del empleo a las que se 

enfrentan los individuos en sus respectivos mercados de trabajo. 
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